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INTRODUCCION 

La elecci6n del análisis dogmático del delito de intimidaci6n c~ 
mo tema a desarrollar en una tesis para obtener el grado de li-­
cenciatura en Derecho, ha obedecido a las siguientes razones: 

l. El conocimiento es una herramienta al servicio del hombre. -
Es útil si le sirve a éste. En consecuencia, el saber se ju! 
tífica en tanto es aplicado en beneficio del hombre. 

Z. El Derecho Penal -al igual que cualquier otro objeto de con~ 
cimiento- merece ser estudiado y debe aprendérsele con res-­
peto, honestidad, rigor, disciplina. 

3. El Derecho Penal siempre ha sido un conjunto de materias, -­
priricipios, normas, etc. que atraen poderosamente la aten--­
ci6n de quien se acerca a ellos con genuino interés de cono-

• cer. 

4. La materia prima del Derecho Penal son los bienes más caros­
al ser humano: libertad, honor, propiedad, integridad físi-­
ca, etc.~ de ahí su protecci6n a través de esta poderosa --­
·por severa- herramienta del Estado. Ambos conceptos: bie-­
nes tutelados y sanciones revisten singular importancia, me­
reciendo, entonces, atenci6n especial de quien se acerque ·a­
ellos para conocerlos, y esmero, prudencia, escrupulosidad,­
honestidad, probidad de quien aplique sus disposiciones. 

s. De entre las conductas tipificadas en el C6digo Punitivo, -­
las que pueden ser cometidas por servidores p~blicos con ese 
cáracter han merecido -por solicitud popular- reconsidera--­
ci6n: quien sirve al pueblo debe ser honesto y capa:; quien 
le sirve mal, perjudicándole en sus bienes e intereses ameri 



II. 

ta sanci6n, de Índole penal en los casos de mayor lesi6n. 
Muchas de tales conductas, hasta hace escasamente dos afies, 
no aparejaban castigo, debiéndolo; en este caso se encuen-­
tra la intimidaci6n, que desde los inicios de 1983 es un de 
lito cuya comisi6n exige rigurosa respuesta estatal. 

6. La intimidaci6n es una conducta que lesiona el interés so-­
cial por la debida administraci6n de justicia. Es éste, -­
entonces, el bien jurídico a proteger mediante la tipifica­
ci6n de aquel actuar humano. 

7. A través del desarrollo del análisis dogmático del ente de­
lito se van descubriendo las muchas facetas que ofrece un -
Gnico artículo de la Parte Especial del C6digo Penal, cuan­
do se le aplica la teoría sobre el delito, se le enfrenta -
con otros artículos, se desgranan sus elementos, se le ubi­
ca en el mundo jurídico, se develan sus orígenes, se advier 
ten sus consecuencias. 

8. Analizar dogmáticamente la intimidaci6n ha sido una pequeña 
aventura a través de los vastísimos campos-del conocimiento. 
jurídico. Ha permitido reafirmar algunos conceptos y dese~ 

brir otros, aplicar la teoría a un aspecto práctico, valo-­
rar el alcance y exactitud de las corrientes ideol6gicas -­
generadas en torno a la temática del delito, en fin, confi­
gura un esfuerzo intelectual que, como todo lo humano, es -
mejorable. El autor intent6 sacar adelante un breve estu-­
dio que no sólo satisficiera las exigencias académicas de -
las autoridades universitaria~, esto es, no Gnicamente cum­
plir con un requisito académico previo a la titulaci6n, si­
no un poco más, por lo menos: se espera que de quien lo te~ 
ga en sus manos atraiga su atenci6n lo suficiente para 
concluir su lectura. 



El mis grande homenaje que se le puede 

hacer a la verdad, es usarla. 

Ralp Waldo Emerson 



CAPITULO PRIMERO 

CONSIDERACIONES SOBRE EL DELITO Y EL METODO 
PARA SU ESTUDIO 

I, Concepto de delito 

El concepto de delito constituye el punto de referencia con -­
que se da inicio al presente trabajo, por tratarse del género­
dentro del cual la intimidaci6n, objeto de análisis de esta te 
sis, es una de sus especies. 

Gramatii:almente considerado, el concepto "delito", proveniente 
del verbo latino delinque re, genera la idea de "abandonar, -- -
apartarse del buen camino, alejarse del sendero señalado por -
la ley." (1) 

El delito se concibe por los especialistas contemporáneos como 
un fen6meno jurídict, compuesto por ciertos elementos o partes 
esenciales. Se verá posteriormente que los autores no están -
de acuerdo al precisar cuántos y cuáles elementos de esencia -
conforman el todo delito; por lo pronto, adelantamos que son -
tres: tipicidad, antijuridicidad y culpabilidad, pero que ·-­
califican a la conducta, configurando ésta el soporte de aqué­
llos, por lo que su estudio es anterior al de los elementos -­
del ilícito. 

El estudio del concepto del delito forma parte de lo que se -­
denomina Teoría del delito la que, a su vez, integra, junto -­
con la Teoría de la ley penal y la Teoría de la pena y de las­
medidas de seguridad, la Parte General del Derecho Penal. Por 

(1) CASTELLANOS, Fernando, Lineamientos elementales de Dere---
cho Penal. Parte Genera a, .A., 

a.e.,p. 
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su parte, la intimidaci6n, junto con todos los d•más tipos pen~ 
les, conforman la Parte Especial de esta rama ju ídica. 

A. Desarrollo hist6rico. 

Con el prop6sito de analizar la evoluci6n del De echo Punitivo· 
y; en consecuencia, del delito, los autores han dividido las •· 
etapas de la historia en los siguientes períodos: 
za privada, de la venganza divina, de la venganza 
nitario y, según algunos otros, científico, (2) c 
esta Gltima fase a las más recientes evoluciones 
Penal. 

de la venga!!_ 
pública, hum! 
rrespondiendo 
el Derecho · · 

Refiere el maestro Jiménez Huerta que la idea de elito y la •• 
de Estado nacen unidas "hasta el extremo de que b"en puede afi!, 
marse que la historia del concepto del delito mar ha al unísono 
de la del concepto del estado y que ambos se' nutre de las mis· 
mas esencias en sus rutas hist6ricas." (3) 

En sus orígenes, el delito era castigado por el pr pie ofendi·· 
do, sus familiares o el grupo al que aquél pertene ía. De esta 
forma de punici6n surge el concepto de ven anza ------i--- El •• 

y reconoci· 
reglamentar 
la f6rmula· 

rechazo obedecía al ánimo de venganza y era apoyad 
do por el grupo social. En este período se lleg6 
la "cantida~" de venganza aceptable "y así apareci 
del tali6n ojo por ojo y diente por diente, para s·gnificar que 
el grupo s6lo reconocía al ofendido el derecho de causar un •· 
mal de igual intensidad al sufrido." (4) 

En relaci6n con esta etapa, dice el maestro Jiménez Huerta que· 
en las agrupaciones sociales de carácter primitivo, las conduc· 
tas reprimidas por el grupo se identificaban con el concepto de 

(2) 
(3) 

(4) 

Ibídem, p. 31. 
JIMENEZ HUERTA 1 Mariano, Derecho Penal 
Editorial Porrua, S.A., 1972, T.1., p. 
CASTELLANOS, op, cit., PP• 32 y 33. 

Mexicano 
12. 

México, 
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pecado: "No hay en estas agrupaciones humanas primitivas un -­
concepto destacado de lo que hoy estimamos como delito, pues -
las violaciones de los tabús mágicos tenían más bien la natura 
leza de lo que las religiones positivas han considerado como -
un pecado." (5) 

Se afirma que las sociedades que concebían las conductas puni­
bles -delitos- como hechos de carácter religioso y en las que, 
por tanto, las sanciones tambi~n revestían esa naturaleza, co~ 
formaron el período de la venganza divina. "En esta etapa ev~ 
lutiva del Derecho Penal, la justicia represiva es manejada -­
generalmente por la clase sacerdotal." (6) 

Es en Grecia en donde comienza a entenderse el delito como un-
· hecho alejado de la religi6n, gracias a los grandes pensadores 
de ese pueblo: "En S6crates se proclama la dignidad individual 
y la rebeldía de una conciencia viril; en Plat6n, las primeras 
ideas filos6ficas sobre lo justo, el delito y la pena; en Ari~ 
t6teles, la libertad y la voluntad de las acciones humanas; y 

en los estoicos se encuentran las primeras valoraciones jurídi 
cas de dichas acciones." (7) 

Gracias al extraordinario desarrollo del Derecho en Roma, el -
concepto delito se vio generosamente enriquecido. "Los conceE . 
tos de dolo bueno y dolo malo, dolo de prop6sito y dolo de --­
Ímpetu, culpa lata y culpa leve y culpa y caso, se fueron per­
filando en la jurisprudencia penal. Un elenco importantísimo­
de las modernas especies delictivas -golpes, lesiones, robo, -
rapiña, injuria, difamaci6n, daño y fraude- tuvo su origen en­
el delictum cual fuente de las obligaciones. Y finalmente, -­
los status libertatis, civitatis y familiae constitutivos de -
la personalidad, rompieron la ciega subordinaci6n al estado y-

(5) JIMENEZ HUERTA, op. cit., pp. 11 y lZ. 
(6) CASTELLANOS, op. cit., p. 33. 
(7) JIMENEZ HUERTA, op. cit., p~ 13. 



crearon un incipiente equilibrio entre los conceptos de liber· 
tad y autoridad que polarizan el fundamento filos6fico y la -­
historia del Derecho punitivo. Fulgor de esta armonía fue --­
la punici6n pública exclusiva de aquellos crimina pública ••. -
que por estimarse nocivos para la colectividad estaban estable 
cidos en la ley ••• " (8) 

En estas dos culturas: griega y romana, que constituyen los -
fundamentos de lo que hoy conocemos como el mundo occidental,­
es donde tiene sus orígenes la etapa de la venganza pública, • 
en la que se distingue entre delitos públicos y privados, ---· 
según el hecho lesione de manera directa los intereses o bie-­
nes jurídicos de los particulares o el orden público. 

Anotan los autores que este período se caracterizó por el de-­
senfreno en el uso de torturas, variedad de penas crueles, --­
facultades prácticamente omnímodas de juzgadores para obtener­
la verdad legal, en fin, se trata de un período en el que el -
"hombre. es víctima azotada por diversos vendaYales centralis·· 
tas o autárquicos oriundos de plurales fen6menos sociales, ha~ 
ta el extremo de que ni aún en las cercanas épocas existía un­
pensamiento científico sobre el delito ni un criterio rector -
que engendrare seguridad jurídica o moderase la arbitrariedad­
creadora. Ni en la recepci6n del Derecho romano, ni en la ex­
pansi6n del disciplinario Derecho can6nico, ni en las labores· 
de los prácticos, ni en los estatutos y ordenanzas de los Pri~ 
cipados y las Monarquías se encuentran datos o ideas trascen-­
dentes que sirvan para hacer del Derecho Penal algo de mayor -
rango y categoría que la de un instrumento de feroz represi6n. 
El delito era una desobediencia que se castigaba ciegamente 
para afirmar el poder y al insumiso dominar." (9) 

En respuesta a esta ideología y costumbres imperantes, desde -

(8) Ibidem, p. 14. 
(9) Ibidem, pp. 14 y 15. 

5. 
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el siglo XVII se levantan numerosas voces autorizadas para li­
mitar las inhumanas concepciones penales. 

"Hobbes (+1679), Spinoza (+1677) y Locke (+1704) demuestran -­
que el fin de la pena no puede ser otro que la correcci6n o -­
eliminaci6n de los delincuentes y la intimidaci6n de los indi­
viduos proclives a la mala conducta ••• " (10) Pensadores y poli 
tices europeos expresaron la necesidad de suavizar las penas: 
Diderot, D'Alembert·, Hobbach, Helvétius, Montesquieu, Rousseau. 
De las ideas de estos fil6sofos se nutre el pensamiento de --­
César Bonesana, marqués de Beccaria, quien escribi6 un libro -
en los años de 1763 y 1764, que marca el inicio de la época -­
humanitaria del Derecho Penal: Dei delitti e delle pene. En­
éste, el autor "anatemiza con dureza singular los abusos de la 
práctica criminal imperante, exigiendo una reforma a fondo." 
(11) 

El maestro Jiménez de Asúa afirma que junto a esta figura, de~ 
tacan otras dos que también son germen, al igual que Beccaria, 
de la revoluci6n que el Derecho Penal sufri6 en la época: las­
de John Howard, filántropo inglés -promotor de reformas carce­
larias-, y de Marat, el personaje de la Revoluci6n Francesa, -
quien concibi6 un "Plan de Legislici6n Criminal''· 

Las ideas de estos pensadores encontraron cabal acomodo en la­
Declaraci6n de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, de ---
1789, iniciándose así el estudio científico del Derecho Penal­
y del delito en particular. 

A partir de la obra de Beccaria los te6ricos del Derecho Pe--­
nal se agrupan en escuelas, de conformidad a la similitud que­
sus ideas presentan en relación con los temas de esta rama ju­
rídica. 
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El concepto de delito en la denominada Escuela Clásica fue -­
proporcionado por Francisco Carrara: "infracci6n de la ley - -
del Estado, promulgada para proteger la seguridad de los ciu­
dadanos, resultante de un acto externo del hombre, positivo o 
negativo, moralmente imputable y políticamente dañoso." (12) 

La evoluci6n de las ideas penales en algunos países europeos­
condujo al surgimiento de la Escuela Positiva. Esta produjo, 
por boca del jurista Rafael Gar6f~lo, la siguiente definici6n 
de delito: "el delito social o natural es una lesi6n de aque­
lla parte del sentido moral que consiste en los sentimientos­
altrulstas fundamentales (piedad y probidad) según la medida­
~ en que se encuentran en las razas humanas superiores, -
cuya medida es necesaria para la adaptaci6n del individuo a -
la sociedad." (13) 

Además de estas dos Últimas definiciones, reputadas como las­
representativas de las Escuelas Clásica y Positiva, un número 
import'ante de tratadistas ha proporcionado diversas definido 
nes del delito. A este respecto el profesor Castellanos Tena 
señala que "los autores han tratado en vano de producir una -
definici6n del delito con validez universal para todos los -­
tiempos y lugares, una definici6n filos6fica, esencial. Como 
el delito está íntimamente ligado a la manera de ser de cada­
pueblo y a las necesidades de cada 6poca, los hechos que unas 
veces han tenido ese carácter, lo han perdido en funci6n de -
situaciones diversas y, al contrario, acciones no delictuosas, 
han sido erigidas en delitos. A pesar de tales dificulta---­
des ••• es posible caracterizar al delito jurídicamente, por -
medio de f6rmulas generales determinantes de sus atributos -­
esenciales." (14) 

(12) Ibidem, p. 202 
(13) Ibídem, p. 204 
(14) CASTELLANOS, op. cit., p. 125. 



8. 

B. Concepciones formal y sustancial, 

Tomando en cuenta solamente el punto de vista jurídico, las -­
concepciones sobre el delito son de dos tipos: formales y sus 
tanciales. 

Las concepciones formales del delito tienen su origen en la --
. ley positiva. Al respecto, el Derecho mexicano ha dado naci-­
miento a tres definiciones, correspondiendo a los tres C6digos 
penales que han sido ley vigente en nuestraépoca independien-­
te, en el ~mbito federal y en el Distrito Federal. 

El Código de 1871, de corte cl~sico, define al delito en su -­
artículo 4o. como ''la infracci6n voluntaria de una ley penal,~ 
haciendo lo que ella prohibe 6 dejando de hacer lo que manda," 
(15) 

En 1929 se expide un nuevo ordenamiento punitivo, de efímera -
existencia y fundamentado en las ideas de la Escuela Positiva, 
que precis6 (artículo 11): "Delito es: la lesi6n de un derecho 
protegido legalmente por una sanci6n penal.'' (16) 

Finalmente, el vigente C6digo Penal, de 1931, dispone en el 
artículo 7o. que "delito es el acto u omisi6n que sancionan 
las leyes penales." (17) 

Por otra parte, si bien no han conformado Derecho positivo, es 
conveniente hacer notar que los Anteproyectos de C6digo Penal­
de 1949 y 1958 para el Distrito Federal y Territorios, as! ---

(15) 

(16) 

(17) 

C6digo Penal para el Distrito Federal y Territorio de la­
Baja California, sobre delitos del fuero común, y para to 
da la República sobre delitos contra la Federaci6n, Méxi7 
co, Herrero Hermanos, Sucesores, 1906, 4a. ed. 
Nuevo C6digo Penal para el Distrito y Territorios Federa­
les y Leyes Complementarias, México, Herrero Hermanos --­
Sucs., 1930. 
Código Penal para el Distrito Federal, Colecci6n Porrúa,­
México, Editorial Porrúa, S.A., 1978, 3la. ed, 



como el C6digo Penal Tipo para la Repáblica Mexicana, de 1963 
"no incluyen la definici6n del delito por considerarla irrel! 
vante e innecesaria ••• " (18) Seguramente los mismos motivos -
condujeron a los redactores del Anteproyecto de C6digo Penal­
para el Distrito Federal en materia de fuero comán y para --­
toda la Repáblica en materia de fuero federal, dado a la pu-­
blicidad en agosto de 1983, a excluir de su articulado la de­
finici6n de delito. (19) 

Con referencia al concepto formal de del.ita, el maestro Porte 
Petit apunta que "en MGxico, ha sido un punto discutido y --­

casi uniformemente resuelto el de si debe o no definirse el -
delito." (20) A continuaci6n, anota las opiniones de cuatro -
autores que se inclinan por la supresi6n de tal definici6n -­
por tratarse de un concepto tautol6gico. 

En resumen, las definiciones legales sobre el delito son cali 
ficadas por los doctrinarios de inátiles, sin trascendencia -
para el Derecho, 

Otra cosa muy distinta 
les sobre el delito. 
atienden a la esencia 

ocurre con las concepciones sustancia­
Estas, a diferencia de las formales, -­
o substancia del concepto. Evidentemen 

te, los autores discrepan al determinar los caracteres esen-­
ciales del de.lito, lo que ha generado, como lo decíamos, mál­
tiples definiciones al respecto. Se transcriben algunas de -
renombrados maestros, tomadas del libro "La Ley y el Delito", 
del tratadista Luis Jiménez de Asáa: Para el profesor alemán 
Ernesto Beling, discípulo de Carlos Binding, el delito es "la 
acci6n típica antijurídica, culpable, sometida a una adecuada 
sanci6n penal y que llena las condiciones objetivas de penal! 
dad." (21) 

(18) 

(19) 
(20) 
(21) 

Porte Petit Candaudap, Celestino, Apuntamientos de la -­
Parte General del Derecho Penal, M~xico, Editorial Jurí­
dica Mexicana, 1969, la. ed., p. 245. 
Anteproyecto de C6digo Penal, versi6n en fotocopia. 
PORTE PETIT, op. cit., p. 245, 
JIMENEZ DE ASUA, op. cit., pp. 205 y 206. 

9. 



Otro profesor germano, Max Ernesto Mayer, afirma que el delito 
es el "acontecimiento típico, antijurídico e imputable." (22) 
El maestro Jirnénez de Asúa advierte que la palabra imputable -
la utiliza Mayer en el amplio sentido de culpabilidad y que, -
por ello, su definici6n en este punto, no difiere de aquélla -
de Beling, 

Edrnundo Mezger, por su parte, define al delito corno la "acci6n 
típicamente antijurídica y culpable." (23) 

10. 

El propio Jiménez de Asúa señala que, considerando tanto los -
requisitos constantes como los variables de la infracci6n punl 
ble, el delito es el "acto dpicarnente antijurídico y culpa--­
ble, sometido a veces a condiciones objetivas de penalidad, -­
imputable a un hombre y sometido a una sanci6n penal." (24 ) 
Agrega que "el acto, tal como nosotros lo concebimos, indepen­
dientemente de la tipicidad, es mls bien el ~oporte natural del 
delito;. la imputabilidad es la base psicol6gica de la culpabill 
dad; y las condiciones objetivas son adventicias e inconsta~--­
tes. Por tanto, la esencia técnico-jurídica de la infracci6n-­
penal radica en tres requisitos: tipicidad, antijuricidad y -
culpabilidad, constituyendo la penalidad, con el tipo, la nota 
diferencial del delito." (25) 

Procede aseverar, con lo hasta aquí expuesto, que de las defi­
niciones sobre el delito, las jurídico sustanciales son las -­
que poseen mayor relevancia jurídica. Ahora bien, corno se ha­
visto, los autores ofrecen concepciones distintas que son re-­
sultantes de diferentes razonamientos sobre los elementos de -
sustancia que conforman al ente delito. En el inciso III de -
este Capítulo Primero se mostrarln las variantes que surgen a­
este respecto. 

(22) Ibídem, p. 206. 
(23) Loe. cit. 
(24) Ibídem, p. 206. 
(25) Ibídem, p. 207. 



Para los efectos del presente trabajo, estimamos que el delito 
es una conducta típica, antijurídica y culpable. Con fundamen 
to en estos elementos, el tipo penal intimidaci6n será estudia 
do dogmáticamente en el Capítulo Tercero. 

II. Escuelas que estudian el delito 

En el inciso anterior se afirma que todavía hasta el Siglo --­
XVIII las concepciones sobre el Derecho Penal y, por ende, el­
delito no habían sido desarrolladas de tal manera que conform! 

ran una estructura científica completa que ordenara con preci­
si6n y 16gica todas las distintas aristas que integran esta ra 
ma jurÍ"dica. 

Es con la obra de Beccaria, como ya se dijo, cuando da inicio­
lo que los especialistas llaman escuelas que estudian el deli­
to o escuelas penales. Las escuelas penales son corrientes de 
pensamiento que aglutinan a los científicos del Derecho Penal­
bajo concepciones similares sobre el delito, la ley penal, el­
delincuente, la pena y las medidas de seguridad, en fin, las -
partes conformantes de esta disciplina jurídica. 

Según refieren los especialistas, dos han sido las escuelas -­
predominantes del Derecho Penal: la Escuela Clásica y la Es-­
cuela Positiva. A éstas se suman otras corrientes que presen­
tan variantes sobre aquéllas fundamentales. 

A. Escuela Clásica. 

Beccaria inicia la Escuela Clásica que llega a la cúspide de -
su desarrollo con los trabajos de Francisco Carrara, ilustre -
jurista, catedrático de Derecho Penal en la Universidad de --­
Pisa en el siglo XIX y autor de, entre otras obras, el Opusco­
li di Diritto Penaley el Programma del Corso di Diritto Crimi­
nale. 

11. 
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Al comentar esta Escuela, afirma el maestro Porte Petit que -
"se ha insistido y con raz6n, que bajo el nombre de 'Escuela­
Clásica' no es verdad que exista un conjunto unitario de mat! 
rías~ pues analizando las teorías de los clásicos, se encuen­
tran entre las mismas, grandes diferencias, puntos de vista -
antag6nicos." (26) 

A este respecto, dice el profesor Jim~nez de Asúa que "en ve.!. 
dad, dentro de la Escuela Clásica hay muchas variedades; así, 
por ejemplo, en la teoría de la retribuci6n y de la preven--­
ci6n, no hubo en su época similitud alguna. Pero cuando el -
positivismo concibi6 al hombre y al delito como objeto natu-­
ral de la indagaci6n, las muy diversas escuelas que existían­
pudieron ser unificadas por contraste." (27) 

Para mostrar la numerosa variedad de tendencias o teorías --­
que integraron la Escuela Clásica, el propio Jiménez de Asúa­
elabor6 un esquema, que resumimos a continuaci6n, en el que -
salta a la vista la dispersi6n de concepciones fundamentales­
del Derecho Penal, dentro de la misma Escuela Clásica: 

l. Teorías morales: 

a) Contrato social 
b) Retribuci6n 
c) Resarcimiento 
d) Transformaci6n del Derecho a la obediencia 

2. Teorías utilitarias: 

a) Prevenci6n general 
b) Prevenci6n especial por intimidaci6n 
c) Prevenci6n general y especial 

(26) PORTE PETIT, op. ·cit., pp. 37 y 38. 
(27) JIMENEZ DE ASUA, op. cit., p. 46. 



3. Teorías eclécticas: 

a) Eclecticismo francés 
b) Eclecticismo italiano 
c) Eclecticismo alemán 

Estas Últimas combinan moral, utilidad, justicia, necesidad, -
etcétera. (28) 

A pesar de la dispersi6n de ideas ~ue se evidencia en el cua-­
dro anterior, los tratadistas han rescatado los caracteres --­
comunes que presentan las ideas de los representantes de esta­
Escuela. 

Así, el maestro Porte Petit señala que los elementos básicos -
de la Escuela Clásica, dados a conocer por los positivistas, -
son: 

l. Método 16gico-abstracto, también llamado método jurídico. -
El autór en cita transcribe la definici6n que ofrece Grispig-­
ni respecto al concepto "método jurídico":"la serie ordenada -
de los medios por los cuales se llega al conocimiento profun-­
do del contenido de las normas jurídicas." (29) El propio Por­
te Petit opina que "el método que se siga con relaci6n a las -
diversas ramas del Derecho, debe ser el mismo, en raz6n de !a­
propia naturaleza de dichas materias jurídicas, y es, induda-­
blemente ei' método jurídico." (30) 

2. El delito considerado como un ente jurídico, y no como un.­
hecho. Esto significa que "para su existencia, se necesita -­
que la conducta del agente activo viole una norma." (31) Sobre 
este punto, el tratadista Jiménez de Asúa dice que "para los -

(28) Ibidem, pp. 46 y 47. 
(29) PORTE PETIT, op. cit., pp. ZZ y 23. 
(30) Ibídem, p. 22 
(31) Idem, p. 39. 
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clásicos la acci6n delictiva no es un 'ente de hecho', sino el 
concepto jurídico del que, según Garrara, se derivan todas las 
consecuencias de su sistema de Derecho penal." (32) 

3. La responsabilidad penal basada en el libre albedrío. Si -
bien no todos los clásicos estuvieron de acuerdo con este cri­
terio. (33) 

4. La pena es un castigo. Como consecuencia del libre albedrío, 
el mal que produce el delito debe retribuirse con otro mal: la 
pena. 

La Escuela Clásica influy6 notablemente en la legislaci6n mexi 
cana. ·Prueba de esto es que el C6digo de 1871 (también llama­
do C6digo Martínez de Castro) tiene un corte clásico, con poca 
influencia de la Escuela Positiva, según opini6n de los críti-
cos. 

B~ Escuela Positivista. 

Frente al "clasicismo" del Derecho Penal, a manera de acci6n -
en contra, surgi6 la Escuela Positiva. 

Al formular un comentario sobre el surgimiento de la Escuela -
Positiva, el autor Jiménez de Asúa, con su acostumbrada elega~ 
cia, afirma: "Garrara crey6 que su doctrina era inatacable. Y­
de tan perfecta que era, como todo lo perfecto, llevaba en sí­
la caducidad. Ya no era futuro, sino presente, y, por tanto,­
futuro ido. Y a pasos agigantados, pasado, residuo. Una revo­
luci6n la descoyunt6, la enterr6, aunque, como en 'Los espec-­
tros' de Ibsen, vuelva luego. Y su vuelta da más vigor a lo -
reencarnado. Pero la revoluci6n fue terrible. Se llam6 el --
positivismo " (34) 

(32) JIMENEZ DE ASUA, op. cit., p. 46 
(33) PORTE PETIT, op, ·cit., p. 39. 
(34) JIMENEZ DE ASUA, op. cit.,p. 203. 
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Esta Escuela tiene su origen en los estudios del médico hebreo 
de origen español César Lombroso quien, al analizar las carac­
terísticas de los dementes y los delincuentes, para señalar -­
sus diferencias, encontr6 sorprendentemente notables semejan-­
zas. Los experimentos y observaciones obtenidos de estos est~ 
dios, fueron plasmados por Lombroso en la obra "El hombre ---­
delincuente." (35) Gracias a sus investigaciones, César Lombr~ 
so est' considerado como el creador de la Antropología Crimi-­
nal. 

El propio Lombroso, junto con Enrique Ferri y Rafael Gar6falo­
conforman las tres grandes figuras del positivismo. Ferri fue­
abogado y autor del libro "Sociología Criminal"; Gar6falo, por 
su parte, es reputado como el jurista de la trilogía. 

El positivismo jurídico se desarro116 en tres vertientes, se-­
gún informan los autores. La primera de ellas es la tendencia 
antropol6gica, resultado, fundamentalmente, de los esfuerzos -
de Lombroso. Esta corriente recarga el acen~o en el factor -­
end6geno, esto es, la anormalidad del delito es resultado de -
aspectos bio16gicos. La vertiente segunda considera, a dif~ 
rencia de la anterior, que dicha anormalidad es producto de -­
fen6menos sociol6gicos y físicos, constituyendo la tendencia -
sociol6gica. Finalmente, existe una moderna concepci6n biol6-
gico-social o biol6gico-criminal que constituiría, en Última -
instancia, la Criminología, como ciencia de síntesis. (36) 

Los caracteres de esta Escuela son: (37) 

l. Método experimental 
2. Delito como fen6meno natural y social 
3. Responsabilidad social 
4. La pena como medio de defensa social y no como castigo 

(35) Ibídem, pp. 48 y ss. 
(36) Ibidem, p. 51. 
(37) PORTE PETIT, op. cit., p. 4Z. 



El maestro Castellanos Tena, a su vez, anota ocho "notas comu·­
nes del positivismo penal": (38) 

l. El punto de mira de la justicia penal es el delincuente 
z. Método experimental 
3. Negaci6n del libre albedrío 
4. Determinismo de la conducta humana 
S. El delito como fen6meno natural y social 
6. Responsabilidad social 
7. Sanci6n proporcional al estado peligroso 
B. Importa mis la prevenci6n que la represi6n de los deli· 

tos. 

Saltan.a la vista las diferencias entre las Escuelas Clisica y­

Positiva. Para la primera: el método es jurídico; el delito, • 
ente también jurídico; la responsabilidad surge del libre albe· 
drío y la pena es un mal, un castigo. Los positivistas, en ca~ 

bio, plantean estos cuatro a~ectos al revés: método experimen-­
tal, esto es, el propio de las ciencias naturales; el delito es 
un fen6meno natural, y no, por tanto, un "ente jurídico"; no -­
existe el libre albedrío, al contrario, la conducta humana está 
determinada y, en consecuencia, el delito es un fen6meno natu-­
ral y social que genera responsabilidad social y, por Último, -
la pena no es un mal o un castigo, sino un medio de defensa so­
cial. 

De la Escuela Positiva, el profesor Porte Petit formula los si· 
guientes comentarios: 

l. Del positivismo no queda nada 
z. El nombre de Escuela Positiva proviene del método expe­

rimental que emplea y no del sistema filos6fico comtis­
ta. 

(38) CASTELLANOS, op. cit., p.66. 
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3. La Escuela nace en contraposici6n a las ideas que la -
antecedieron. 

4, La Escuela constituy6 la base científica fundamental • 
del C6digo de 1929 (denominado C6digo Almaraz), si bien 
estuvo restringido por las disposiciones constituciona 
les. (39) 

Jiménez de Asúa, a su vezytras señalar los resultados negati-­
vos generados por esta corriente jurídica,. le concedidos ven­
tajas: 

l. Al atacar el formalismo excesivo de las normas jurídi­
cas, propició que éstas se llenaran de realidad, si -­
·bien ttha sido la Política criminal y no la Escuela --­
Positiva quien ha adaptado esos hechos a la posibili-· 
dad jurídica; pero su observaci6n corresponde a la Cri 
minología." ( 40) 

2. Mérito particular de Lombroso fue la creaci6n de la -­
ciencia causal-explicativa que "el día que no hagamos­
valoraciones -desvalorizaciones, más bien- sobre la -­
conducta criminal, reemplazará al Derecho punitivo." 
(41) El_putor se refiere a la Criminología. 

C. Otras escuelas. 

Como ya se afirm6, las Escuelas Clásica y Positiva han sido -­
las principales, si bien na las Gnicas, y a ellas se refieren­
de manera destacada los autores. De otras también dan noti--­
cia, ya eclécticas o de novedad en sus concepciones: teoría -­
correcionalista, positivismo crítico •cuya variedad italiana • 
se denomin6 Terza Scuola, según Jiménez de Asúa-, neoclasicis­
mo, política criminal, dogm4tica, etcétera, 

(39) PORTE PETIT, op. cit., pp. 40 a 45. 
(40) JIMENEZ DE ASUA, op. cit., p. 57. 
(41) Ibídem, p. 58. 



1.8. 

Resta dar respuesta a una pregunta: ¿qué importancia revisten­
en la actualidad para el Derecho Penal las escuelas penales? 

Sobre esto, Jiménez de As6a asevera que "las Escuelas penales­
pertenecen al pretérito. El antiguo esplendor polémico ha pl~ 
gado sus alas. Hoy, ni aun en Italia se debate ya en nombre ~ 

del positivismo o de la direcci6n clásica." (42) A este autor­
le preocupa, más que las escuelas, el moderno conflicto entre­
el Derecho penal liberal (al que dieran inicio Beccaria, Ho--­
ward y Marat) y el autoritario, imperante -y ya s6lo historia­
en la Alemania nacional-socialista y la Italia del Duce, pero­
Derecho vigente en la Uni6n Soviética y tal vez en otros paí-­
ses de tendencias políticas similares a las de este 6ltimo. 

Sin demérito de los anteriores comentarios, se considera valí~ 
so el conocimiento de las Escuelas penales puesto que nuestro­
Derecho vigente, el C6digo Penal de 1931, "contiene principios 
de la Escuela Clásica y Positiva." (43) 

III. Métodos para analizar el delito 

A. Concepto de método 

Para llevar a cabo el estudio científico del delito, se preci­
sa de la utilizaci6n de un método, esto es, un mecanismo o he­
rramienta que permita conocer al ente objeto de análisis. 

El vocablo método, originado en la voz griega meta-hod6s, está 
definido por el Diccionario Larousse Manual como el "procedi-­
miento racional para llegar al conocimiento de la verdad y en­
señarla." 

(42) lbidem, p. 68. 
(43) PORTE PETIT, op. Cit., p. 46. 



Según el maestro Jimé ez de Asúa "método es la serie ordenada­
de los medios con los que el hombre busca la verdad, y tiene -
que estar adaptado a ~a ciencia que investig.a." (44) ·Para efe_s 
tos de analizar el de~ito, es m~directa la definici6n propor-

1 • .'·,,· • 

cionada por Grispigni~ transcrita por el doctor Porte Petit: 
''la serie ordenada dei los medios por los cuales ·se llega al co 
nacimiento profundo dtl contenido de las normas jurídicas.'' 
(45) 

B. Clases.de métodos 

Anota Jiménez de Asúa\que existen tres métodos de análisis, a-
saber: ! 

1, Jurídico, que afirma que el Derecho ha de poseer un mé 
todo jurídico, esto es, 16gico-abstracto. Es critica­
do por el aut r citado "no s61o porque hablar de méto­
do 16gico se resta a confusiones, sino también porque 

· el contenido el Derecho es muy vario y no puede escla 
recerse con esla metodología." (46) Por su parte, el --=­
profesor Porte\ Petit afirma que "el método que se siga 
con relaci6n ~ las diversas ramas del Derecho, debe -­
ser el mismo, ~n raz6n de la propia naturaleza de di-­
chas materias ~urídicas, y es, indudablemente el méto­
do j urldico," ¡e 4 7) 

2. Experimental, según el cual el Derecho puede ser estu­
diado como laslCiencias naturales. Ya se afirm6 en el 
inciso anterio que este método es resultado de los 
esfuerzos de l~ Escuela Positiva. 

3. Teleol6gico, q~e se fundamenta en la idea de que si el 
1 

(44) JIMENEZ DE ASUA, 
(45) PORTE PETIT, op. 
(46) JIMENEZ DE ASUA, 
(47) PORTE PETIT, op. 

p. cit., p. 28. 
it., pp. 22 y 23. 
p. cit., p. 28. 
it., p. 22 •. 
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Derecho es una ciencia finalista, requiere un método te--­
leol6gico: ·~1 método teleol6gico averigua la funci6n para-· 
que Eué creada la Ley; explora la formaci6n teleol6gica -­
de los conceptos; esclarece el bien jurídico~ ~esentrafia-­

el tipo legal; se vale del método sistemático~ •te., etc., 
y con ello logra una correcta interpretaci6n de la Lex, 
descubriendo la voluntad de ésta ••• " (48) 

De los métodos seftalados, desechamos de entrada al experimental, 
puesto que, como ya se ha dicho,el Derecho es una ciencia de -­
cultura, una ciencia precisamente no experimental, por lo_que -
no puede sostenerse que el método que se siga para lograr su CE_ 

nacimiento revista el mismo carácter de "experimento". Se con­
cluye, entonces, que el método debe ser distinto al experimen-­
tal. 

Por lo que hace a los otros dos, el jurídico y el teleol6gico,­
no es posible negar que la naturaleza jurídica .del Derecho con­
duzca a aceptar al método del mismo nombre como el propio para­
llegar a su co~ocimiento. Sin embargo, debe tenerse;presente -
que, en. tanto ciencia cultural,. el principio· y el· fin:-cÍeL Dere­
cho ~s el hombre' esto es' se trata de una ciend~ ·firiailsta o­
tele~l6gica cuyo. objeto es la. conduC.ta ·humana desde l.~·:'Pe'rspcc­
tiva del "deber ser". 

Se concluye~ por tanto. que el métod~ ad~cuad·~ ·P~:r~· 'ei; aflálisis 
del Derecho·~i.el'~urídico o 16~ico-abst~~c~~~, 

•• ·. ¡, 

.... · 

Pero, :por .. 10 qu_e respecta al estudio del delito, que es tan s6-
lo una parte ~~l Derecho Penal, se presenta ~n prb~le~a es~ecí­
fico al que sé deberá dar· respuesta. 

(48) JIMENEZ DE ASUA, op. cit., p. 29. 
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Se afirm6 que el delito es un fen6meno antisocial compuesto de 
elementos de esencia, y que su estudio requería precisir cuán­
tos y cuáles elementos esenciales conforman el delito., Sin -­
embargo, los tratadistas están en desacuerdo en laant~r'ior --­
afirmaci6n, puesto que hay quien considera que el ,delitO es un 
todo indivisible, un ente que no permite escision~s.~ 

Las anteriores aseveraciones llevan a los estudiosos de esta -
disciplina jurídica a agrupar el análisis del delito desde -
dos perspectivas, a las que denominan teorías, a saber: a) Te~ 

ría unitaria o totalizadora, y b) Teoría analítica o atomizadora. 

a) Con relaci6n a la teoría unitaria, que es, al parecer, la-. 
que ha contado con menos seguidores, Antolisei, transcrito por 
el doctor Porte Petit, asienta que "el delito es un todo orgá­
nico; es una especie de bloque monolítico, el cual puede pre-­
sentar aspectos diversos, pero no es en algún modo fracciona-­
ble" ; por tanto, su "verdadera esencia, la realidad del deli­
to no e~tá en cada uno de sus componentes del mismo y tampoco­
en su suma, sino en el todo y en su intrínseca unidad: s6lo -­
mirando el delito bajo este perfil, es posible comprender su -
verdadero significado." (49) 

b) En cambio, la teoría analítica o atomizadora intenta, a tr! 
vés del aná~isis del delito, conocer sus elementos de verdade­
ra esencia, aquellos sin los cuales el delito no es tal. Es -
este punto de donde han suriido múltiples polémicas, puesto -­
que los autor~s no se han puesto de acuerdo sobre el número de 
partes esenciales del delito. Las controversias han dado lu-­
gar a que se hable de concepciones sobre el delito con diver-­
sos "cortes" (de tomé= corte, en griego): bit6mica, trit6mica, 
tetrat6mica, pentat6mica, hexat6mica y heptat6mica. Esto es,­
el delito puede ser dividido en dos, tres, cuatro y hasta sie-

(49) PORTE PETIT, op. cit., p. 241. 
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te partes, las que constituyen los elementos de aquél. 

Es necesario hacer menci6n que la teoría analítica es el resul­
tado de la concepci6n dogmática del delito, que equivale a la -
denominada noci6n jurídico sustancial del mismo, a la. que ya -­
se hizo menci6n en el inciso I de este Capítulo. Lo anterior -
significa que, a través del estudio dogmático del Derecho Pe--­
nal, los tratadistas desentrafian o interpretan las normas puni­
tivas, construyen la instituci6n jurídica denominada delito y - · 
la reducen a sistema, lo que conforma, de hecho, los momentos -
del método jurídico. (SO) 

Desde la perspectiva analítica, por tanto,el delito está confo! 
mado por distintos elementos fundamentales o de esencia. Estos 
son, en nmnero, desde dos hasta siete, dependiendo de las con-­
cepciones que los autores tengan a este respecto. 

Una concepci6n bit6mica, por ejemplo, se encuentra en la defini 
ci6n que proporciona el artículo 7o. del C6digo Penal vigente: 
"Delito es el acto u omisi6n que sancionan las leyes penales." 
Se observa que son elementos del delito, según la ley, un acto­
u omisi6n, esto es, una conducta humana, por un lado, y una sa~ 
ci6n que la propia ley señale, por el otro, que significa pena­
lidad. 

La teoría más elaborada, en cambio, fija que el delito está --­
compuesto por siete elementos: actividad, tipicidad, antijuri-­
cidad, imputabilidad, culpabilidad, condicionalidad objetiva y­
punibilidad. Esta teoría heptat6mica la sostiene, entre otros, 
el profesor Jiménez de Asúa y es calificada como la más comple­
ta, para efectos del estudio del delito. En México es defendi­
da principalmente por Porte Petit. 

(SO) Ibidem, p. 23, 
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Entre las dos anteriores, los especialistas exponen otras teo­
rías en las que incluyen diversos elementos del delito. Así, 
por ejemplo, el profesor alemán Ernesto Beling afirma que el -
delito es una "acci6n típica antijurídica, culpable, sometida­
ª una adecuada sanci6n penal y que llena las condiciones obje­
tivas de penalidad." Sobre esta definici6n, al desgranar sus­
elementos, Jiménez de Asi1a afirma que "de aquel concepto se -­
deduce que para ser delito un acto r.ecesita reunir estos requi 
sitos: acci6n descripta objetivamente en la ley, es decir, ti­
picidad; contraria al derecho, esto es, que exista antijurici­
dad; dolosa o culposa, es decir~ que medie culpabilidad; san-­
cionada con una pena, o sea, que tenga fijada una penalidad; y 

que se den las condiciones objetivas de punibilidad." (51) 

Mezger, también profesor tudesco, al describir al delito como­
acci6n típicamente antijurídica y culpable, ~firma que la tipi 
cidad y la antijuricidad son elementos unidos, por lo que las­
partes ·esenciales del delito se reducen, segi1n este autor, --­
frente a las consideradas por Beling. (52) 

Por su parte, el maestro Castellanos Tena asienta en México -­
que delito es la conducta t!pica, antijurídica y culpable; por 
lo tanto, su concepci6n analítica del delito reduce los elerne~ 
tos de éste a los cuatro que proporciona en su definici6n: --­
conducta, ti"picidad, antijuricidad y culpabilidad, (53) Este -
tratadista, a fin de justificar el por qué rechaza la imputabi 
lidad, la condicionalidad objetiva y la punibilidad, dice: "··· 
la imputabilidad es un presupuesto de la culpabilidad, o si se 
quiere, del delito, pero no un elemento del mismo. En el deli 
to se observa una rebeld!a del hombre contra el Derecho legis­
lado; tal oposici6n presenta dos aspectos: el objetivo y el -­
subjetivo. La oposici6n objetiva es llamada antijuridicidad,-

(51) JIMENEZ DE ASUA, op. cit., p. 206. 
(52) Cfr. JIMENEZ DE ASUA, op. cit., p. 206, 
(53) CASTELLANOS TENA, op. cit., p. 132. 
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porque el hecho, en su fase externa, tangible, pugna con el --­
orden jurídico positivo. El antagonismo subjetivo o culpabili­
dad ••• consiste en la rebeldía anímica del sujeto." (S4) Caste­
llanos es seguidor de la denominada teoría causalista de la co~ 
ducta, y es por ello por lo que considera que el delito posee -
un elemento objetivo y, separado de él, en la culpabilidad, el­
subjetivo. Sobre esta teoría se harán consideraciones más ade­
lante. 

Al disertar sobre la condicionalidad objetiva, sostiene que --­
"las condiciones objetivas de punibilidad (cuya naturaleza aún­
no ha sido satisfactoriamente precisada) tampoco constituyen, -
en nuestro criterio, elementos esenciales del delito; s6lo por­
excepci6ti son exigidas por el legi~lador como condiciones para­
la imposici6n de la pena." (SS) Luego, por ser excepcionales o­
circunstanciales, no pueaen ser esenciales. 

Por Último "la punibilidad, merecimiento de una pena, no adqui~ 
re el rango de elemento esencial del delito, porque la pena se· 
merece en virtud de la naturaleza del comportamiento." (S6) --­

Por ello "una actividad (u omisi6n) humana es sancionada cuando 
se le califica como delito, pero no es delictuosa porque se le­
sancione penalmente." (S7) Para fortalecer su aserto, el autor­
en cita afirma que el erudito profesor mexicano Porte Petit so~ 
tiene ahora que la punibilidad no es elemento esencial del deli 
to, frente a su postura anterior contraria, en la cual sí agru­
paba a la punibilidad entre las demás partes esenciales del --­
injusto penal. 

Estas observaciones de Castellanos Tena, que también han sido -
planteadas en México por Villalobos, entre otros, fueron ya fo_! 
muladas por diversos autores alemanes después de la definici6n-

(54) Ibídem, p. 130. 
(SS) Ibidem, p. 132. 
(S6) Ibídem, p. 130. 
(S7) Loe. cit. 
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elaborada por Beling en 1906, y posteriormente por los auto--­
res italianos, españoles y latinoamericanos. 

En la actualidad, en la ciencia del Derecho Penal en general -
es dominante la opini6n de que el delito s6lo se estructura de 
tres elementos, que son: tipicidad, antijuricidad y culpabili­
dad; siendo ello válido tanto para el sistema causalista como­
para el finalista, habiendo, en cambio, diferencias notables -
en cuanto al concepto y al conteni<lo de cada uno de esos ele-­
mentes. Por lo que hace a la conducta, acci6n o hecho, que -
la doctrina mexicana lo considera como elemento esencial del -
delito ál igual que los otros, es también dominante la opini6n 
en la ciencia penal general de que ella constituye el concepto 
fundamental o básico de la estructura del delito, en torno al­
cual se dan los elementos o características que la convierten­
en delictiva. Su análisis, por ello, debe ser previo, ya que­
sin ella no hay delito. 

Para los efectos de este trabajo, de antemano queremos dejar -
por sentado que seguiremos la opini6n dominante, al considerar 
tres los elementos esenciales del delito y a la conducta o ·-­
acci6n como el concepto básico sobre el que descansa la estru~ 
tura del delito. El análisis del delito de intimidaci6n, en -
consecuencia, lo haremos en base a esta concepci6n, y en el -­
punto sigui~nte precisaremos el sistema a seguir. 

IV. Sistemas de análisis del delito 

Siguiendo el criterio analítico, e independientemente del núme 
ro de elementos que se acepten, para el análisis del delito -­
existen fundamentalmente dos sistemas, que se han perfecciona­
do durante el desarrollo de la dogmática jurídico-penal, que -
son: el sistema causalista y el sistema finalista, caracteriz! 
dos as! por partir, el primero, de un concepto causal de --··­
acci6n y, el segundo, de un concepto final de acci6n, como fu~ 

damento para la estructura del concepto de delito. Aun cuando 
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en el mundo jurídico mexicano es el sistema causalista el que­
más se ha desarrollado y, consecuentemente, el que más se si-­
gue por nuestra doctrina, es conveniente, para efecto de preci 
sar el sistema a seguir en el presente trabajo, hacer alguna -
referencia de sus razgos característicos. Conforme a las ela­
boraciones de Zaffaroni, los razgos que caracterizan a ambos -
sistemas se sintetizan en lo siguiente: 

A. Sistema causalista 

Como se ha dicho, este· sistema se caracteriza por partir de un 
concepto causal o naturalista de acci6n, y surge como tal des­
de fines del siglo pasado con Franz van Liszt, Radbruch y Be-­
ling, ·y desarrollado posteriormente sobre todo por Mezger. De­
ese concepto causal de acci6n, que se estructura s61o de ele-­
mentas objetivos o externos, se extraen diversas consecuencias 
que se manifiestan en toda la estructura del concepto de deli­
to. Por una parte, que todo lo objetivo corresponde a la antl 
juridicidad y todo lo subjetivo a la culpabilidad; el tipo, -­
por tanto, que es la descripci6n de la acci6n, también se es-­
tructura Únicamente de elementos objetivos, por lo que a la -
culpabilidad pertenecen el dolo y la culpa, siendo concebida -
desde un punto de vista puramente psicol6gico; surge así el -­
concepto psico16gico de culpabilidad. Posteriormente, se ---­
cuestionan estos conceptos: a la culpabilidad se le da un dif! 
rente contenido y se le concibe como un juicao de reproche --­
(1907), surgiendo así el concepto normativo de culpabilidad, y 

al tipo también se le agregan otros ingredientes, como son los 
elementos subjetivos y normativos (1915). En virtud de loan­
terior, 1a doctrina actual al hacer referencia al sistema caus! 
lista, habla por una parte de la teoría psicol6gica y, por --­
otra, de la teoría normativa de la culpabilidad, por los cont! 
nidos distintos que ésta tiene. Conforme a esto, las caracte­
rísticas del sistema causalista se pueden sintetizar como ---­
sigue: 
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a) Para los causalistas seguidores de la teoría psicol6gica: 

"1, Conducta, entendida como una voluntad exteriorizada en­
forma de puesta en marcha de la casualidad, 

11 2, Tipicidad, como prohibici6n de la causaci6n de un resul 
tado. 

"3. Antijuridicidad, entendida como contradicci6n entre la­
causaci6n del resultado y el orden jurídico. 

"4. Culpabilidad, entendida como relaci6n psicol6gica entre 
la conducta y el resultado en forma de dolo o culpa." 
(58) 

b) Para los causalistas afiliados a la teoría normativa: 

"l. Conducta, entendida como una voluntad exteriorizada en­
'forma de puesta en marcha de la causalidad. 

"2. Tipicidad, como prohibici6n de la causaci6n de un resul 
tado que eventualmente también toma ~n cuenta elementos 
subjetivos. (59) 

11 3. Antijuridicidad, entendida como contradicci6n entre la­
causaci6n del resultado y el orden jurídico. 

"4. Culpabilidad, entendida como reprochabilidad, pero con­
teniendo tambi6n al dolo y a la culpa." (60) 

(58) 

(59) 

(60) 

ZAFFARONI, Eugenio Raúl, Manual 'de Derecho Penal. Parte -
General, Buenos Aires, Argentina, Ed1ar Sociedad Añ'Oñima 
Editora, 1979, 2a. ed., p. 262. 
Si bien el autor incluye en la tipicidad s61o elementos -
subjetivos, deben anotarse también otros de caricter nor­
mativo. 
ZAFFARONI, op. cit. , p. 264. 



28. 

La comparaci6n entre las dos teorías en que se escinde la causa­
lista, muestra que tanto la conducta como la antijuridicidad no 
sufren variaci6n. Sin embargo, la tipicidad para los normati-­
vistas ya acepta elementos subjetivos y normativos y la culpabi 
lidad no es una relaci6n psicol6gica entre el acto y el resul-­
tado, sino un juicio de reproche. 

B. Sistema finalista 

A diferencia del sistema causalista, el finalista fundamenta el 
desarrollo de los elementos del delito en un concepto final de­
acci6n, sustentado en la idea de que "la voluntad no puede ser­
escindida de su contenido, es decir, de su finalidad, puesto -­
que toda conducta debe ser voluntaria y toda voluntad tiene un­
fin." (61) 

A partir de este concepto final de acci6n o conducta, los fina· 
listas señalan que ésta tiene dos fases: (62) 

l. Interna, que consiste en: 
- Proponerse un fin¡ 
- Seleccionar los medios para lograrlo; 
- Consideraci6n de los efectos que resulten. 

z. Externa, conformada por la puesta en marcha de los medios -­
seleccionados para lograr el fin propuesto. 

Resulta, así, que el concepto jurídico-penal de la conducta­
es, a la .vez, el que se da en la realidad, por lo que se ·-­
dice que, para esta corriente, la conducta es 6ntica y jurí­
dica-penalmente al mismo tiempo. 

Ahora bien, la adecuaci6n de la conducta a la descripci6n le--- · 

(61) 
(62) 

Loe. Cit. 
Cfr. ZAFFARúNC, Euffenio Ra6l. Acerca <lcl Conceeto Finalis­
ta de la ~onduct3 en La Teoría General del OQl1to, en Re-­
Víst:i"JüñJrca""Vera·cruzana, nOmeros 1 y r.-t!li!-;-vol. XXI\', 
~· 61. 
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gal conduce a la tipicidad. 

Pero esa adecuaci6n, que implica la realizaci6n de una conducta 
final, s6lo se da si la finalidad de la conducta es típica, es­
to es, si el sujeto se propuso una finalidad típica. A esta -­
finalidad típica se le denomina dolo. La culpa también es fi-­
nal, puesto que la conducta lo es, afirma el finalismo. 

En consecuencia de estas ideas, el dolo y la culpa son retira-­
das del elemento culpabilidad y se sitúan en el tipo. Pero, -­
¿qué queda en la culpabilidad? Los finalistas limitan el conte­
nido de ésta al juicio de reproche. 

Los elementos del delito, en conclusi6n, son los siguientes en­
el finalismo: (63) 

l. Conducta, entendida como un hacer voluntario final, 

2~ Tipicidad, como producci6n de conducta en fotma dolosa o 
culposa, además de que el tipo es objetivo y subjetivo. 

3, Antijuridicidad, entendida como contradicci6n de la con­
ducta prohibida con el orden jurídico. El conocimiento­
de la antijuricidad pertenece a la culpabilidad ·y no al­
dolo. 

4. Culpabilidad, entendida como reprochabilidad. 

Los anteriores y muchos otros aspectos surgen de la confronta­
ci6n entre las teorías citadas, las que se tratarán en el ter­
cer capítulo del trabajo, al tocar cada uno de los elementos -
del delito. 

(63)' Cfr. ZAFFARONI, Eugenio Ra61, Manual de Derecho Penal, Par­
te G<!lneral, Buenos Aires, Argentina; Ediar .:>oc1eéliiUAn6ñl-­
ma Eilitora, 1979, Za. ed., p. 264. VGas~, tambi~n del mismo 
autor, Acerca del Concepto Finalista d! 13 Conducta en 11 -
Teoría General del Delito, op, cit., pp. 59 a 67. -
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Con lo anotado hasta el momento, es obligado seleccionar un sis 
tema de análisis para el delito intimidaci6n. Por un~ parte, -
es evidente que aceptamos el método analítico para estudiar --­
científicamente el delito. Por otra, de entre las teorías o -­
sistemas del método analítico, como ya hemos dicho, nos parece­
la más correcta la denominada trit6mica, con los siguientes el~ 
mentos: tipicidad, antijuricidad y culpabilidad, tomando a la -
conducta como el concepto básico de la estructura. Por 6ltimo, 
de los sistemas causalista y finalista, recién expuestos con -­
exceso de brevedad, concebimos al 6ltimo, la Teoría de la Ac--­
ci6n Final, como aquélla que mejor explica científicamente el -
delito, 

Con fundamento en estas ideas, se ·intentará hacer un esfuerzo -
de análisis del tipo intimidaci6n, limitado seguramente por la­
inexperiencia y capacidades del autor del trabajo, pero, si 
bien en forma modesta, con rigor y honestidad intelectual. 



. . ·' . 

Qué debil es la base de/1i<virtud,; 

cuando s6lo se es bueno ',~or temor 

a la ley. 

Séneca 



CAPITULO SEGUNDO 

UBICACION SISTEMATICA DEL DELITO DE INTIMIDACION 

I. El delito de intimidación como un delito propio de servido­
res públicos. 

A. El servidor público y su responsabilidad. Concepto y antece­
dentes de su regulaci6n. 

El título de este segundo capítulo suma al concepto de delito,­
analizado en el capítulo anterior, el de servidor público. La­
revisi6n de los aspectos involucrados con esta Última idea es -
indispensable para ir conformando la estructura de la intimida­
ci6n, toda vez que este tipo se encuentra en el Capítulo Décimo 
del C6digo Penal: "Delitos cometidos por servidores públicos". 

La intimidaci6n es un tipo penal creado por Decreto del Poder -
Legislativo, publicado en el Diario Oficial de la Federaci6n el 
S de enero de 1983, el que, junto con las reformas a,l Título -­
Cuarto de la Constituci6n Política de los Estados Unidos Mexi-­
canos, la nueva Ley Federal de Responsabilidades de los Servi-­
dores Públicos y las reformas a los artículos 1916 y 2116 del -
Código Civil conforman el nuevo marco jurídico fundamental de -
la responsabilidad de los servidores públicos, promovido y sur­
gido de los esfuerzos políticos del actual Gobierno. 

Estos ordenamientos regulan las cuatro vertientes jurídicas de­
la responsabilidad de los servidores del pueblo. A ellas se 
hará referencia en el Inciso II de este Capítulo, En este I se 
precisará el concepto legal de servidor público. 
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Antes de analizar las categorías de servidores públicos que con· 
tiene nuestro Derecho, es conveniente indagar su origen que es, 
a la vez, la fuente real de esta responsabilidad. 

l. Origen de la reciente normatividad sobre responsabilfdades. 
' · .. · ... ; .. ',~;:./".~~;º,·· ' 

Como resultado de causas diversas que no es el prop6sit~·-,fe_vi·­
sar ahora, en 198 2 las condiciones econ6micas, polí ticÚ.:y\so- -
ciales prevalecientes en el país hab~an llegado a uha'si~~aci6n 
crítica, que obligaba a tomar acciones inmediatas p~ra m~niener 
la ya precaria estabilidad social. 

A trav6s de los foros de consulta en la campaña presidencial -~ 

del actual Titular del Ejecutivo Federal, el pueblo manifest6 · 
innumerables críticas, problemas, inconformidades, necesidades· 
insatisfechas, esperanzas en un cambio, anhelos de justiciai en 
fin, el deseo de una mejor sociedad y, por ende, un mejor gobie! 
no, En contrapartida, el entonces candidato a la Presidencia · 
ofreci6', a manera de respuesta de síntesis a los reclamos soci!_. 
les, conducir su gobierno sustentando su actividad en siete --­
postulados políticos básicos: Nacionalismo Revolucionario; Dem~ 
cratizaci6n Integral; Sociedad Igualitaria; Renovaci6n Moral; -
Descentralizaci6n de la Vida Nacional; Desarrollo, Empleo y --­

Combate a la Inflaci6n y Planeaci6n Democrática. (1) Con funda· 
mento en estos principios políticos y dentro del marco jurídico 
que norma la actuaci6n de los gobernantes, se intentan alcanzar 
los siguientes objetivos, durante el período 1982·1988: (2) 

(1) 

(2) 

a) Conservar y fortalecer las instituciones democráticas, 

b) Vencer la crisis. 

c) Recuperar la capacidad de crecimiento. 

Cfr. Plan Nacional de Desarrollo, Poder Ejecutivo Federal.­
Secretaria de Programación y Presupuesto, M6xico, Talleres-. 
Gráficos de la Naci6n, 1983, la. ed,, pp. 20 y 21, 
Cfr. Ibidem, p. 12. 
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d) Iniciar los cambios cualitativos que requiere el país en 
sus estructuras econ6micas, politicas y sociales. 

Paia,la satisfacci6n de los objetivos propuestos, el Presiden­
te, ·al· acceder al poder, sustent6 en dos acciones b'sicas los­
cimientos de su quehacer político: puso en marcha un prograrna­
inmediato de reordenaci6n econ6mica y promovi6 las reformas -­
constitucionales y legales que resultaban pertinentes, Estas­
vertientes conforman la instrurnentaci6n de la.plataforma elec­
toral, esto es, de los siete postulados políticos ya menciona­
dos, y, a la vez, el fundamento de la estrategia de .cambio es­
tructural. 

Medianté la reforma jurídica inme~iata (3) se modificaron, a -
trav's de diversos decretos, el Título Cuarto y los artículos-
22, 73, 76, 94, 97, 127, 134, 4o., 21, 16, 25, 26; 27~ 28 y --

115 constitucionales. Adicionalmente, se expidief6n.1ii Le--­
yes de Planeaci6n y Federal de Responsabilidades de.los Servi­
dores Públicos y se modificaron el C6digo Penal, la Ley 'org,n_! 
ca de la Adrninistraci6n Pública Federal, el C6digo Civil y la~ 
Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Est~do, entre­
otros ordenamientos. 

Resulta, as!, que la legislaci6n vigente sobre responsabilida-

(3) La denominamos inmediata para distinguirla de la que fue -
resultado de la Consulta Nacional sobre Adrninistraci6n de­
Justicia y Seguridad Pública. Esta Última fue ordenada 
por el Presidente Constitucional el lo. de diciembre de --
1982, en su discurso de Torna de Posesi6n, al Procurador -­
General de la República. Se llev6 a cabo a través de con­
sultas populares de las que surgieron, finalmente, diez -­
iniciativas. La reforma jurídica producto de la Consulta­
Nacional se inscribe en el Sistema Nacional de Planeaci6n­
Democr,tica y en el Plan Nacional de Desarrollo, ambos re­
gulados por la Ley de Planeaci6n, reglamentaria del art!cu 
lo 26 constitucional que fue, a su vez, modificado por --~ 
decreto publicado en el Diario Oficial de la Federaci6n de 
3 de febrero de 1983. Se concluye que la reforma de la -­
Consulta Nacional es resultado de la reforma jurídica "in­
mediata". 
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des es reflejo de los postulados o princi~ios políticos que --­
guían las acciones del actual gobierno. De eritre aqu6llos, des 
taca el de.Renovaci6n Moral porque fundamenta y justifica las:­
reformas jurídicas en materia de servidores pdbii¿os. 

Se entiende por Renovaci6n Moral, siguiendo las ideas del Plan­
Nacional de· Desarrollo, (4) un postulado político fundamental -
sustentado en el Derecho, que induce, convoca a todos los mexi­
canos, destacadamente a los servitlures públicos, a ratificar -­
con su conducta el reconocimiento de la supremacía del inter6s­
nacional frente a cualquier inter6s particular, y así, al con-­
firmar cada individuo y cada grupo social su responsabilidad -­
ante el bien general de la Naci6n, asumamos nuestros respecti-­
vos deberes y obligaciones, con fortalecida conciencia cívica. 

De este concepto eminentemente político, el mismo Plan señala -
(5) que para el Gobierno, su cxpresi6n pr4ctica se expresa en -
tres vertientes: 

a) Perfeccionamiento de los sistemas de administraci6n de -­
. los >rec~rs,os.del Estado; 

.. 
b) Mejdr' r~iü{'adi6h:.de lii.s responsabilidades de los servi--

cl ºtes":~~~:~:~,~~.~';':,::~. . ·•· . . 
· .. ·.· ... · :·.~;;'..<:::;::;:].~.Ih.·, .:(:,, • .... · · ... 

c) For.talecfíni'e'rit°'':de ·los mecanismos de control .Y ·V'igilan--

Es en e:
1

~u~~t~f Jtf~{~;~~;:~:
6

::.n NaCioRal de Desmallo seña-
la como. rü1:ás ~hligdd:Ú :a seguir. ·u objetivos a cumplir por el -
prop~o-Gobi~~~o:p~ra hacer re~lidad el prop6sito de Renovaci6n­
Moral1 d.onde se encuentra el fundamento político o metajuddico 

(4) Cfr. Pod~r ¿jecutivo Federal. Secr~taría de Programaci6n , 
Presupuesto, op. cit., p. 42 •. 

(5) Loe •. cit. 



que dio pie a la expedici6n de la nueva regulaci6n jurídica so­
bre las responsabilidades de los servidores públicos, 

Una vez analizado el origen de la normatividad sobre las respo~ 
sabilidades de quienes sirven al pueblo, procede precisar el -­
concepto de servidor público señalado por la ley. 

2. Concepto legal de servidor público. 

Prescribe el artículo 108 de la Constituci6n Federal que "Para­
los efectos de las responsabilidades a que alude este Título se 
.reputarán como servidores públicos a los representantes de ele~ 

ci6n popular, a los miembros de los poderes Judicial Federal y· 
Judicial del Distrito Federal, a los funcionarios y empleados,­
y, en general a toda persona que desempeñe un empleo, cargo o • 
comisi6n de cualquier naturaleza en la Administraci6n Pública -
Federal o en el Distrito Federal, quienes serán responsables 
por los actos u omisiones en que incurran en el desempeño de -­
sus respectivas funciones." 

Se deduce que este artículo determina cinco categorías de servi 
dores públicos, para efectos de sus responsabilidades, y son: 

a) Representantes de elecci6n popular; 
b) Miembros del Poder Judicial Federal; 
c) Miem6ros del Poder Judicial del Distrito Federal; 
d) Funcionarios y empleados, tanto del orden federal como··· 

distrital; 
e) En general, toda persona que desempeñe un empleo, cargo· 

o comisi6n de cualquier naturaleza en la Administraci6n­
... Pública. Federal o en el Distrito Federal. 

A continuaci6n se intentará precisar el alcance del precepto •• 
constitucional de referencia. 

36. 
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a) La interpretaci6n literal del primer tipo de servidores p6-
blicos, obligad.a a incluir en el concepto "representantes de -
elecci6n popular" al Presidente de la Rep6blica r a los diputa­
dos y senadores al Congreso de la Uni6n, a nivel federal, en -­
primer lugar (articulos81, 51 y 56, respectivamente, de la---­
Constituci6n Federal); en segundo término, a los gobernadores -
de los Estados y a los diputados locales, en el nivel estatal -
(artículo 115, fracci6n VIII del mismo ordenamiento)~ y, final­
mente, a los presidentes municipales, regidores y sindicos de -
los ayuntamientos, quienes también son representantes de elec-­
ci6n popular (articulo 115, fracci6n I constitucional). Pero,­
¿fue ése el prop6sito de legislador? Conviene indagar la proce­
dencia de la norma: la Iniciativa presidencial, por lo que hace 
a este párrafo, rezaba: "Toda persona que desempei'ie un empleo,­
cargo o cornisi6n, de cualquier naturaleza, en la Adrninistraci6n 
PGblica Federal o en la del Distrito Federal, en el Congreso de 
la Uni6n o en los Poderes Judici~l Federal y Judicial del Dis-­
trito Federal, se reputar' corno servidor pdblico federal r ser' 
responsable por los actos u omisiones en que incurra en el de-­
sernpei'io de su empleo, cargo o cornisi6n." (6) 

Se observa que en la Iniciativa no se incluí~n a rn's represen-­
tantes de elecci6n popular que a los federales. 

Ahora bien, ¿por qué motivos se rnodific6 el párrafo transcrito­
de la Iniciat~va? Correspondi6 ser C'mara de Origen a la de Se­
nadores, y fueron las Comisiones Unidas Primera de Puntos Cons­
titucionales, Segunda de Gobernaci6n, Primera de Justicia y ---

(6) LII Legislatura. Cámara de Diputados del Congreso de la -­
Uni6ri~ Proceso Legislativo de la Iniciativa Presidencial -­
de reformas f adiciones al Titulo cuarto que comprende 1os­
art!cuios de 168 al 114; as! como los artlculos 22 73 --­
fracc16n VI hase 4a. 6 74 fracc16n Vf 76 fracci6n Vtf, 94, 
97, 127 y 134 de la onst1tuc16n Po !tica de los Estados -­
Unidos Mexicanos, co1ecc16n Documentos, Talleres Graficos -
de la cámara de Diputados del Congreso de la Uni6n, s.f., -
pp. 23 y 24. 
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Primera Secci6n de Estudios Legislativos las que formularon el­
Dictamen y Proyecto de Decreto, en donde ya se encuentra redac­
tado el precepto en cuesti6n en los términos en que finalmente­
apareci6 publicado en el Diario Oficial de la Federaci6n. (7) 

En el dictamen de referencia se aclara que "las comisiones uni­
das que suscriben estimaron necesario que, respetando el princ! 
pio de igualdad en la responsabilidad y espíritu de la iniciat! 
va, se precisara que los representantes de elecci6n popular e -
integrantes de los Poderes Judicial Federal y Judicial del Dis­
trito Federal, únicamente fuesen reputados como servidores pú-­
blicos para los efectos del Título Cuarto. 

"En efecto, con la modificaci6n que se introduce en el primer -
párrafo del artículo 108 se eluden controversias de orden ---­
te6rico, respecto a la categoría jurídica de los representantes 
populares e integrantes de los Poderes Judiciales y, al propio­
tiempo, se mantiene el espíritu de la Iniciativa conservando la 
denominaci6n de servidores públicos, con los alcances ya desta­
cados anteriormente." (8) 

Por lo que hace a la discusi6n en lo general y en lo particular 
del artículo 108 en la Cámara colegisladora, la de Diputados, -
no hubo objeci6n de los representantes populares que tocara es­
te aspecto específico. (9) 

Se concluye que las razones de los legisladores para modificar­
la definici6n o categorizaci6n de servidores públicos fueron -­
las de hacer patente que los representantes de elecci6n popular 
y los integrantes de los Poderes Judiciales Federal y <lel Dis-­
tri to Federal son servidores públicos, pero solamente para los­
efectos de sus responsabilidades. En resumen: no amplía, ni --

(7) Ibídem, p. 3q. 
(8) Ibidem, pp. 35 y 36. 
(9) Ibídem, pp. 55 a 77. 
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pretendi6 hacerlo, el concepto de servidor público originalmen­
te contenido en el texto de la Iniciativa, referido solamerit~ a 
servidores públicos federales. . 

Por lo expuesto, se estima que la interpretaci6n de la fr~se 
"representantes de elecci6n popular" que contiene el párrafo 
primero del artículo 108 constitucional deberá ser en el 'senti­
do de representantes federales de elecci6n popular, esto es: ~­

Presidente de la República y Diput~dos y Senadores al Congreso 
de la Unión. 

b) Por lo que hace a los miembros del Poder Judicial Federal -
surge otro problema de interpretaci6n. Se desprende de la Ini· 
ciativa, transcrita en lo conducente, que se incluía al hablar­
de este poder, a "toda persona que desempefie un empleo, cargo -
o comisión" en él. Pero, al ser modificado el párrafo y preci­
sar que son servidore.s públicos "los miembros del Poder Ju.di·-­
cial Federal", podría af~rmarsc que quedan fuera del concepto -
toda persona que no sea ministro, magistrado, juez o miembro -­
del Jurado Popular Federal, puesto que, en rigor, este poder -
se integra con estas categorías de funcionarios. (10) 

Respecto de este punto, el ~ictamen de la Cámara de Senadores -
asevera que fue modificado el concepto en cuesti6n para eludir­
controvers i~s de orden te6rico, respecto a la categoría jurídi­
ca de los integrantes de este Poder, p~ro tampoco nos precisa -
qué se entiende por dichos integrantes. 

Sin embargo, el texto original del párrafo que alude al Poder -
Judicial Federal, así como el espíritu y la letra de la Exposi­
ci6n de Motivos adjunta a la Iniciativa, que en <li~ersos párra-­
fos alude a "servidor público" o "todo servidor público", sin -

(10) Cfr. El trabajo del maestro René González de la Vega Jil -
Régimen de Responsabilidades de los Servidores Públicos -
en 11:\Juevo Uerecho Constitucional Mexicano", Mexico ,"íat'to­
ria l Porrúa, S.A., 1983, pp. 391 a 413. 
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hacer distingos, conduce a afirmar que por "miembros del Poder­
Judicial" es correcto interpretar no solamente a los ministros­
de la Suprema Corte de Justicia, los magistrados de los Tribun! 
les Colegiados y Unitarios de Circuito, los Jueces de Distrito­
y el Jurado Popular Federal quienes conforman, en estricto aná­
lisis, dicho Poder, sino a toda persona que integre sus recur­
sos humanos. En apoyo a lo anterior están, además, los artícu­
los 94, párrafo cuarto, de la Constituci6n Federal, y los ----­
artículos lo, 2o, 60, 30, lo. bis (correspondiente al Capítulo­
III bis), 37, 53, 90 y 91 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
de la Federaci6n. 

c) Con respecto a la tercera categoría de servidores p6blicos­
señalada ·en el artículo 108 constitucional: miembros del Poder-­
Judicial del Distrito Federal, se considera que le son aplica-­
bles las afirmaciones anotadas para el punto inmediato anterior, 
con excepci6n, obvia, de que la Ley aplicable para el caso es -
la Orgánica de los Tribunales de Justicia del Fuero ComGn del -

·Distrito Federal. 

d) El cuarto tipo de servidores pdblicos, seg6n la Constitu--­
ci6n, es el de "funcionarios y empleados". Visto de primera -
intenci6n, esta categoría de servidor p6blico no parece embonar 
cabalmente entre el resto de aquéllas. 

En efecto, una de las modificaciones de mayor trascendencia, -
además, la más evidente, que es la del cambio del nombre del -
Título Cuarto de la Constituci6n de "De las responsabilidades-
de los funcionarios pdblicos" por el de "De las responsabilid!!_ 
des de los servidores pdblicos", surge de la necesidad de "es­
tablecer la naturaleza del servicio a la sociedad que comporta 
su empleo, cargo o comisi6n 11

, afirm6 la Exposici6n de Motivos-
de esta Iniciativa. Los propios senadores manifestaron al res 
pecto, en forma clara y categ6rica, que "se abandona, por lo -
tanto, la designaci6n de funcionario, y se adopta la de servidor, 
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pues no es la funci6n lo que ha de distinguir a quien cumple·-­
cometidos institucionales de gobierno, sino precisamente el ser 
vicio a los demás. La funci6n lleva aparejada la idea de dis-­
tinci6n, prerrogativa y privilegio; mientras que el servicio -­
constituye el elemento toral de la solidaridad con que han de -
guiarse las conductas colectivas." (11) 

A pesar de lo anterior, la Constituci6n vuelve a señalar que -­
son servidores públicos, entre otros, los funcionarios y emple~ 

dos. Creemos que dentro de esta categoría tendría que incluir­
se a todas las personas que, por excepci6n, no se encuentran en 
el resto de los tipos previstos. Esto nos llevaría a concluir­
que dichos funcionarios y empleados son solamente los integran­
tes del Poder Legislativo Federal no electos popularmente, pué! 
to que los que forman parte del Poder Ejecutivo Federal se ---­
encuentran en la última parte en que hemos dividido al concepto 
de servidor público y los de los Poderes Judjciales en las ante 
riores. 

Podría también interpretarse que por "funcionarios y empleados" 
se entiende los servidores públicos de la Administraci6n Públi­
ca Federal y de la del Distrito Federal. (12) Sin embargo, hace! 
lo así dejaría fuera, automáticamente, a los miembros del Poder 
Legislativo Federal distintos de senadores y diputados. Pero,­
sobre todo, creemos que no puede interpretarse así el artículo­
constitucional en cuesti6n por la manera en que está redactado­
la que, según nosotros, diferencía o separa los "funcionarios -
y empleados" de "toda persona que desempeñe un empleo, cargo o­
comisi6n". 

e) La Última clase de servidores públicos que consagra la Car­
ta Magna es la de los integrantes de la "Administraci6n Pública 

(11) LII Legislatura. Cámara de Diputados, op. cit., p. 34. 
(12) Esta interpretaci6n es la aceptada por el maestro René 

González de la Vega. Ver referencia documental número 10. 
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Federal o en el Distrito Federal," 

Desde luego, p6r DÍs~rito Federal debe entenderse el Departamen­
to del Distrito Federal y no la entidad federativa. Pero cree-­
mes que el constituyente formul6 una distinci6n indebida entre -
Administraci6n Pública Federal y la del Distrito Federal, puesto 
que ésta, esto e~, el Departamento del Distrito Federal, forma -
parte de la primera (artículos 90 constitucional, y lo, Zo, So, -
26 y 44 de la Ley Orgánica de la Administraci6n Pública Federal). 

Dentro de esta categoría se encuentra toda persona que forme ·-· 
parte de los recursos humanos de la Administraci6n Pública Fede­
ral -incluyendo la del Distrito Federal-, sea centralizada o --­
paraestatal. 

Para efectos de las responsabilidades de servidores públicos, -­
el párrafo tercero del artículo constitucional que se ha venido­
comentando establece que ''los Gobernadores de los Estados, los -
Diputados a las Legislaturas Locales y los Magistrados de los-· 

Tribunales Superiores de Justicia Locales, serán responsables -­
por violaciones a esta Constituci6n y a las leyes federales, así 
como por el manejo indebido de fondos y recursos federales." 

Esto se complementa con la disposici6n del Último párrafo de --­
este. artículo 108: "las Constituciones de los Estados de la Re·· 
pública precisarán en los mismos términos del primer párrafo de­
este artículo y para los efectos de sus responsabilidades, el 
carácter de servidores públicos de quienes desempeñen empleo, -­
cargo o comisi6n en los Estados y en los Municipios." 

Las normas transcritas cubren, en el rango constitucional, los -
tres niveles de gobierno de nuestro régimen político: el fede--­
ral, el estatal y el mu~icipal. Adicionalmente, el artículo ---
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109, párrafo primero, sefiala la obligaci6n para los Congresos de 
la Uni6n y locales de expedir, den~ro de los ámbitos de sus res· 
pectivas competencias, las correspondientes ,leyes de r~sponsabi­
lidades. 

Para concluir el an,lisis del concepto legal de servidor ~Úbli-­
co, procede afirmar que por tal se entiende a toda persona que -
desempefie un empleo, cargo o comisi6n, de cualquier naturaleza,· 
en los tres poderes que conforman la Uni6n. Para afirmar lo --­
anterior, sin embargo,· es obligado interpretar un tanto forzada· 
mente el precepto constitucional correspondiente. 

Debe aclararse que la validez de la disposici6n examinada se en­
tiende sin menoscabo del espacio de valide~ personal de las nor· 
mas contenidas en la propia Carta Fundamental para los tipos de· 
responsabilidades en particular. 

B. Los tipos de responsabilidades de los servido~es públicos. · 

En el inciso anterior se precisó el concepto de servidor público 
que contiene nuestra Constitución. Procede en éste hacer men--­
ci6n a las responsabilidades de quienes tienen tal carácter, re­
sultantes de conductas surgidasde su actuación en tanto servido­
res públicos. 

La ley mexicana prescribe cuatro tipos de responsabilidades: po· 
lítica, administrativa, penal y civil. Las tres. primeras están­
reguladas en sus aspectos fundamentales por el Ti'tulo Cuarto de­
la Constituci6n Federal, cuya Ley reglamentaria~ la Fed~ral de ~ 

Responsabilidades, desarrolla las normas en las materias políti­
ca y administrativa. 

El estudio de las responsabilidades de los servid~res pÚb1icos • 
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despierta gran interés porque se interna en diversas ramas del­
Derecho: administrativa, constitucional, penal, civil, laboral, 
etc. Además, se presta a discusi6n y a interpretaci6n por la -
diversidad de ordenamientos que tocan el tema, eh paiticular en 
el ámbito administrativo. Se trata, en suma, de un tema polémi 
co y amplio del que, por necesidad de brevedad en este trabajo, 
se señalarán solamente los puntos de mayor interés. 

l. Responsabilidad política. 

Esta forma de responsabilidad se origina .en la necesidad de re­
primir o castigar a quienes ocupan cargos de alta trascendencia 
dentro de la estructura del poder institucionalizado mexicano,­
por la comisi6n de ciertas conductas de tipo político, mediante 
la imposici6n de sanciones del mismo carácter. 

Los sujetos a quienes puede exigírseles respondan de sus actos­
ante la sociedad por medio del juicio político los señala el -­
artícufo 110 constitucional: 

a) Nivel Federal: 
- En el Poder Legislativo Federal: Senadores y Diputados­

al Congreso de la Uni6n. 

- En el Poder Judicial Federal: Ministros de la S~prema -
Corte de Justicia de la Naci6n, Magistrados de Circuito 
y Jueces de Distrito, 

- En el Poder Ejecutivo Federal: Secretarios de Despacho, 
Jefes de Departamento Administrativo, Jefe del Departa­
mento del Distrito Federal, Procurador General de la -
República, Procurador General de Justicia del Distrito­
Federal, Directores Generales o equivalentes de: orga-­
nismos descentralizados, empresas de participaci6n ----
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estatal mayoritaria, s~ciedades o asociaciones asimila­
das a estas Últimas y fideicomisos púÚicos; .~ . 

•...••.. . / ;. '•; ;,~.;1-;';'·~%'.-i¡:, ';:;:~ :, ;.:1,.;. j. ! > . / . . ' 
- En_e~}Poder'·J:f(~.i.c~~~F·~eFDi.s~~ito Federal:. Magistrados­

·. y Juecés del·'Fi.i'efo\'común~ 'del r,Distrito Federal. 
''· '> .. · .. ,.: . ,·>· ."' .... - " . , ... 1.· . 

b) Nivel 13Statal: 

- Poder·Ejecutiv6: Gobernadores de los Estados. 
- Poder Legislativo: Diputados Locales. 
• Poder Judicial: Magistrados de los Tribunales Superio-­

res de Justicia Locales. 

Es de destacarse que la iniciativa .presidencial no hacía refe-­
rencia a servidores públicos estatales, ni contenía todos los -
federales recién transcritos, (13) si bien, por otra parte, pe!. 
mitía que la ley secundaria ampliara esta categorizaci6n. 

Resulta obvio que el constituyente permanente quiso imprimir 
mayor vigor a la determinaci6n de quienes, a nivel federal, pu~ 
den ser sujetos de juicio político, al precisar todas las cate­
gorías de servidores públicos que lo son y, paralelamente, eli· 
minar la posibilidad de una diversificaci6n mayor a través de · 
la ley secundaria. 

Por lo que hace a la inserci6n d~ servidores públicos estatales 
como posibles sujetos de juicio,p~~{tico, las comisiones del -­
Senado analizadoras de la Iniciativa.afirman en su dictamen: -­
",,.estas comisiones unidas estimaron de particular importancia, 
incluir a los gobernadores de los Estados, diputados locales y· 

magistrados de los Tribunales locales, como sujetos.de juicio · 
político, pero deslindando, con especial cuidado, que Únicamen-

(13) La iniciativa presidencial señalaba como sujetos de juicio 
político solamente a: senadores y diputados al Congreso de 
la Uni6n, ministros de la Suprema Corte de Justicia de la­
Naci6n, Secretarios de Despacho, Jefes de Departamento Ad· 
ministrativo, Jefe del Departamento del Distrito Federal, 
Procuradores General de la República y General de Justicia 
del Distrito Federal. LII Legislatura Cámara de Diputados, 
op. cit., p. ZS. 
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te podrán ser sometidos a tales juicios por violaciones graves 
a la Constituci6n General de la República, a las leyes federa­
les y por el manejo indebido de fondos y recursos federales." 
(14) 

En caso de comprobarse responsabilidad a un servidor público -
estatal, la decisi6n de la Cámara de Sentencia -Senadores- se­
limitará a una declaraci6n que "se comunicará a las legislatu­
ras locales para que en ejercicio de sus atribuciones procedan 
como corresponda". 

Por lo que hace a la naturaleza de la responsabilidad política, 
se trata de actos u omisiones que .redunden en perjuicio de los 
interes~s públicos fundamentales o de su buen despacho (artíc~ 
lo 109, fracci6n I constitucional). 

Ahora bien, ¿en qué consisten esos actos u omisiones? 

La Ley Federal de Responsabilidades proporciona la respuesta -
en su artículo 7o.: "Redundan en perjuicio de los intereses -­
públicos fundamentales y de su buen despacho: 

I. El ataque a las instituciones democráticas; 

II. El ataque a la forma de gobierno republicano, repre-­
sentativo, federal; 

III. Las violaciones graves y sistemáticas a las garantías 
individuales y sociales¡ 

IV. El ataque a la libertad de sufragio; 

V. La usurpaci6n de atribuciones; 

(14) Ibidem, p. 36. 
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VI. Cualquier infracci6n a la Constituci6n o a las leyes -
federales cuando cause perjuicios graves a la Federa-­
ci6n, a uno o varios Estados de la misma o de la sacie 
dad, o motive algGn trastorno en el funcionamiento de­
las instituciones; 

VII. Las omisiones de carácter grave, en los términos de la 
fracci6n anterior; y 

VIII. Las violaciones sistemáticas o graves a los planes, -­
programas y presupuestos de la Administraci6n PGblica­
Federal o del Distrito Federal y a las leyes que deter 
minen el manejo de los recursos econ6micos federales y 

del Distrito Federal." 

El mismo precepto señala q~e no procede el juicio político par­
la mera expresi6n de ideas, en iguales términos a la Constitu-­
ci6n, artículo 109, fracci6n I, párrafo segundo. 

Por lo que hace al procedimiento aplicable, las riormas que lo -
regulan conforman el Capítulo II del Título Segundo de la Ley -
de Responsabilidades. 

El juicio político se desarrolla primero ante la Cámara de Dip~ 
tados, que interviene con cáracter de Órgano acusador, y luego­
frente a la de Senadores, erigida en jurado de Sentencia. 

En cada una de las Cámaras del Congreso de la Unión se estable­
cerá una Comisión para sustanciar el procedimiento político. -­
Además, dentro de cada una de estas comisiones, se crearán, con 
cuatro de sus miembros, sendas Secciones: Instructora en la --­
Cámara de Diputados y de Enjuiciamiento en el Senado. 

El procedimiento cuenta con un período probatorio, de 30 días -
naturales, que puede ser ampliado por la Secci6n Intructora; --
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~sta practicar§ todas las diligencias necesarias para la compro­
baci6n de la conducta o hecho materia de la denuncia, estable--­
ciendo las caracter!sticas y circunstancias del caso y precisan­
do la intervenci6n que haya tenido el servidor p6blico denuncia­
do. Sigue la etapa de "vista" y luego otra de alegatos. 

Concluido este Último período, la Secci6n Instructora presenta-·­
r§ sus conclusiones que deberán fundarse en las constancias del­
procedimiento. Mediante un análisis claro y metódico de la con­
ducta o hechos imputables, formulará las consideraciones jurídi­
cas procedentes para justificar las conclusiones. 

La Cámara de Diputados, erigida en órgano de acusación, conoce-­
rá en sesión convocada al efecto de las constancias procediment! 
les y de las conclusiones de la Sección Instructora. Ante aqu~­
lla se presentarán y alegarán lo que a sus intereses convenga -­
el denunciante y el encausado. Finalmente, la Cámara discutirá­
y votará las conclusiones. 

Prescribe la Ley de Responsabilidades que las resoluciones de -­
la Cámara de Diputados podrán ser en dos sentidos: 

a) No procede la acusaci6n. En este caso, el encausado conti 
nuará en el ejercicio de su cargo. 

b) Procede acusar al presunto responsable ante la Cámara de -
Senadores. En este supuesto, la de Dipu.tados designará - -
una comisión de tres de sus miembros para que sostenga la­
acusación ante el Senado. Aquí, continúa el procedimiento 
en la Sección de Enjuiciamiento. Ante ésta se presenta--­
rán las partes (Comisión de Diputados, acusado y su defen­
sor) y formularán por escrito alegatos. 

Concluida la etapa de alegatos, la Sección de Enjuiciamiento 

presentará sus conclusiones, proponiendo la .sanción que a su 
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juicio deba imponerse, fundándolas en la ley. La Última fase -
del procedimiento se desarrolla ante la Cámara de Senadores. En 
sesi6n convocada ex profeso, escuchará a las partes, discutirá­
y votará las conclusiones. Finalmente, el Presidente de este -
cuerpo colegiado hará la declaratoria que corresponda. 

Aclara el artículo 24 de la Ley que la resoluci6n, en caso de -
servidores públicos no federales, tendrá Únicamente efectos --­
declarativos y se comunicará a la legislatura local respectiva, 
para que en ejercicio de sus atribuciones proceda como corres-­
ponda. 

Las sanciones imponibles en el juicio político se reducen a: -­
destituci6n e inhabilitaci6n para desempefiar funciones, empleos, 
cargos o comisiones de cualquier naturaleza en el servicio pú-­
blico (artículo 110 de la Constituci6n)¡ La Ley,reglamentaria­
limita el período máximo de inhabilitaci6n a veinté aftos, sin -
ser menor a uno. 

2. Responsabilidad administrativa. 

Al igual que la responsabilidad política, la administ~ativa en­
cuentra su fundamento en el Título Cuarto de la Constituci6n y­
se reglamenta por la Ley Federal de Responsabilidades de los -­
Servidores Públicos. 

Los sujetos a quienes es dable exigirles responsabilidad admi-­
nistrativa son todos los que conforman las tres ramas del poder 
federal, así como los Gobernadores de los Estados, los Diputa-­
dos a las legislaturas locales y los Magistrados de los Tribun! 
les Superiores de Justicia Locales; estos 6ltimos -servidores-­
públicos locales- s6lo si violan la Constituci6n y leyes fede-­
rales, o si manejan indebidamente fondos y recursos federales -
(artículo 108 constitucional). 

El tema de la naturaleza de la responsabilidad administrativa • 



se regula, en primer término, por los preceptos constituciona-­
les 109, ·fracci6n III y 113, al hacer referencia a los siguien-
tes aspetfos :1: '· J 

. ,··/:-1/i 

l. En e~ primero de los mencionados, se precisa la naturale­
z~.de la responsabilidad administrativa, y se trata de -­
actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, --­
lealtad, imparcialidad y eficiencia que los se'rvidores -­
públicos deben observar en el desempeño de sus empleos, -
cargos o comisiones. 

2. El artículo 113 prescribe que en ley secundaria se deter­
minar4 la salvaguarda de los principios señalados: legal! 
dad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia, a tr~ 
vés de la determinaci6n de obligaciones a cargo de los -­
servidores públicos. 

Toca, pues, a la Ley de Responsabilidades fijar un c6digo de -­
conducta de los servidores públicos, cuyo incumplimiento genera 
responsabilidad administrativa. Lo hace en las 22 fracciones -
que conforman su artículo 47. 

La regula~i6n de obligaciones para los servidores públicos con~ 
tituye un gran acierto legislativo al colmar un vacío legal. La 
propia Iniciativa presidencial señal6 que" ..• hay una laguna -
legislativa respecto a las obligaciones que debe seguir todo -­
servidor público frente a la sociedad y el Estado, así como --­
respecto a las responsabilidades por su incumplimiento y las -­
sanciones y los procedimientos administrativos para aplicar---­
las," (15) 

Cuando un servidor público incurre en actos u omisiones que im­
plican violaci6n al c6digo de conducta o a cualquier otra norma 

(15) LII Legislatura. C6mara de Diputados del Congreso de la -
Uni6n, Proceso ~egislativo de la Iniciativa Presidencial -
de Ley Federal e Rcsponsab1lidades de los Servidores Pu-­
blicos, Colecci6n Documentos, Talleres Gr5ficos de la Cam! 
ra de Diputados del Congreso de la Uni6n, 1983. p. 8. 

so. 
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queprescriba el nacimiento de responsabilidad administrativa, d! 
ber& ser presentada una queja o denuncia ante una uniUad especí-. 
fica para recibirlas, a cuya creaci6n obliga la Ley en toda de-­
pendencia o entidad federal, incluso en los Poderes Legislativo­
y Judicial Federal. 

Dispone el artículo 50 que todo servidor público debe respetar-­
el derecho de quejarse o denunciar. Esta obligaci6n está rdbus­
tecida al señalar que "Incurre en responsabilidad el servidor -­
público que por sí o por interp6sita persona, utilizando cual--­
quier medio, inhiba al quejoso pora evitar la formulaci6n o pre­
sentaci6n de quejas y denuncias, o que con motivo de ello reali­
cen cualquier conducta injusta u omita una justa y debida que -­
lesione los intereses de quien los formulen o presenten." 

Es evidente la similitud entre esta causal de responsabilidad 
administrativa y la descripci6n legal del delito de intimidaci6n 
que contiene el artículo 219 del C6digo Penal. 

Las normas procedimentales aplicables las contiene el Capítulo -
II del Título Tercero de la Ley de Responsabilidades. Son parti 
cularmente importantes los artícu~s 64 y 65. Se interpreta de -...• ~ 
su lectura que el proceso administrativo de responsabilidades es 
un juicio verdaderamente breve, sumarísimo. 

Se inicia, como ya fue señalado, con una queja o denuncia. Con­
base en ella, se celebrará una audiencia a cuya conclusi6n o --­
dentro de los tres días hábiles siguientes la Contraloría Inter­
na o la Secretaría de la Contralor!a General de la Federaci6n, -
según sea el caso, procederá a resolver sobre la inexistencia de 
responsabilidad o imponiendo al infractor las sanciones adminis­
trativas correspondientes. 

El artículo 53 señala las sanciones: apercibimiento privado o --
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público, amonestaci6n privada o pública, suspensi6n, destitu-­
ci6n del puesto, sanci6n econ6mica e inhabilitaci6n. Aquel -­
artículo y los subsecuentes determinan criterios para la apli­
caci6n de las penas. 

Encontramos una excluyente de responsabilidad en el artículo -
63 de la Ley: si los hechos no revisten gravedad ni constitu-­
yen delito, lo ameritan los antecedentes y circunstancias del­
infractor y el daño causado no excede de cien veces el salario 
mínimo diario vigente en el Distrito Federal, la autoridad --­
podrá abstenerse de sancionar al responsable. 

Como mecanismos de defensa del servidor público se establecen­
dos recursos: de impugnaci6n, ante el Tribunal Fiscal de la -­
Federaci6n, y de revocaci6n, ante la propia autoridad, 

3. Responsabilidad penal. 

Al inicio del presente inciso se asever6 que el fundamento de esta 
responsabilidad, por cuanto atañe a los servidores públicos, -
se ubica en la Constituci6n; su artículo 109, fracci6n II dis­
pone que: "La comisi6n de delitos por parte de cualquier servi 
dar público será perseguida y sancionada en los términos de la 
legislaci6n penal." 

La norma trascrita abre la puerta para entrar de lleno a las -
leyes penales, en particular al C6digo Penal para el Distrito­
Federal en materia de fuero común y para toda la República en­
materia de fuero federal. 

Esta materia configura el ámbito en el cual se inscribe el ti­
po de intimidaci6n, por ello se ha reservado un apartado, el -
Último de este Capítulo, para su análisis, por lo que no se 
formulan aquí comentarios y se ruega revisar el inciso II. 
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4. Responsabilidad civil. 

La actividad legislativa en torno a las responsabilidades de -­
los servidores públicos que ha tenido lugar durante la presen-­
te Administraci6n se limit6, por lo que hace a la civil, a re-­
formar la materia de la denominada responsabilidad moral. 

Sin embargo, la responsabilidad civil va m4s allá de la nacida­
por daño moral: "En el 4mbito del derecho civil la responsabil_!. 
dad ha sido considerada en dos vercientes: una, cuando ella se­
produce como consecuencia del incumplimiento de un contrato, y­

otra, cuando la producci6n de un daño se da sin que exista una­
previa relaci6n jurídica entre el autor del mismo y la persona­
dañada." (16) 

Esto significa que la responsabilidad civil debe verse, en pri~ 
cipio, como contractual -esto es, como resultante del incumpli­
miento de un contrato- o como extracontractual -cuando no exis­
te préviamente un contrato-, que surge por la comisi6n de he--­
chos ilícitos que no constituyen un delito. 

La primera vertiente " •.• consiste en la obligaci6n que tiene el 
incumplidor de indemnizar a su contraparte de los daños y per-­
juicios que se le hubieren causado." (17) 

La indemniiaci6n consiste en el pago de una cantidad equivalen­
te a la suma de los daños y los perjuicios que el acreedor per­
di6 o dej6 de percibir por el incumplimiento del deudor moroso. 

Por su parte, la responsabilidad civil que nace fuera de rela-­
ci6n contractual se presenta en los casos de los actos ilícitos 
que no conforman delito. A este respecto dispone el artículo -

(16) 

(17) 

BORJA MARTINEZ, Manuel, "La Responsabilidad Civil", Servi­
dores Públicos ~ sus nuevas responsabilidades, Serie-:-:::-:­
Praxis No. 60,6xico, Instituto Nacional de Administraci6n 
Pública, 1984, pp. 115 y 116. 
Ibidem, p. 116. 
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1910 del C6digo Civil: "El que obrando ilícitamente o contra las 
buenas costumbres cause daño a otro, esd obligado a repararlo a 
menos que demuestre que el daño se produjo como.co~secuencia 
de la culpa o negligencia inexcusable de la victima;"·· 

Debe hacerse una distinci6n entre ilícito penal e ilícito civil. 
Este tiene un campo de acci6n mayor que el primero toda vez que- · 
el penal se guía por las rigurosidades de la dogmática, esto es, 
el hecho o conducta requiere necesariamente adecuarse a .10 des-­
crito en la ley penal. En cambio, para configurarse un ilÍcito­
civil, deben darse tres elementos: (18) 

a) La existencia de un daño o de un perjuicio; 

b) La imputabilidad al deudor del daño o perjuicio causado; y 

e) La relaci6n de causalidad entre el acto ilícito y .el daño 
producido. 

En ocaslones, la comisi6n de un delito o ilícito penal da lugar­
ª la responsabilidad civil; si &sta es exigible al presunto res~ 
pensable, caso en el que tiene el carácter de pena pública, o si 
lo es a terceros, se exige su cumplimiento ante el propio juez -
penal de la causa. 

Sin embargo "··· la responsabilidad civil -regida por el C6digo­
Civil- se limita a los actos ilícitos no delictuosos, ya que --­
cuando el ilícito civil constituye al mismo tiempo un delito, -­
será aplicable la ley penal." (19) 

Al parejo de la responsabilidad civil señalada, el C6digo Civil­
regula la denominada responsabilidad objetiva que surge por la -
utilizaci6n de "mecanismos, instrumentos, aparatos o sustancias­
peligrosas por sí mismos, por la velocidad que desarrollen, por-

(18) Idem, p. 119. 
(19) Idem, p. 121. 
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su naturaleza explosiva o inflamable, por la energía de la co-­
rriente eléctrica que conduzcan o por otras causas análogas ••• " 
(C6digo Civil para el Distrito Federal, artículo 1913). 

Ahora bien, además de estas formas en que la responsabilidad 
civil se presenta -contractual y extracontractual- aquélla sur­
ge de la generaci6n de un daño patrimonial o bien de un dafio -­
que lesione los intereses o bienes de carácter moral de las peE 
senas. 

Puede decirse que la divisi6n de responsabilidad civil en con-­
tractual y extracontractual obedece a la manera en que aquélla­
se genera, y que, en cambio, al señalar que se trata de respon­
sabilidad civil patrimonial o por daño moral, se indica el ---­
resultado o interés lesionado. 

Es esta segunda categoría de responsabilidad civil, y, en par-­
ticular, la que produce un daño moral, la que fue objeto de re­
forma en diciembre de 1982, mediante un decreto por el que se -
modificaron los artículos 1916 y 2116 y se adicion6 el artículo 
1916 bis al C6digo Civil para el Distrito Federal en Materia -­
Común y para toda la República en Materia Federal (D.O. 31-XII-
82). 

El prop6sito fundamental de la reforma, expresada en la Inicia­
tiva correspondiente fue el de " ••• adecuar las normas relati--­
vas a la responsabilidad civil que produce el daño moral, por -
ser imprescindible la existencia de una vía accesible y expedi­
ta para resarcir los derechos cuando sean ilícitamente afecta-­
dos." (20) 

Este decreto hace referencia expresa a la responsabilidad ci---

(20) LII Legislatura. Cámara de Diputados del Congre~o de la -­
Uni6n, Proceso Legislativo de la Iniciativa Presidencial -
de reformas a los articules 1916 l 2116 del C6d1go Civil -

ara el Distrito Federal en materia comün ara toda la -
e~ ir.a en materia e era , o ecci n ocumentos, a e­

res Gr5f 1cos de la clmara de Diputados del Congreso de la­
Uni6n, 1983, p. 7. 
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vil de los servidores públic0s en el artículo 1916, párrafo segu~ 
do, que dispone la obligaci6n .del Estado y sus funcionarios de •• 
reparar·el daño moral conforme al artículo 1928 del t6digo Civil. 

El. propio artículo 1916 interpreta legalmente el concepto de da·· 
ño moral: "Por daño moral se entiende la afectaci6n que una pers~ 
na sufre en sus sentimientos, afectos, creencias, decoro, honor,­
reputaci6n, vida privada, configuraci6n y aspecto físicos, o bien 
en la consideraci6n que de sí misma tienen los demás." 

Al igual que el daño patrimonial, el moral será resarcido en din~ 
ro y con independencia de que se haya causado daño material algu-
no. 

Resta por decir que la responsabilidad civil de los servidores pQ 
blicos ·tanto contractual como extracontractual, la que genera un 
daño patrimonial o la que produce un daño moral- es ~olamente exi 
gible por terceros, puesto que la responsabilidad a cargo de los­
servidores públicos frente a la Administraci6n Pública se agota -
en las sanciones prescritas por la Ley Federal de Responsabilida­
des. Lo anterior se entiende en el caso de que no existan dispo· 
siciones en el ámbito del Derecho Administrativo ya que, de exis­
tir, éstas y no el derecho común, son las aplicables. (21) 

II. La intimidaci6n como generadora de responsabilidad penal 

A. La responsabilidad de los servidores públicos en la legisla--­
ci6n penal 

El prop6sito de este apartado es el de anotar los aspectos más g~ 
neral~s de la denominada responsabilidad penal. Resulta cierta-­
mente importante este género de responsabilidad de los servidores 

(21) BORJA MARTINEZ, op. cit., pp. 128 y 129. 
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públicos para el objetivo del presente trabajo, puesto que, como 
es sabido, el tipo penal de intimidaci6n se inserta en ella pre­
cisamente. 

Junto con la administrativa y la política, la responsabilidad -­
penal ha sido objeto de sustanciales reformas legislativas en el 
sexenio que transcurre, consecuencia de la concepci6n política-· 
de la renovaci6n moral. Por ella, los esfuerzos de los legisla­
dores han sido guiados a fin de concretar derecho vigente, ahora 
en la rama penal, adecuado a la también vigente realidad, que -­
obliga al legislador a buscar métodos de mayor eficacia y efi--­
ciencia, conducentes a sostener y mejorar la conducta de quienes 
al pueblo sirven. 

Concebido el Derecho como un instrumento de control social, a su 
modernizaci6n y actualizaci6n en la materia fueron dirigidos los 
trabajos para propiciar el mejoramiento de l~ moral social, su-­
brayadamente la pública. En un primer momento, en enero de 1983, 
el Título del C6digo Penal para el Distrito Federal en materia -
de fuero común y para toda la República en materia de fuero fe-­
deral que contiene los tipos de delitos cometidos por servido--­
res públicos fue ampliamente modificado. Un año m!s tarde, en--

. enero de 1984, también se toc6 el aspecto de los tipos que exi-­
gen para su configuraci6n la participaci6n de los servidores --­
públicos, pero ahora en la materia de "Delitos contra la admini.2_ 
traci6n de Justicia". Estos dos instrumentos normativos han si­
do las fuentes de la responsabilidad penal que se comenta. Vea­
mos en qué consiste ésta, 

El C6digo Represivo contiene en el Título Décimo del Libro Se--­
gundo los "Delitos cometidos por servidores públicos", y es un -
Título prácticamente nuevo: el catálogo de tipos fue ampliado -­
con cinco delitos, mientras que los existentes sufrieron modifi­
caciones. Lo anterior es resultado del Decreto publicado en el­
Diario Oficial de la Federaci6n el 5 de enero de 1983, co~ el -­
que inici6 su vida jurídica un orden normativo regulador de las­
conductas de los servidores públicos que deban ser castigadas --
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con mayor severidad por la sociedad. 

Al Decreto anotado se suma otro, publicado el 13 de enero de ---
1984 •. Este Último configur6 la transformaci6n más profunda que­
haya sufrido el Código Penal vigente desde su expedici6n. A re­
sultas de la Consulta Nacional sobre Administración de Justi---­
cia, (22) múltiples cambios al C6digo Punitivo fueron propuestos. 
Entre muchos otros aspectos, interesan aquí las reformas al Tít~ 
lo Décimoprimero que contiene los delitos cometidos contra la ad 
ministraci6n de justicia; destaca el artículo 225 reservado a -­
aquéllos en los que el sujeto activo es solamente un servidor -­
público, en los distintos niveles del sistema de justicia penal. 

Ambos Trtulos son, pues, el receptácul'J de las normas sustanti-­
vas sobre la responsabilidad penal de los servidores públicos. 

Los tipos penales que contienen son: Título Décimo: "Ejercicio -
indebido de servicio público" (capítulo II, artículo 214); "Abu­
so de autoridad" (capítulo III, artículo 215); "Coalici6n de --­
servidores públicos" (capítulo IV, artículo 216); "U:.>o indebido­
de atribuciones y facultades" (capítulo V, artículo 217); "Conc~ 
si6n 11 (capítulo VI, artículo 218); "Intimidación" (capítulo VII, 
artículo 219); "Ejercicio abusivo de funciones" (capítulo VIII,­
artículo 220); "Tráfico de influencia" (capítulo IX, artículo --
221); "Cohecho" (capítulo X, artículo 222); "Peculado" (capítulo 
XII, artículo 223); "Enriquecimiento ilícito" (capítulo XIII, -­

artículo 224). Título Décimoprimero: "Delitos cometidos por los 
servidores públicos" (capítulo I, artículo 225). 

De entre estos tipos penales, son nuevos los de: "Uso indebido -
de atribuciones y facultades", 11 Intimidaci6n11

, "Ejercicio abusi­
vo de funciones", "Tráfico de influencia" y "Enriquecimiento· - -­
il!tico". 

(22) Ver nota a pie de ~ágina número 3. 
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Para explicar el porqué la ley penal mexicana es hoy más severa­
con los servidores públicos que la infringen, debe recordarse lo 
que ya fue dicho en relaci6n 'con la renovaci6n moral. Si ésta -
es una actitud que se refleja en las conductas de los mexicanos, 
actitud y conducta de aceptaci6n de los intereses públicos, pa-­
trios, nacionales, y de convencimiento de la supremacía de estos 
valores frente a los de grupo o individuales, la actuaci6n de -­
los servidores públicos debe ser, a este respecto, ejemplar. Ah~ 
ra bien, si no es así, si -por el con~rario- no tan solo no se -
reconoce el sitio supremo de los valores de toda la Naci6n, sin~ 
que hasta se lesionan o socavan por quienes son detentadores --­
del poder, depositarios de la confianza pública, protectores de­
los mismos intereses públicos que con su reprochable conducta -.­
daftan, deben, por ello, ser acreedores a un castigo acorde con -
la gravedad de su conducta. Cierto es que las penas impuestas a 
través de la aplicaci6n del Derecho Represivo conforman, en sí -
mismas, un dafto, y es por ello que esta rama jurídica es el ins­
trumento de control social aplicable en Última instancia, s6lo -
cuando otros no han sido suficientes para reprimir conductas anti 
sociales. Pero, es obvio que cuando se requiere escoger entre -
dos males, conviene la prevalencia del menor y es claro, tam---­
bién, que la pena que sufre un particular -que, además, ha sido­
prevista por la propia sociedad en la Ley y, por ende, conocida­
por el infractor antes de violar la norma y ser merecedor a la -
pena- es un mal de consecuencias de gravedad menor frente al que 
sufre la sociedad por la lesi6n de los intereses comunes. 

Es necesario subrayar que el Derecho Penal no es el medio apro-­
piado para lograr la vigencia de la renovaci6n moral. Como se -
ha dicho, esta rama jurídica configura una herramienta de con--­
trol social cuya aplicaci6n conviene ejercitarse s6lo en tanto -
otras han fallado. Estas otras sí son instrumentos apropiados -
para impulsar la renovaci6n moral. Puede hablarse aquí de las -
actividades del Estado dirigidas a proporcionar servicios públi­
cos, de fomento y regulaci6n econ6mica, de desarrollo social, en 
fin, tareas estatales cuyo prop6sito sea el bienestar, la seguri 
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dad y la paz sociales. Si éstas.se violentan transgrediendo no! 
mas de cumplimiento obligatorio -jurídicas-, s6lo si se trata de 
normas de carácter penal, se actúa por esta vía, mas no es posi­
ble intervenir si se trata de otro tipo de violaciones jurídicas. 
(23) 

Por otro lado, las modernas tendencias penol6gicas no se funda-­
mentan en la idea de castigo o expiaci6n o penitencia (de donde­
surge el nombre de penitenciaría), sino en la concepci6n de reh~ 

bilitaci6n o resocializaci6n del infractor. Los esfuerzos del -
Estado van, hoy, dirigidos a la rehabilitaci6n de quien viola -­
las normas que la sociedad, a través del Derecho, hace obligato­
rias para todos sus miembros. (24) 

Pues bien, con base en las ideas anteriores, el Estado decidi6-­
legislar para reprimir con firmeza las conductas de los servido­
res públicos que daftaran gravemente sus valores, tipificando --­
aquéllas que, a su juicio, merecen ser punidas. 

A este respecto, aclara la Iniciativa de reformas al C6digo Pe-­
nal en la materia que "tipifica como delito las conductas públi­
cas ilícitas que ostensiblemente se han desarrollado durante el-

(23) 

(24) 

Cfr., a este respecto, el discurso pronunciado por el doc-­
tor Sergio García Ramírez, Procurador General de la Repúbli 
ca, ante el Senado de la República, el 27 de diciembre de~ 
1982, con motivo de las iniciativas de reformas en materia­
de responsabilidades de servidores públicos. 
La política de reforma penitenciaria en este sentido se ini 
cia precisamente a partir de la década de los setentas, ha~ 
biéndose reformado el artículo 18 de la Constituci6n Políti 
ca, creando la Ley de Normas Mínimas para Sentenciados y re 
formando el Derecho Penal Sustantivo o Procesal; política~ 
desarrollada fundamentalmente por los esfuerzos del doctor­
Sergio García Ramírez. Cfr., al respecto, entre otras, las­
siguientes obras de este autor: Justicia Penal Estudios, -­
México, Editorial Porrúa, S.A.,·1982; Derecho·Penal, Colec­
ción Introducción al Derecho Mexicano, Mex1co, Instituto -­
de Investigaciones Jurídicas de la UNAM, 1983; La prisi6n, 
México, Fondo de Cultura Econ6mica y UNAM, 1975. 
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Último medio siglo y que la Ley ha ignorado". (25) 

Más adelante agrega: "Las sanciones propuestas en esta iniciati­
va, contemplan de manera fundamental la naturaleza de aquellos -
valores que se pretenden proteger, considerando la infracci6n -­
delictuosa de las obligaciones de los servidores públicos, en -­
funci6n de los intereses y valores sociales superiores que están 
bajo su tutela, como son: la honradez en el manejo de los recur­
sos del pueblo y el respeto incuestionable a la ley que debe 
prevalecer en la actividad de todo servidor público". (26) 

La protecci6n de los valores superiores que refiere la Iniciati­
va ha sido plasmada en la Ley Penal: se ampliaron los tipos exi~ 
tentes y se adicionaron algunos más; las penas de prisi6n son, -
tambi6n, mAs severas; el monto de las multas se adecúa al sala-­
ria mínimo diario vigente en el Distrito Federal en el momento -
de la ejecuci6n del delito, además, en su caso, se toma en cuen­
ta el beneficio logrado o perjuicio econ6mico causado, en fin, -
se intenta -como ya fue dicho- con estas reformas legales repri­
mir la corrupci6n de los servidores públicos. 

La creaci6n de tipos penales en la Ley no conduce, por sí sola, a 
aminorar o eliminar la corrupci6n; para lograrlo es indispensa-­
ble la intervenci6n oportuna y justa de quienes participan en la 
procuraci6n y administraci6n de justicia. Sin embargo, si las -
conductas corruptas son contenidas en nuestro ordenamiento penal 
se entrega en manos de la justicia una poderosa herramienta cuya 
utilizaci6n puntual, legal, segura colabora en buena medida a la 
desaparici6n de aquéllas. De todas maneras, no es posible negar 
que la expedici6n de estas leyes sí es un instrumento de preven­
ci6n del delito, una esperanza en mejores servidores públicos, 

(25) LII Legislatura. Cámara de Diputados del Congreso de la -­
Uni6n, Proceso Legislativo de la Iniciativa Presidencial de 
reformas al C6di o Penal ara el Distrito Federal en mate-

(26) 

ria e uero comun y eara to a a ep ica en materia 
fuero federal, Colecci6n Documentos, Talleres Gráficos 
Cámara de Diputados .del Congreso de la Uni6n, s.f., p. 
Ibidem, p. 9. 

e -
de la 
6. 
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B. El nuevo delito de intimidación 

La intimidación, como se ha dicho, no existía en el Código Penal. 
Su acuftación y vigencia no tienen lugar sino hasta en 1983. Sur· 
ge, pues, la pregunta : ¿por qué la conducta descrita en el tipo­
de intimidaci6n es hoy un delito? ¿qué ha hecho necesaria la ---­
puesta en marcha de la máquina penal, de esta instancia Última,·­
la más vigorosa y represora de cuantas el Estado dispone para --­
asegurar la pacífica convivencia de sus integrantes, a fin de que 
los servidores públicos permitan la libre presentaci6n de denun-­
cias, querellas, etc.? 

Con el prop6sito de intentar dar respuesta a las interrogantes -­
planteadas, conviene recordar lo que precisa el tipo de intimi--­
daci6n: 

'' Artículo 219. Comete el delito de intimidaci6n: 

I. El servidor público que por sí, o por interp6sita persona, -
utilizando la violencia física o moral, inhiba o intimide a­
cualquier persona para evitar que ésta o un tercero denun--­
cie, formule querella o aporte informaci6n relativa a la --­
presunta comisi6n de una conducta sancionada por la Legisla­
ción Penal o por la Ley Federal de Responsabilidades de los­
Servidores Públicos, y 

II. El servidor público que con motivo de la querella, denuncia 
o informaci6n a que hace referencia la fracci6n anterior, -
realice una conducta ilícita u omita una lícita debida que­
lesione los intereses de las personas que las presenten o -
aporten, o de algún tercero con quien dichas personas guar­
den algún vínculo familiar, de negocios o afectivo. 

Se ohserva que los hechos cuya lesi6n se castiga son aquéllos 
vinculados con la pr~cu~ación y administraci6n de justicia. Am­
bas fracciones hac~n rcf~rencia a denuncias y querellas, por un-
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lado, así como a informaci6n relacionada con delitos y faltas o­
conductas que generan responsabilidad política o admini~irativa­
de servidores públicos. 

La denuncia y la querella son los actos procedi'mentales -requisi_ 
tos de procedibilidad- con que se da inicio a la primera etapa -
del proceso penal. A partir de aquéllos la autoridad investiga­
dora: Ministerio Público federal o local, debe realizar las dili, 
gencias necesarias para integrar la ~veriguaci6n pr€via -cuerpo 
del delito y presunta responsabilidad-, la que, ert su caso, con­
signar' a la autoridad jurisdiccional para que ante &st~ se des! 
rrolle el procedimiento penal. Aquí estamos ante ~n problema de 
protecci6n de la debida administraci6n de justicia penal, y pue­
de concluirse que, a este respecto, la tipificaci6n de la con--­
ducta intimidatoria se sustenta en el interés de proteger el --­
bien jurídico administraci6n de justicia penal. 

El mismo valor jurídico subyace bajo la f6rrnula de "informaci6n­
relativa a la presunta comisi6n de una conducta sancionada por -
la Legislaci6n Penal o por la Ley Federal.de Responsabilidades -
de los Servidores Públicos", si bien se trata aquí de administra 
ci6n de justicia tanto penal corno administrativa y política. 

Puede decirse ya que la administraci6n de justicia pronta y exp! 
dita, tal como lo ordena la Constituci6n Política, ha requerido­
de la utilizaci6n de la fuerza del Derecho Penal para fortalecer 
y procurar su puntual cumplimiento. Vale decir aquí, nuevamen-­
te, que la sola tipificaci6n de conductas contrarias al interés­
de la justicia no es suficiente. Requiérense también esfuerzos 
en otros sentidos: capacitaci6n, mejores condiciones laborales,­
experiencia, vigilancia, supervisi6n, etc. 

La tipificaci6~ de la intimidaci6n, en opini6n del profesor ----
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Alvaro Bunster (27), responde a una pr~ctica com6n en la adminis 
traci6n p6blica mexicana. De . ser.:as!, . se espera que la amenaza: 
de una pena severa, la certeza· de s'~. aplicaci6n elimine o, por -
lo menos, aminore este obstácÜlo a' la correcta administraci6n de 
justicia. 

(27) BUNSTER, Alvaro. La Res,onsabilidad pen~l d~l servidor p6-
blico, en Las Responsabi 1aaaes de !os Serv1aores Publ1cos, 
MGx1co, Manuel Porr6a, S.A., 1984, p. 27. 
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CAPITULO TERCERO 

ANALISIS DOGMAT!co DEL DELITO DE INTIMIDACION 

Para el análisis sistematizado de cualquier delito, debe empezar­
se siempre con el de la conducta, que constituye el concepto fun­
damental o básico de la estructura del delito. Muchos autores -­
consideran que el primero de los cuatro elementos que conforman-­
el ente delito es la conducta. Aquí, en cambio, se afirma que se 
trata de un supuesto o presupuesto en el cual están fundamentados 
los demás elementos; en otros términos, que la conducta o acci6n· 
es el concepto fundamental o básico, respecto de la cual habrá -­
que afirmar los elementos o características que la convierten en­
del icti va, y que son la tipicidad, la antijuricidad y la culpabi­
lidad. Esto es, se requiere, en orden 16gico, que en principio -
exista una conducta -hacer o no hacer-; luego, que el comporta--­
miento (o parte de él) encuadre cabalmente en la descripci6n que­
en abstracto contiene la ley sobre tal conducta -que se denomina 
tipo·, llamándosele tipicidad a la correspondencia o acomodamien­
to preciso, con lo que tenemos ya una conducta típica; posterior­
mente, se requerirá qu~ la conducta típica vaya, además, en con-­
tra del orden jurídico, esto es, que sea contraria al Derecho, -­
que no se encuentre "perdonada" la conducta típica por la presen­
cia de una causa que justifique el típico proceder del autor de -
la ·misma, con lo que contamos ya con una conducta típica y anti-­
jurídica; finalmente, es indispensable que dicha conducta antiju­
rídica sea culpable; con la culpabilidad o reprochabilidad de tal 
proceder, se dan los tres elementos a que se ha hecho referencia: 
tipicidad, antijuridicidad y culpabilidad. 

En términos por demás llanos se explica así el contenido del deli 
to. Sin embargo, será necesario analizar, desmenuzar el signific! 
do preciso de cada uno de los conceptos anotados -hasta donde lo­
permi tan los prop6sitos de esta tesis- para, luego, aplicar el --



aspecto te6rico del delito a uno de ellos: la intimidaci6n. 

Vamos, pues, a intentarlo, acometiendo, en primer t6rmino, por 
lo que hace a la conducta. 

I. La conducta 

A. Concepto 

67. 

La conducta, como hemos dicho, conforma el pilar sobre el cual -
descansan los tres elementos esenciales dé que está compuesto el 
ente delito. Ya en el primer capítulo de este trabajo, menciona 
mos algunas de las definiciones que sobre el delito han generado 
los autores, incluyendo en ellas a fa conducta. A veces la den~ 
minan "acci6n", otras "acontecimiento", "acto" o "conducta". Tam 
bién se anota el concepto formal proporcionado por el C6digo 
Penal v~gente sobre el delito: "acto u omisi6n que sancionan las 
leyes penales", que le otorga al elemento conducta el nombre de­
"acto". Sobre la terminología correcta para designar a este pri_ 
mer elemento del delito, no hay acuerdo entre los autores. Mie~ 

tras que el maestro Castellanos Tena asienta que "nosotros pref!_ 
rimos el término conducta; dentro de él se puede incluir correc­
tamente tanto el hacer positivo como el negativo". (1) Jiménez­
de Asúa se inclina por el de ~ puesto que con él se "supone -
la existencia de un ser dotado de voluntad que lo ejecuta", di-­
ferenciándolo así del concepto de "hecho", con el que otros aut2_ 
res nombran este elemento del delito; po~ su parte, el maestro -
Porte anota la idea de "hecho" como la más descriptiva de este -
aspecto. Estos autores dan noticia, adicionalmente, de otros -­
más sostenedores de concepciones diversas. Para los efectos de­
este estudio, se acepta el término de conducta. 

Es tan destacada la relevancia de la conducta que algunos trata-

(1) CASTELLANOS, op. cit., p. 147. 
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distas afirman que no se trata de un elemento del delito, sino -
del supuesto, presupuesto, núcleo, base, en fin, la parte sobre­
la cual se construye aquel concepto. A este respecto nos dice -
Porte Petit que "con toda raz6n se le ha asignado a la conducta­
un importante y primario lugar, dentro de la teoría del delito. 
Battaglini afirma que la conducta constituye el nudo de la figu­
ra del delito. Maggiore y Ant6n Oneca, estiman que el concepto­
de acci6n es central. En fin, Berner considera que la conducta­
es como el esqueleto sobre el cual se configura el delito". (2) 
Grispigni, asienta el autor transcrito, dice que la conducta es­
el sustantivo al cual califican, como adjetivos, la antijurici-­
dad y la culpabilidad. Es natural esta posici6n central de la -
conducta puesto que si, en general, el.Derecho es conducta huma­
na sustentada en el deber ser, una pequeña parte de aquél: la -­
teoría del delito, descansa en esa misma idea, 

En relaci6n a esta primera categoría del delito, es conveniente­
señalar que en la doctrina penal en general se manejan fundame~ 
talmente tres diversos conceptos: causal, social y final de ac­
ci6n, cada uno de los cuales tiene una estructura determinada. 

l. El concepto causal de acci6n, que es el manejado por los au-­
tores con quienes se inicia el desarrollo de la dogmática jurí-­
dico penal ( Liszt, Beling, Radbruch, M:iyer, Mezger, e·tc. ) y 

por la casi generalidad de los autores mexicanos, considera a -~ 

la acci6n como un mero proceso causal en el que la voluntad, --­
si bien es ingrediente esencial de ella, s6lo tiene. la fun------

' ci6n de ser el factor desencadenante de ese proceso causal; ---­
de ahí que se le defina como un mero movimiento corporal volun-­
tario que produce un cambio en el mundo exterior, o bien ------­
como actividad o inactividad voluntarias que genera un cambio -­
en el mundo exterior. Así, por ejemplo, tenemos en México ----

(2) PORTE PETIT, op. cit., p. 288 
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las definiciones que dan Castellanos Tena y Porte Petit, quienes 
respectivamente señalan: el citado Porte Petit dice que " ... la­
conducta consiste en un hacer voluntario o en un no hacer volun­
tario o no voluntario (culpa)", (3) 

Castellanos Tena afirma: "la conducta es el comportamiento huma­
no voluntario, positivo o negativo, encaminado a un propósito". 
(4) 

En este mismo sentido, Jiménez de Asúa establece: " ••• manifesta­
ción de voluntad que, mediante acción, produce un cambio en el -
mundo exterior, o que por no hacer lo que se espera 'deja sin mu­
danza ese mundo externo cuya modificación se aguarda." (5) 

2. Por lo que hace al concepto social, que surgió inicialmente -
como una alternativa para subsanar los defectos del concepto cau 
sal de acción y abarcar tanto a la acción stricto sensu como a -
la omisión, lo que se hace resaltar como denominador común es la­
relevancia o el efecto que socialmente tienen la actividad o 
inactividad corporales, pero que no agrega hada a la estructura­
interna del concepto. (6) En la actualidad, son muchos los auto­
res que siguen este concepto, pero algunos se adhieren a la es-­
tructura que maneja el sistema causalista y otros a la que mane­
ja el finalista. 

3. Conforme al concepto final de acción, ésta es entendida como­
un todo compuesto tanto de elementos objetivos como subjeti-···· 
vos; ya no es entendida como un mero proceso causal ciego; ··--· 
sino como un proceso de sentido, en donde la voluntad no sólo ~­

es el factor causal o desencadenante del proceso, sino t~mbién • 
el factor de dirección de dicho proceso. En tal virtud, --·--­
el concepto de acción se estructura fundamentalmente de dos ----

(3) Ibidem, p. 295. 
(4) CASTELLANOS, op. cit., p. 149. 
(5) JIMENEZ DE ASUA, op. cit., p. 210. 
(6) Cfr. Zaffaroni, Eugenio Raúl, El 

en el Derecho Penal, en Revista 
y Z, Tomo XXV, 1974, 

to Social de Acción -
eracruzana, os. 1 
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ingredientes: causalidad y finalidad, este dltimo constituye el­
contenido .de la volunt~d que el concepto causal separa de la --­
acci6n j la ~bica.en la culpabilidad como dolo, Del concepto -­
final de acci6n, que segdn Welzel es el ''ejercicio de la activi­
dad finalista" (7), resultan importantes consecuencias que se -­
ma~ifiestan en toda la estructura del delito y que hacen surgir­
todo un si~tema de análisis diferente al sistema causalista, co­
mo se desprende de lo dicho en el primer capítulo de este traba-
jo. 

El 
el 
se 

concepto 
concepto 
haga del 

de acci6n que priva en la doctrina penal mexicana es 
causal de acci6n. En el desarrollo del análisis que 
delito que nos ocupa, iremos señalando los efectos de 

uno u otro concepto, 

Ahora bien, por lo que hace a las formas de realizaci6n de la -­
conducta, independientemente de cuál sea el concepto que se man! 
je, lo cierto es que la doctrina siempre ha considerado que ella 
puede manifestarse en dos formas: mediante un hacer o mediante­
un no hacer. Esto conduce a concluir que la conducta puede pro­
ducirse por acci6n y por omisi6n. Cada una de estas maneras tie 
ne, desde luego, características distintas. 

Así, en la acci6n se da una actividad o movimiento humano volun­
tario mediante el cual se modifica el mundo exterior, se produce 
un resultado. Sus elementos son: (8) a) manifestaci6n de volun­
tad, b) resultado y c) relaci6n de causalidad. 

En cambio, la omisi6n muestra dos clases: la omisi6n simple y la 
comisi6n por omisi6n u omisi6n impropia. De los delitos de omi­
si6n simple, nos dice el maestro Villalobos que"··· son aque--­
llos que consisten en no hacer algo que se debe hacer; vio-­
lan, por tanto, un mandato y constituyen un actuar humano ••• " (9) 

en 
(8) 
(9) 

WELZEL, Hans, Derecho Penal. Parte General, Buenos Aires, Ro 
que Depalma Editor, 1956, p. 39. Cfr. sobre esto, Zaffaroni~ 
Manual de D~rech~ Penal, op. cit., pp. 276 y ss. 
rotffrtiETIT, op. cit., pp. 300 y 301. 
VILLALOBOS, Ignacio, Derecho Penal Mexicano, M~xico, Edito-­
rial Porrda, S.A., 1983, 4a. ed,, p. 254. 
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Los elementos integrantes de la omisi6n simple, según Porte Pe­
tit, son: (10) a) voluntad o no voluntad (culpa); b) inactivi-­
dad o no hacer; c) deber jurídico .de obrar, y d) resultado. d.picO. 
Por lo que hace a los delitos de omisi6n impropia, se trata de~ 
la producci6n de"··· un resultado dpico y material por un no­
hacer voluntario o no voluntario (culpa)~ violando una norma -­
preceptiva (penal o de otra rama del derecho) y una norma prohi 
bi ti va". (11) El mismo autor proporciona los elementos de la c~ 
misi6n por omisi6n: (12) a) voluntad o no voluntad (culpa)¡ --­
b) inactividad¡ c) deber de obrar (una acci6n esperada y exigi­
da) y deber de abstenerse, y d) resultado iípico y material. 

En las tres formas de manifestarse la conducta se localizan: la. 
manifestaci6n de vol~~iad, si se trata de delitos intencionales 
o dolosos, o su ausencia, en el caso de los no intencionales, -
de imprudencia o culposos¡ luego, la violaci6n de un deber; po~ 
teriormente, la presencia de un resultado, y finalmente un nexo 
de causalidad entre el hacer o el no hacer y el resultado, 

Hay diferencias, desde luego, si se trata de delitos d' acci6n, 
de omisi6n o de comisi6n por omisi6n. 

En el primero de ellos,el deber que se incumple es el de abste­
nerse; la omisi6n simple, a su vez, se da cuando se viola un -­
deber de hacer, una norma preceptiva, mientras que en la omi--­
si6n impropia se han desobedecido tanto una disposici6n de ha-­
cer como otra de no hacer. En las dos Últimas se trata de una 
inactividad, mientras que en la acci6n se ejecuta un acto. 

Por cuanto hace al resultado, se habla de dos clases: típico y­
material. El primero lo encontramos en los tres casos puesto -
que se altera el mundo jurídico tras la violaci6n de la norma,-

(10) Cfr. Porte Pet1t, op, cit., p. 307. 
(11) PORTE PETIT, op, c i t., p. 311 •. 
(12) Cfr. Porte Petit, op. cit., ·p. ~12.· 
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ya preceptiva, ya dispositiva. El resultado material considera 
el cambio que la conducta ha producido en el mundo exterior y -

no se encuentra presente en los delitos de omisi6n simple, dán­
dose en ~stos únicamente el resultado típico. En conclusi6n, -
el resultado puede entenderse como"··· la mutaci6n jurídica o­
jurídica y material, producida por un hacer (acci6n) o un no -­
hacer (omisi6n)". (13) 

.Cl último aspecto de las maneras en qne se presenta la conducta 
es el nexo causal. A su análisis se han dedicado esfuerzos de­
muchos autores generando, por ende, diversas teorías. Jiménez­
de Asúa y Porte Petit le dedican sendos capítulos en sus obras 
"La ley y el delito" y "Apuntamientos de la Parte General de -:­
Derecho Penal"¡ en esta Última, el maestro Porte resume en cua­
dro sin6ptico la teoría de la causalidad, de cuya lectura se -­
deduce que, en términos generales, se divide en dos grandes --­
partes: la teoría generalizadora denominada teoría de la equiv! 
lencia de las condiciones, y teorías individualizadoras agrupa­
das con~orme a tres criterios: temporal, cuantitativos y cuali­
tativos. La de la equivalencia de las condiciones, cuyo autor­
es Von Burí, conforma la aceptada por mayor número de doctrini~ 
tas, por ser " ••• intachable desde el punto de vista 16gico¡ pe­
ro ha sido criticada en el campo netamente jur!dico, considerá~ 
dose indispensable restringirla en su aplicaci6n11

• (14) El pr~ 
pío Castellanos Tena ilustra sobre el significado de esta teo-­
ría: "Según esta tesis generalizadora, debida a Von Buri, tam-­
bién conocida como de la conditio sine qua non, todas las condl 
ciones productoras del resultado son equivalentes y por ende, -
todas son su causa. Antes de que una de las condiciones, sea -
cualquiera, se asocie a las demás, todas son ineficaces para la 
producci6n del resultado¡ éste surge por la suma de ellas¡ lue­
go cada una es causa de toda la consecuencia y por ende con ---

(13) PORTE PETIT, op. cit., p. 328. 
(14) CASTELLANOS, op. cit., p. 157. 
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respecto a ésta tienen el mismo valor". (15) 

La comprobaci6n de la relaci6n causal no puede conducir a la 
afirmaci6n de la existencia del delito. Para esto Último son -­
indispensables la totalidad de los elementos de esenciG que lo-­
conforman. El asunto de la causalidad de la acci6n no se en---­
cuentra en los delitos de omisi6n, según Castellanos, mientras-­
que Villalobos y Porte Petit opinan en contrario. 

Un aspecto de relevancia singular dentro dela conducta es el --­
del lugar y tiempo en que se realiza puesto que de su correcta-­
determinaci6n dependen cuestiones como la prescripci6n, la imp~­
tabilida.d, la retroactividad, la determinaci6n de la ley por --­
aplicarse, etc. Si bien nuestro C6digo Penal no reglamenta ---­
este aspecto en su parte general, el artículo 369 bis, al hacer­
referencia al robo, señala que "para establecer la cuantía que-­
corresponda a los delitos previstos en este Título, se tomará -­
en consideraci6n el salario mínimo general vigente en el momento 
y en el lugar en que se cometi6 el delito". Puede afirmarse que­
la tendencia de nuestra legislaci6n a este respecto es la de --­
aceptar la teoría de la actividad, esto es: el delito se comete­
en el lugar y el tiempo de la acci6n o de la omisi6n. Por atra­
parte, la fracci6n 1 del artículo 20 constitucional, reci6n mo-­
dificado, (16) hace menci6n a la referencia del lugar en que se­
cometi6 el delito, para determinar el monto de la cauci6n. 

B. La conducta exigida por el tipo intimidaci&n 

Una vez presentados someramente los principales temas que abarca 
el elemento conducta, veamo~ qu6 formas de conducta requiere el­
tipo intimidaci6n. 

El artículo 219 del C6digo Penal dice: "Artículo 219. Comete -

(15) lbidem, pp. 156 y 157, 
(16) La reforma apareci6 publicada en el Diario Oficial de la --

Federaci6n del 14 de enero de 1985. 
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el delito de intimidaci6n 

I. El servidor público que por sí, o por interp6sita persona, 
utilizando la violencia física o moral, inhiba o intimide­
ª cualquier persona para evitar que ésta o un tercero de-­
nuncie, formule querella o aporte informaci6n relativa a -
la presunta comisi6n de una conducta sancionada por la --­
Legislaci6n Penal o por la Ley Federal de Responsabilida-­
des de los Servidores Públicos, y 

II.El servidor público que con motivo de la querella, denun-­
cia o informaci6n a que hace referencia la fracci6n ante-­
rior realice una conducta ilícita u omita una lícita debi­
da que lesione los intereses de las personas que las pre-­
senten o aporten, o de algún tercero con quien dichas per­
sonas guarden algún vínculo familiar, de negocios o afee 
tivo". 

Con respecto a la fracci6n I del artículo transcrito, la exigen­
cia de que la inhibici6n o intimidaci6n causada en el ofendido o 
el sujeto pasivo se realice precisamente haciendo uso de la vio­
lencia, ya física, ya moral, lleva a la conclusi6n de que se tr! 
ta de un delito 'de acci6n: mediante una actividad, una conducta­
violenta -en este caso necesariamente voluntaria y tenemos un -­
delito doloso que no admite su comisi6n culposamente- se genera­
un resultado, que consiste en la situaci6n o estado de inhibi--­
ci6n, temor, miedo, intimidaci6n. Debe aclararse que el result! 
do de la conducta activa es el estado anímico del sujeto pasivo­
y no el hecho de que no se formule la denuncia o la querella o -
no se aporte la informaci6n indicada en el tipo; si a pesar del­
uso de la violencia ejercida con tal prop6sito no se logra evi-­
tar la presentaci6n de denuncia, querella o informaci6n, el re-­
sultado está presente si lo est~, también, la violencia y la in­
hibici6n o intimidaci6n. Se trata, pues, de un resultado mate-­
rial puesto que se ha producido un cambio en el mundo exterior:­
un estado anímico de inhibici6n o temor o intimidaci6n. Por su­
puesto, también existe el resultado jurídico o típico. 
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Como en todos los casos de ejecuci6n de delitos por acci6n, en -
éste se viola, mediante su ejecuci6n, un deber de abstenerse. 

Por otro lado, siguiendo la teoría de la equivalencia de las --­
condiciones, el nexo causal entre la violencia física o moral y­
la inhibici6n o intimidaci6n se presenta a consecuencia del con­
curso de todas las condiciones que dieron lugar a la intimida--­
ci6n o inhibici6n, aclarando, de nuevo, que esta causalidad o -­
nexo causal nos lleya a afirmar que existe el delito, sino s6lo­
que entre el acto y el resultado hay relaci6n de causa a efecto. 

La fracci6n II es muy clara al especificar que el servidor públ! 
co "realice una conducta ilícita"; aquí no hay vuelta de hoja: -
se trata ·de un actuar positivo; de una acci6n. Pero también es­
dable la realizaci6n de la conducta mediante una omisi6n ilícita: 
"u omita una lícita debida", esto es, un no hacer al que estaba­
jurídicamente obligado el servidor público. Pero, además, la d! 
finici6n legal dice que esa conducta lícita omitida "lesione los 
intereses de las personas que las presenten o aporten, o de al-­
gún tercero con quien dichas personas guarden algún vínculo fami 
liar, de negoci'os o afectivo" con lo que la ley precisa la nece­
sidad de un resultado expresado en la oraci6n "que lesione los -
intereses". Si la ley solicita la causaci6n de ese resultado -­
por la conducta, debe entenderse que se trata de una conducta de 
comisi6n por omisi6n, puesto que no se trata tan s6lo de la vio­
laci6n de una norma que prescribe el deber jurídico de obrar, -­
caso en el que hablaríamos de omisi6n simple si el precepto señ~ 
lara Únicamente la omisi6n de una conducta lícita debida, sino -
que la propia norma indica que esa omisi6n genere una lesi6n de­
intereses en la que "la manifestaci6n de voluntad se traduce, al 
igual que en la omisi6n simple, en un no obrar teniendo obliga-­
ci6n de hacerlo, pero violándose no s6lo la norma preceptiva, 
sino,también, una prohibitiva, por cuanto manda abstenerse de -­
producir el resultado típico y material", (17) Por tanto, el -­
requisito legal sobre la generaci6n de lesi6n de intereses obli-

(17) CASTELLANOS, op. cit., p. 156. Cfr. sobre este particular -
Porte Petit, op. cit., pp. 311 a 323. Sobre este punto, v6a 
se con mayor amplitud en el apartado III, letra C, de esti 
mismo Capítulo. 
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ga a la presencia de un resultado material, que no se encuentra­
en los delitos de omisi6n simple puesto que en éstos se castiga­
la sola abstenci6n, además del típico que en todos los casos se­
encuentra. 

Para la primera forma de ejecuci6n de la conducta exigida por -­
esta fracci6n II el deber desobedecido es el de abstenerse, tal­
como ocurre en la fracci6n I. El segundo caso, la omisi6n impr~ 
pía, contiene un doble incumplimiento: a un no hacer como a un -
hacer. 

La aplicaci6n de la teoría de la equivalencia de las condiciones 
es también válida para esta fracci6n II, como lo ha sido para su 
antecesora. 

C. Ausencia de conducta 

Como todos los demás elementos del delito, la conducta tiene un­
aspecto negativo que es, precisamente, la ausencia de conducta. 
Para que no se configure la conducta en tanto elemento del deli­
to se necesita exactamente eso: que no haya conducta, esto es, -
que el actuar del hombre no sea consciente o voluntario. 

Los autores exponen los casos en que aún produciéndose el acto -
o hecho, no se puede hablar de conducta en sentido jurídico por­
estar ausent¿ la voluntad o la conciencia: 

l. Vis absoluta, también llamada fuerza física exterior irre­
sistible. En esta eximente de responsabilidad, cuando el­
agente ha actuado impelido, impulsado, violentado, "oblig~ 

do'' por una fuerza humana externa irresistible no existe -
conducta para el Derecho Penal y, por ende, no habrá deli­
to puesto que éste necesita la presencia de todos sus ele-
mentos de esencia. 
el C6digo Penal; se 
I. El resto de las 
supralegales. 

Esta eximente es la única que regula -
encuentra en el articulo 15, fracci6n­
hip6tesis de ausencia de conducta son-
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2. Vis maior, que, al igual que la absoluta, es una fuerza 
exterior irresistible pero cuyo origen no es el hombre, -
lo que la distingue de la anterior. 

3. Suefio 

4. Movimientos reflejos 

S. Hipnotismo 

6. Sonambulismo 

7. Movimientos fisiol6gicos. 

Los tratadistas discrepan sobre la ubicaci6n correcta de estas -
Gltimas causas de ausencia de conducta pues algunos opinan que -
se trata de inimputabilidades. 

Ahora bi~n, para el caso de la intimidaci6n, se antoja difícil -
encontrar un caso hipotético en que alguna de las causas elirnin! 
torias de la conducta se presente, dada la redacci6n de la frac­
ci6n I; para la II, en cambio, parecen posibles casos como eL del 
servidor pGblico que sea impedido externa e irresistiblemente -­
·podría hablarse de vis absoluta o vis maior-, y no cumpla con - · 
un deber al que estS obligado, omisi6n que derive en la lesi6n -
de los inter~ses del denunciante o querellante. Podría ocurrir, 
asimismo, que un guardia o custodio de un reo o detenido, lo de~ 
jara injustificadamente libre, obligado o violentado por terce-­
ros, con lo que se lesionarían los intereses del querellante o -
denunciante. En cambos casos, se estaría en presencia de actos­
humanos involuntarios, de los que no puede afirmarse que sean 
conductas jurídicas; en consecuencia, se trata de ausencia de -­
conducta. 
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II. La tipicidad 

A. Concepto 

En el análisis de este segundo elemento del delito se da el est~ 
dio del tipo y de la tipicidad, conceptos cuyo desarrollo va un! 
do estrechamente, por lo que se hará referencia, aquí también, a 
ambas ideas. 

El concepto moderno de tipo es creado en Alemania al inicio del­
presente siglo por Ernesto Beling, si bien ya existía un concep­
to de tipo pero conformado por elementos tanto objetivos como -­
subjetivos. Este autor, en 1906, afirma que el tipo es la des-­
cripci6n de un delito que contiene la ley penal, con lo cual --­
le otorga independencia, frente a los demás elementos del deli-­
to. A partir de esta primera idea, otros autores han expresado­
opiniones varias sobre el tema, propiciando una evoluci6n del -­
concepto. 

A la concepci6n original de Beling, Max Ernesto Mayer le imprime 
un contenido diverso. Para este tratadista, también germano, el 
tipo no puede ser únicamente una mera descripci6n del delito: -­
debido a su Íntima vinculaci6n con la antijuridicidad -relaci6n 
que, de cualquier forma, permite su distinci6n-, la tipicidad -­
contiene un carácter indiciario, toda vez que la ejecuci6n de -­
una conducta típica, por serlo, es un indicio de su antijurici-­
dad. Mayer expuso estas ideas en su "Tratado de Derecho Penal", 
publicado en 1915. 

Algunos aftos más tarde, en 1931, otro autor alemán, Edmundo Mez­
ger, en su "Tratado de Derecho Penal", va más allá que sus pred~ 
cesores y afi~ma que la tipicidad no solamente constituye un --­
indicio de la antijuricidad, sino que es verdaderamente la ra--­
z6n de ésta, convirtiéndose en su ratio essendi y no la ratio -­
cognoscendi de la antijuricidad, como asever6 Mayer. Mezger, en-
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consecuencia con sus ideas, defini6 al delito no como una "ac-­
ci6n típica, antijurídica y culpable" en donde sus elementos -
se encuentran separados, sino como la "acci6n típicamente anti­
jurídica y culpable". 

Las anteriores posiciones ideol6gicas configuran las principa-­
les concepciones sobre el tema. Algunos autores se adhieren a­
la afirmada por Mezger, otros a la de Mayer, unos mls incluso -
rechazan, por innecesario, el concepto de tipo y también hay a~ 
tares que afirman que, al contrario de lo expuesto por estos a~ 
tares tudescos, la antijuricidad es la ratio essendi del tipo. 

En fin, debe formularse un concepto de tipo y de tipicidad para 
procedei a desgranar sus elementos. 

Tipo es, para Luis Jiménez de Asúa " ••. la abstracci6n concreta 
que ha trazado el legislador, descartando los detalles innecesa 
ríos para la definici6n del hecho, que se cataloga en la ley -­
como delito". (18) 

El maestro Castellanos Tena asevera que "el tipo es la creaci6n 
legislativa, la descripci6n que el Estado hace de una conducta 
en los preceptos penales". (19) Si bien -aclara- no en todos -­
los casos es acertada esta definición puesto que "el tipo a ve­
ces es la descripci6n legal del delito y en ocasiones, la des-­
cripci6n del elemento objetivo (comportamiento), como sucede en 
el homicidio •• ;" (20) 

A su vez, la tipicidad consiste, según dos definiciones de las­
transcritas por el doctor Porte Petit, en : {21) "· •• esa cual.!_ 
dad o característica de la conducta punible de ajustarse o ade­
cuarse a la descripci6n formulada en los tipos de la ley penal" 
(según Laureano Landaburu); " ••• encuadramiento 6 subsunci6n de 

(18) JIMENEZ DE ASUA, op. cit., p. 235. 
{19) CASTELLANOS, op. cit., p. 165. 
(20) Ibidem, p. 166 
(21) PORTE PETIT, op. cit., p. 470. 
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la conducta· principal en un tipo de delito y subordinaci6n o vin 
culaci6n ·al mismo de las conductas accesorias"· (Mariano Jiménez· 
Huerta). · ... 

. . ·>:. ' . . . ' 
.\': .-· 

Castellanos Tena informa qtie "la' ,Üpicidad es el encuadramiento· 
de una conducta con la descripci~~-hecha en la ley¡ la coincide~ 
cia del comportamiento con el descrit6 por el legislador''. (22) 

Por su parte, el autor argentino Zaffaroni indica que "el tipo · 
es la f6rmula que pertenece a la ley, en tan1?o que la tipicidad· 
pertenece a la conducta. La tipicidad es la característica que · 
tiene una conducta en raz6n de estar adecuada a un tipo penal, · 
es decir, individualizada como prohibida por un tipo penal •.• 
Típica e~ la conducta que presenta la característica específica· 
de tipicidad ••• Tipicidad es la adecuaci6n de la conducta a un· 
tipo ••• " (23) 

B. Los elementos que conforman el tipo 

Faceta muy interesante dentro del estudio del tipo la constitu·· 
ye el tema referido a los elementos que lo conforman. ¿C6mo se · 
i11tegra o qué compone la descripci6n legal que hace el Estado de 
una conducta, denominada tipo? La doctrina tradicional señala 
que, de acuerdo a su composici6n, los tipos se agrupan en dos 
clases: 

l. Normales, cuando el tipo contiene solamente elementos objeti· 
vos, esto P.S, se trata de una mera descripci6n objetiva. Según­
Mezger, transcrito por el doctor Celestino Porte Petit, los ele· 
mentes típicos objetivos son "estados y procesos externos, sus·· 
ceptibles de ser determinados espacial y temporalmente, percepti 
bles por los sentidos objetivos, fijados en la ley por el legis· 
lador en forma descriptiva", así como "estados y procesos aními· 
cos en otras personas que no son precisamente el autor." (24) 

(22) CASTELLANOS, op. cit., p. 166 
(23) ZAFFARONI, Manual de Derecho Penal, op. cit~, p. 307. 
(24) Citado por 1'0rte Pet1t, op. cit., pp. 4Jl y 432. 
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Ejemplifican los autores con el tipo de homicidio: privar de la­
vida a otro, 

Z. Anormales, que son tipos en los cuales no tan solo se, hace -­
una descripci6n objetiva sino que presentan elementos norm~ti--­
vos y subjetivos. Es precisamente Mayer y Hegler, quienes en --
1915 descubrieron que en la estructura de muchos tipos renales -
también se encuentran elementos subjetivos distintos al dolo, c~ 
mo son intenciones, prop6sitos, deseos, ánimos, etc., cuando la­
ley as! lo señala expresamente; concepci6n que fue desarrollada­
posteriormente por Mezger y otros. En el mismo año de 1915, --­
igualmente Mayer descubre que también hay elementos normativos -
en muchos tipos, por lo que en esos casos, para afirmar la tipi­
cidad es necesario constatar también la existencia de los elemen 
tos normativos, además de los objetivos descriptivos, postura -­
que también desarroll6 posteriormente Mezger. 

De los normativos, se afirma que aluden a valoraciones cultura-­
les o jurídicas: "honestidad", "carácter de servidor público", -
"ilícito", "ilegítimo" son ejemplos de ello. Los subjetivos se­
refieren a estados anímicos del autor del delito, identificados, 
por ejemplo, con la expresi6n "para obtener cierto fin", o bien­
con palabras como "maliciosamente", "con el prop6sito de", "con­
la intenci6n de", "con el deseo de", o el engaño en el fraude, -
entre otros. 

La teoría que considera que en el tipo se encuentran elementos -
subjetivos fue llevada a su mayor desarrollo por el sistema fina 
lista: partiendo de un concepto final de acci6n, llega a la con­
clusi6n de que en la estructura del tipo están como principales­
elementos subjetivos el dolo y la culpa, mismos que por tal ra-­
z6n ya no pertenecen a la culpabilidad como lo afirma el sistema 
causalista. 

La estructura del tipo, por tanto, variará según se siga el sis-
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tema causalista o el finalista. Entre los autores causalistas, 
a su vez, habr~ quienes consideren que el tipo s6lo se estruct~ 
ra de elementos objetivos, sean meramente descriptivos o tam--­
bién normativos, y habrá quienes admitan que también en ciertos 
casos se compone de elementos subjetivos, pero esos elementos -
subjetivos serán distintos al dolo, ya que éste seguirá siendo­
ubicado por ellos en la culpabilidad. Para los autores finalis 
tas, an cambio, todos los tipos de todos los delitos se estruc­
turan tanto de elementos objetivos como de subjetivos, y entre­
estos Últimos estará el dolo o la culpa. 

Ahora bien, además de los elementos objetivos, subjetivos y nor 
mativos, que dan lugar a la clasificaci6n recién apuntada, los 
tipos contienen "referencias y modalidades de la acci6n que PU! 
den ser en cuanto al sujeto activo, al sujeto pasivo, al objeti 
.YE_, al tiempo, al lugar, a la ocasi6n y al ~"· (25) 

Ejemplos de estas referencias son: el Título Décjmo del C6digo -
Penal, en cuanto al sujeto activo, ser "servidor público"; del­

'pasivo, el niño recién nacido en el infanticidio; el bien mue-­
ble en el robo, cuando se habla del objeto; de tiempo, la trai­
ci6n a la patria cuando exige que el delito se perpetre en tie~ 
po de guerra; si el adulterio se comete en el domicilio conyu-­
gal, se habla de referencia de lugar; ejemplo de referencia de­
ocasi6n es el caso del delito cometido contra un funcionario -­
público "en el acto de ejercer sus funciones o con motivo de -­
ellas"; de medió, finalmente, puede ser la violencia, la seduc­
ci6n, el engaño, etc. 

Se encuentran también dentro de los capítulos que los tratadis­
tas dedican al análisis de la tipicidad, clasificaciones de los 
tipos. Así, por ejemplo, el maestro Porte asienta las de Mez-­
ger, Jim~nez de AsGa y Jiménez Huerta, además de la propia. ---

(25) JIMENEZ DE ASUA, op. cit., p. 253. 
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Respecto de este punto, el autor Castellanos Tena nos informa que 
"hay infinidad de clasificaciones en torno 111 tipo, desde diferen 
tes puntos de vista." (26) Para el efecto de/cÚsiflca'.r;;,el ':tipo : 
de intimidaci6n, transcribimos a continuaci6ri'·1k·'qt~,p:;·6t~~'ciona­
este Último autor, precisando que se refiere -afi~m~'.~ ;Biii~·más 

'"-{:1,;··,; '._, " 
comunes: (27) 

l. Por su composici6n (a la que ya se hizo referen~ia): 
a) Normales 
b) Anormales. 

2. Por su ordenación metodológica: 
a) Fundamentales o básicos, que constituyen la esencia o funda 

mento de otros tipos, como el homicidio. 
b) Especiales, integrados cuando al fundamental se agregan 

requisitos: parricidio. 
c) Complementados, al lado de un tipo básico pero con una cir­

cunstancia o peculiaridad distinta: homicidio calificado. 

3. En función de su autonomía o independencia: 
a) Autónomos o independientes, que son, como el robo simple, 

los que tienen vida por sí. 
b) Subordinados, los que dependen de otro tipo, caso del homi­

cidio en riña. 

4. Por su formulación: 
a) Casuísticos, que prevGn varias hipótesis: adulterio. 
b) Amplios, describen una hip6tesis única: robo. 

5, Por el resultado: 
a) De daño, protegen contra la disminución o destrucción del -

bien: homicidio, fraude. 

(26) CASTELLANOS, op. cit., p. 171. 
(27) Cfr, CASTELLANOS, op. cit., p. 171. · 
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b) De peligro, tutelan los bienes contra la posibilidad de ser 
daftados: omisi6n de.auxiliti. 

Pasemos a enfrent~r: ios é~nceptos sobre tipo y tipicidad, verti- -
dos de .la teorí~ del delito, con lo que dispone el C6digo Penal­
sobre la intimidaci6n. 

c. La tipicidad en el delito de intimidaci6n 

En este apartado se intentar' precisar qué clase de tipo es el -
que contiene la descripci6n de intimidaci6n y, por ende, c6mo -
es exigible la adecuaci6n de una conducta al tipo para configu-­
rarse la tipicidad. 

Se observa que el artículo 219 desarrolla en dos fracciones el -
tipo de intimidaci6n, por tanto, podemos adelantar que se califi 
ca como un tipo casuístico. 

Dice la fracci6n I que comete el delito de intimidaci6n: "El ser 
vidor público que por sí, o por interp6sita persona, utilizando­
la violencia física o moral, inhiba o intimide a cualquier pers~ 
na para evitar que ésta o un tercero denuncie, formule querella­
º aporte informaci6n re.lativa a la presunta comisi6n de una con­
ducta sancionada por la Legislaci6n Penal o por la Ley Federal -
de Responsabilidades de los Servidores PCtblicos." 

Es obvio que, conforme a la clasificaci6n tradicional antes men­
cionada, estamos ante un tipo anormal puesto que contiene, ade-­
más del elemento objetivo expresado en los verbos "inhibir" o -­
"intimidar", otros de naturaleza normativa y de car,cter subjeti 
vo. 

Puede afirmarse que es elemento de naturaleza normativa el caráf 
ter de servidor público que el sujeto activo debe tener, propia­
mente es una referencia valorable jurídicamente. El elemento -­
subjetivo, o sea, estado anímico del autor del delito, está con-
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figurado por la expresi6n ''•·• para evitar que ést~ o un terca-­
ro ••. ", puesto que hay un prop6sito subjetivo, preciso en la co~ 
ducta del agente, que forma parte de la descripci6n típica de -­
esta fracci6n. De admitir que también el dolo o la culpa son -­
elementos subjetivos del tipo, habrá que analizar si el tipo del 
delito de intimidaci6n admite ambas formas de realizaci6n para -
efectos de afirmar la tipicidad. 

El tipo contiene una referencia indispensable para que la tipici 
dad se configure, cuando dispone que la inhibici6n o intidima--­
ci6n deberá generarse haciendo uso de violencia física o moral;­
esto es, se hace expresa referencia al medio de ejecuci6n de la­
conducta consistente en que el acto de intimidar se ejecute vio­
lentamente. 

A su tiempo, la fracci6n II indica que comete el delito de inti­
midaci6n: "El servidor público que con motivo de la querella, -­
denuncia o informaci6n a que hace referencia la fracci6n ante--­
rior realice una conducta ilícita u omita una lícita debida que­
lesione los intereses de las personas que las presenten o apor-­
ten, o de algún tercero con quien dichas personas guarden algún­
vínculo familiar, de negocios o afectivo.'' 

Ocurre aquí lo mismo que en la anterior hip6tesis: este es tam-­
bién un caso de tipo anormal por contener elementos objetivos: -
realizar una conducta u omitirla, pero también elementos normati 
vos: carácter de servidor público, la ilicitud de la conducta -­
obligada y la licitud de la prohibida, y la lesi6n que la condu~ 
ta produce. Por lo que hace al elemento subjetivo, esta frac--­
ci6n no hace referencia expresa de él, como sucede con la frac-­
ci6n I, por lo que ese elemento subjetivo diferente al dolo no -
se requiere para afirmar la tipicidad. La cuesti6n respecto del 
dolo o de la culpa se plantea de igual manera que respecto de la 
fracci6n r. 

Surge la interrogante sobre si la expresi6n ''que lesione los ---
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intereses de las personas que presenten o aporten ••• " hace indi,!! 
pensable la efectiva lesi6n o perjuicio de los intereses para -­
que se configure el delito, o en otras palabras, si debe inter-­
pretarse a la letra el giro idiomático "que lesione" y s6lo cuaE_ 
do la conducta del agente produce un dafio en los intereses del -
ofendido hay delito, al aceptar la interpretaci6n gramatical -­
estricta de tal frase como parte del tipo. Se estima que la re.:! 
puesta debe ser positiva: este supuesto exige que se genere mat~ 
rialmente una lesi6n para que pueda configurarse la tipicidad y, 
en consecuencia, el delito. 

La Única referencia adicional exigida por el tipo versa sobre el 
sujeto pasivo: debe tratarse del denunciante, querellante o quien 
vaya a aportar informaci6n sobre la presunta comisi6n de una CO.!! 

ducta sancionada penalmente o por la Ley Federal de Responsabili 
dades de los Servidores Públicos, o de un tercero vinculado a -­
aquél por parentesco, negocios o afecto. 

Con fundamento en los conceptos anteriores, se afirma que cuando 
la conducta de un sujeto servidor público se realice en cualqui~ 
ra de las formas en que está descrito el tipo de la intimidaci6n, 
puede hablarse de tipicidad y, por lo pronto, de que se trata -­
de una conducta típica~ 

Como un aspecto adicional que posibilita la mejor comprensi6n -­
del tipo en estudio, y aplicando la clasificaci6n tomada del --­
maestro Castellanos, se afirma que este tipo penal es: anormal,­
fundamental o básico, aut6nomo o independiente, casuístico y de­
daño. 

D. La atipicidad y sus causas 

Si la tipicidad se satisface s6lo en tanto todos los elementos ~ 

que conforman el tipo se encuentran en la conducta presuntamente 
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delictiva, su contrario, la atipicidad se presenta si alguno o -
varios de ellos están ausentes. La atipicidad la entiende el 
maestro Castellanos como la"··· ausencia de adecuaci6n de la -­
conducta al tipo." (28) 

En consecuencia, si falta el elemento normativo, subjetivo o re­
ferencias sobre el sujeto activo o el pasivo, o no se realiz6 la 
conducta con el modo exigido por el tipo, o bien las condicio--­
nes de lugar y de tiempo que señala la hip6tesis legal no fueron 
satisfechas, en fin, si alguno de los elementos que contiene el­
tipo no está presente en la conducta en análisis para determi·-­
nar la tipicidad, no será posible calificarla como típica. 

Las causas de atipicidad variarán según se maneje la estructura­
del tipo atendiendo al sistema causalista o al finalista; para -
este Último, también será causa de atipicidad aquélla que excluya 
al dolo o a la culpa, ya que estos elementos están ubicados en -
el tipo; será causa de exclusi6n del dolo o de la culpa el llama 
do "error de tipo", que podrá ser, a su vez, vencible o inven­
cible. 

Veamos el caso de la intimidaci6n. Habrá atipicidad si: el suj~ 
to activo no es servidor público, no se emple6 violencia física­
º moral, el sujeto pasivo no intentaba formular denuncia o quer~ 
lla o no pretendía proporcionar informaci6n sobre la presunta 
comisi6n de un delito o de una conducta sancionada por la Ley -· 
Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, todo -­
esto referido al primer supuesto del artículo 219 del C6digo Pe­
nal. De aplicar el sistema finalista, se diría que, además, hay 
atipicidad por falta de dolo •o de culpa, si es que el hecho pue­
de cometerse culposamente• si opera el error de tipo. 

En el caso de la segunda hip6tesis, no hay tipicidad si: no exis 

_(28) CASTELLANOS, op, cit., p. 172. 
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te denuncia, querella o lnformaci6u previa sobre los aspectos -­
anotados para la primera fracci6n, la conducta del s~rvido·r pú-­
blico fue lícita, no hubo lesi6n de intereses a pesar de haber - · 
ejecutado una conducta ilícita u omitido una lícita debida. La­
misma observaci6n vale respecto del dolo o culpa, sagún el Riste 
ma finalisu. 

Queda a salvo, por supuesto, la posibilidad de que, aún habiendo 
atipicidad en la intimldaci6n, se configure otro delito, tal vez 
amenazas o golpes y otras violencias físicas simples, lesiones -
quizá, ~ ejercicio indebido dal propio derecho. La adecuaci6n -
de una conducta a un tipo diferente al de intimidaci6n es posi-­
ble aún cuando haya atipicidad respecto de este último. 

III. La Antijuridicida<l 

A. Concepto 

Siguiendo el orden previsto para el análisis de los elementos -­
esenciales conformantes del delito, corresponde ahora ·formular -
algunas consideraciones sobre la antijuridicidad. 

Para que una conducta pueda ser calificada como delito, es prec! 
so que, además de ser conducta típica, vaya en contra del riere-­
cho, que sea anti-Derecho, antijurídica. 

Se habla, pues, de uu elemento del delito caracterizado por una­
negaci6n: no-Derecho, expresi6n que significa no Únicamente au-­
sencia de D~recho, sino abierta oposición a é~te. Sobre esta -­
peculiaridad llaman la atenci6n los juspenalistas, denominándole 
!:_~_:-epci6n-regla. 

La doctrin~ concede a la antijuridicidad un lugar especialmentc­
destacado entre los elementos d~l delito, llegando a catalogarla, 
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como lo hace Rocco, como ''la esencia misma, la naturaleia intr{n 
seca, el en sí del delito." (29) 

¿Por qué es tan importante la antijuridicidad? Recuérdese que el 
Derecho es un conjunto de normas de cumplimlerito obligntnrio en­
un lugar y tiempo determinados, que posibilita la c~nvivencia -­
social, señalando facultades y restricciones o prohibiciones en­
caminadas a la protecciSn de bienes u intereses sociales, ~leva­

dos al rango de jurídicos. En particular, el Derecho ~enal per­
sigue el prop6sito de colaborar en la obtenci6n de los fines del 
Derecho en general, precisando las conductas lesivas de aquellos 
bienes jurídicos más caros, valiosos para la sociedad, cuya vio­
laci6n o lesi6n debe ser, por ello, más fuertemente reprimida, -
así como la consecuencia jurídica que sobreviene a aquellos com­
portamientos. 

En el caso del Derecho Penal, al violentarse ·un bien o interés -
jurídico que aquél protege, la respuesta social es más vigorosa, 
más violenta, con mayor contenido represivo que el surgido por -
laa~icaci6n de otras ramas jurídicas. Acaso podría aseverarse­
que si el valor fundamental perseguido por el Derecho es la. jus­
ticia, la antijuri<licidad reflejaría o mostraría el antivalor o­
desvalor nombrado por la voz injusticia. 

En fin, ese gran valor justicia es tomado por el Derecho Penal -
y clasificado conforme a bienes jurídicos o valores más concre-­
tos cuya protecci6n la sociedad ha considerado de primer orden. 
Así, el C6digo Punitivo clasifica los delitos en veintitrés ---­
Títulos cuyas denominaciones muestran, en casi todos los casos,~ 
los bienes jurídicos tutelados: Delitos contra la seguridad de­
la Nact6n, Delitos contra el Derecho Internncional, Delitos con­
tra la humanidad, Delitos contra la seguridad pública, Delitos -
en materia de vías de comunicaci6n y correspondencia, Delitos --

(29) Citado por Porte Petit, op. cit., p. 483. 
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contra la autoridad, Delitos contra la salud, Delitos contra ;a­
moral pública y. buenas·costumbres, Revelaci6n de, secretos, Deli­
tos cometidCJs .· p~r ~ervidores púl>úcds, ·;oe1'i.1:ós: com~Ú,do~ contra­
la administraci6n de justiéia ,. R.~·s~o~sabÚi~ad p;():~-~~.ional, Fal­
sedad, Delitos contra la economía pÚbliCa', Delitos sexuales, De­
litos contra el estado civil y bigamia, Delitos' en materia de -­
inhumaciones y exhumaciones, Delitos contra la paz y seguridad -
de las personas, Delitos contra la vida y la integridad corpo--­
ral, Delitos contra el honor, Privaci6n ilegal de la libertad y­

de otras garantías, Delitos en contra de las personas en su pa-­
trimonio, Encubrimiento. 

Pues bien, el menoscabo en la integridad de los intereses jurfdl 
cos que ~l Derecho inte~ta salvaguardar origina, desde una pers­
pectiva material, la antijuridicidad. En el caso concreto del -
Derecho.Penal, aquel ~esvalor es un elemento del delito, queri'! 
dose decir que la antijuridicidad es común a todas las ramas de­
la ciencia jurídica, no- debi,ndose hablar de una antijuricidad -
general y otra penal·. (30) 

En la historia de la· evoluci6n del'. concepto,. penal de .~nt·ljudci­
dad son importantes ios' nombres', entre otro~.;· de .. cari~;i.):intl:l.ng, 
Max Ernesto Mayer .Y Fr'ariz Vo~(iJi:~"~(;... .f }, ';", :·.~> ,;J.· 

>.~·';:~·:._,:···., .. ,- .:·.·:.: .. ~~:·.~;.~:.(:):~;ii~;'~:'.·;~~:t(. ~ ;: ... : . . - •·.: '· :·:'.·~-,~,-

~:1 c::~::~i:u~o~ª~i·~M:k1~:~~ti';¿·n~e~~-~:~.¡~·-·-:~: ·:~.!tt~t:'._-:-~ i:~ 
previsto en la le)>:·~,~~h~.·~ ri;.s·e·v\únera la ley; peró"s(se:--­
quebranta ·algo e'seiit.i~i para la convivencia y el ordenamiento -­
jurídico •. · :Se inf;:inge la norma que está por encima y detrás de­
la iey," (~l) Blnding distingue, entonces, entre norma y ley y-~ 
propone, en.consecuencia, que no se hable de antijuricidad como­
algo contrario. a la ley sino como lo contrario a la norma. 

(3,0) 

(31) 

Cfr.· sobre este particular, Welzel,Hans, Derecho Penal. Par 
te General,op. cit., pp. 58 y 59; véase tamb1Gn Zafforon1,­
f;Iánual de Derech~ Penal, op. cit., pp. 409 y 410. 
Citado por Jim~ncz de A~úa, op. cit., p. 269. 
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Mayer (32), a su tiempo, asevera que la antijuridicidad no es • 
la violaci6n a todo tipo de norma, sino únicament~ a.la norma • 

de cultura que el Estado reconoce. De esta'.t~of{a/'i/ia cual • 

se adhiere y califica de "certedsima", eL ~~es~r~ . .Ji;¡(éne~ d~ • 
Asúa nos dice: "El profesor Mayer llega ~)a q,ondiJsi6ni.de que· 
el orden jurídico es un orden de cultura y como f~.f~ácci6n de • 
las normas de cultura concibe la antijurídico. ·La sociedad es· 
una comunidad de intereses que tutela el conjunto de ellos en • 
el concepto unitario de cultura. Nurmas de cultura son 6rdenes 
y prohibiciones por las que una sociedad exige el comportamiento 
que corresponde a su interés. Es antijurídica -~oncluye el ge· 
nial maestro- aquella conducta que contradice las normas de cul ,-
tura reconocidas por el Estado." 

No hay unanimidad de apreciaciones acerca de lo anterior, así,· 
por ejemplo, Castellanos señala que "'si. observamos que lo an,ti· 
jurídico aparece aun cuando n.o se contradigan las normas, se 

derrumban las tesis de Binding y de~Mafer. Tal ocurre si se 
infringe un precepto jurídico no ~o;~e¿pondiente al modo de se!! 
tir de la colectividad (VioláciÓnes· a 'ú1fa ley anti religiosa en· 
un pueblo eminentemente crey¿nte)'!.l:' (33)· y continúa más adelan-

. . -' ; '·'.' . ··. ·. :; :-.. ·• ' ·. : . ¡;~· ' . ... 

te: "En realidad, lo que ocurre: es··que Blnding y Mayer presin-· 
tieron el doble contenido .de l(·~~t:iJh~icidad: formal y .mate··· 
rial. Esto no significa que' ad;nita~os· d~s antijuricidade~ -·se 

. ' . i " ':< .. • · '· '· . . .. · > ' ~ 
apresura a aclarar el autor-, una~e .fo~ma y otra de fondo. Lo 
antijurídico' entraña un J~id·o: Ü~:i.tarfo, per~ nada impid~ perci 
bir dos aspectos ••• " (34) Est~ tratadista se refiere' a l.a tesi; 

sostenida por Franz Von .d~if.e~ .~a .que se disti!1guén dos anti· 
jur~cidades: una form'a1 y o'tra mát,erial~ 

"El delito ·señala a este respecto Jiménez de Asúa··, ,en cuanto· 

constituye un acto injusto, es como la infracci6~ .. ci,;Ú,, üri ••• 
acto culpable contrario al Derecho. El' delito es~ pÚ~s',·' contr! 

(32) Citado por Jiménez de Asúa, op. ·cit., 
(33) CASTELLANOS, op. cit., p. 17~; 
(34) Ibídem, pp. 177 y 178, " 
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rio al Derecho. Esta reprobaci6n jurídica que recae sobre el -
acto es doble: Primero, el acto es formalmente contrario al De­
recho, en tanto que es transgresi6n de una norma establecida -­
por el Estado, de un mandato o de una prohibici6n del orden ju­
rídico. Segundo, el acto es materialmente antijurídico en cuan 
to significa una conducta contraria a la sociedad." (35) 

Ahora bien, si en la generalidad de los casos los dos aspectos­
de la antijuricidad coinciden, en presencia de algGn enfrenta-­
miento entre ambas, deberá, por supuesto, resolverse conforme a 
la legal o formal. 

Resta, por Último, expresar que si la antijuridicidad es una -· 
característica de una conducta de ser contraria al Derecho -esto 
es, se trata de un concepto negativo-, en opini6n del maestro • 
Porte " ••• la aspiraci6n a la que debemos tender, es la de lo-· 
grar un concepto de antijuridicidad en forma positiva y acabar, 
por tanto, con el procedimiento de 'excepci6n-regla' ," (36) 

Concluyendo, podemos decir que una conducta es antijurídica cuan 
do, siendo típica, no está amparada por una causa de justifica· 
ci6n o de licitud; lo cual implica que previamente debe afirmar 
se la existencia de la realizaci6n típica y luego si no opera · 
una causa de justificaci6n; si no hay tipicidad, no hay raz6n -
de entrar al análisis de la antijuridicidad, y ésta s6lo se --· 
afirma si en el caso concreto la conduc.ta típica no est~ ampar_! 
da por una causa de justificaci6n. 

B. Causas de justificaci6n 

Al igual que los dem~s elementos del delito, la antijuricidad -
cuenta con un aspecto negativo, esto es, con circunstancias que 
eliminan lo antijurídico o la antijuricidad de una conducta. 

Como ocurre con otro~ muchos, ~e.mas de Derecho Penal, tambHn la 

(35) JIMENEZ DE ASUA, op. cit., p, 277 
(36) PORTE PETIT, op. cit •• p. 484. 
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denominaci6n de las causas de justificaci6n da lugar a variadas­
interpretaciones en la doctrina, Así, mientras algunos ·los --­
más- aceptan este nombre que intitula el presente apartado: "ca~ 

sas de justificaci6n", otros hablan de "causas de licitud" y de­
"causas objetivas de exclusi6n del delito." (37) 

! Los autores juspenalistas subrayan el que las causas de justifi· 
caci6n suelen encontrarse en los textos legales junto a otras •• 
que no lo son, si bien se trata de as~ectos negativos de otros -
élementos del delito: "A las justificantes generalmente se les • 
agrupa al lado de otras causas que anulan el delito, o mejor ---. 
dicho, impeditivas de su configuraci6n. Suele catalogárseles -­
bajo la denominaci6n causas excluyentes de responsabilidad, ~­
sas de inincriminaci6n, etc. Nuestro C6digo usa la expresi6n -· 
cirr~nstancias excluyentes de responsabilidad, comprendiendo --­
varias de naturaleza diversa." (38) En efecto, ei c6ciigo Penal· 
vigente, por cuanto hace al nombre del Capítulo IV del Título -­
Primero .del Libro Primero: "Circunstancias excluyentes de respog 
sabilidad'~, ?º sufri6 variaci6n en los Decreto~ publicados en -­
enero de 1983 y enero de 1984, a que se ha hecho referencia. --­
(39) Subsiste, pues, la denominaci6n de circunstancias excluyeg 
tes de responsabilidad, a pesar de que, como dice Jiménez de --­
Asúa citado por Carrancá y Truj illo: "circunstancia es aquello -
que est& alrededor de un hecho y lo modifica accidentalmente; y­
las causas de que nos estamos ocupando cambian la esencia del -­
hecho, convirtiendo el crimen en una desgracia." (40) Carrancá­
y Truj illo propone que se les denomine causas que excluyen la -­
incriminaci6n. (41) 

Pues bien, las causas de justificaci6n tienen como efecto la --­
~xclusi6n de la antijuricidad. Así, Jiménez de AsGa establece:-

(37) 
(38) 
(39) 
(40) 

(41) 

Cfr. sobre este particular, PORTE PETIT, op. cit., p. 493. 
CASTELLANOS, op. cit., p. 181, 
Ver Capítulo Segundo, apartado II. 
Citado por Carrancá y Trujillo, Radl, Derecho Penal Mexicano. 
Parte General, México, Editorial Porrda, S.A., 1974, p. 266. 
CARRANCA Y TRUJILLO, op, cit., pp. 263 a 266. 
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"son causas de justificaci6n las que excluyen la antijuricidad • 
de una conducta que puede subsumirse en un tipo legal; esto es,~ 
aquellos actos u omisiones que revisten aspecto de delito, figu· 
ra delictiva, pero en los que falta, sin embargo, el carácter ·· 
de ser antijurídicos, de contrariar al Derecho, que es el eleme~ 
to más importante del crimen." (42) Zaffaroni, a su vez, sefiala· 
que "la naturaleza Última de las causas de justificaci6n es la · 
de ejercicio de un derecho." (43) Vale aclarar que las causas de 
justificaci6n este autor las denomina "tipos permisivos", en op~ 
sici6n al "tipo prohibitivo" o antijurídico. Al mostrar la di·­
ferencia entre ambos, afirma que "así como el tipo prohibitivo -
individualiza conductas prohibidas, el tipo permisivo selecciona 
de entre las conductas antinormativas las que permite." (44) El 
autor manifiesta que las causas de justificaci6n contienen tanto 
aspectos objetivos como subjetivos, si bien "los elementos parti 
culares dependen de cada tipo permisivo en especial: así, la le­
gítima defensa requiere el reconocimiento de la situaci6n de de­
fensa y la finalidad de defenderse; el estado de necesidad re--­
quiere el reconocimiento de la amenaza sobre el bien mayor y la­
finalidad de evitarlo." (45) 

Ahora bien, ún qué se fundamentan o cu~l es la raz6n de s.er de­
las causas de justific~ci6n? La respuesta a estas iriterrogan--­
tes la proporcionan fundamentalmente, de nuevo, Max Ernesto 
Mayer y Edmundo Mezger. 

El primero, asienta Jiménez de Asúa, integra un cuadro sistemati 
zando las.causas de justificaci6n a las que agrupa en tres gran­
des apartado~: (46) A) La lucha contra lo injusto, distribuida­
en el deber jurídico, la legítima defensa y la a~uda propia; -·­
B) El reconocimiento del interés protegido, conformado por la ·· 
norma general -que no se opone a la norma de cultura·, la esfera. 

(42) JIMENEZ DE ASUA, op. cit., p. 284. 
(43) ZAFFARONI, Manual de Derecho Penal, op. cit., p. 416, 
(44) Ibidem, p. 414. 
(45) Ibidem, p. 415. 
(46) Citado por Jiménez de As6a, op. cit., pp. 284 y 285. 
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de libertad que se deja por el Estado y la correcci6n; y C) Los· 
privilegios. 

A su tiempo, Mezger engloba las excluyentes de antijuricidad en: 
(47) A) Las que se basan en el principio de la ausencia de inte· 
rés, que pueden ser el consentimiento del ofendido o el consent! 
miento presunto del ofendido, y B) Aquéllas fundamentadas en el 
principio del interés preponderante. Sobre estas 6ltimas, toma­
mos del autor Porte Petit el siguiente desarrollo: (48) 

Principio del interés preponderante: 

l. Deberes preponderantes: 
a) Deberes oficiales 
b) Deberes profesionales 
e) Orden y autorizaci6n legítimas 
d) Deberes de educaci6n 
e) Derecho de correcci6n 

2. Especial justificaci6n 
a) Legítima defensa 
b) Estado de necesidad 
c) Otros casos de estado de necesidad y de auto auxilio, etc. 

3. Principio general de la valuaci6n de los bienes 
jurídicós. 

Externando ya una opini6n propia la que, a su vez, fundamenta en 
los contenidos de los textos legales en ·materia de causas dé ••• 
justificaci6n, Jiménez de Ast'Ía asevera que: ''.En 1.a mayor parte -
de los C6digos hallamos éstas: 

a') Actos legítimos ejecutados en cumplimiento de un deber o • 

(47) Citado por Jim6ncz de Ast1a, op. cit., p·. 285. 
(48) Cfr. Porte Petit, op. cit., p. 494. 
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en el ejercicio legítimo de un derecho, autoridad, oficio: 

b') Legítima defensa 

c') Estado de necesidad: 

a") Por colisi6n de bienes jurídicos. 
b") Por colis i6n de deberes," ( 49) 

Son casi coincidentes las clasificaciones que proporcionan los -
autores respecto de las causas de justificaci6n que contiene el­
C6digo Penal para el Distrito Federal en materia de fuero común­
y para toda la República en materia de fuero federal. (SO) Se -­
encuentran en su artículo 15, junto con otras eximentes de incri 
minaci6n. El maestro Castellanos Tena señala seis: (51) 

l. Legítima defensa 
2. Estado de necesidad (cuando el b~~n ~alvado es de m6s va--

lía que el sacrificado) 
3. Cumplimiento de un deber 
4. Ejercicio de un derecho 
S. Obediencia jerárquica (si el inferior está legalmente obl! 

gado a obedecer), cuando se equipara al cumplimiento de un 
deber. 

6. Impedimento legítimo. 

De éstas, las .de mayor importancia son la legítima defensa y el­
estado de necesidad y a su estudio le dedican sus mayores esfuer 
zos los tratadistas. 

l. Legítima defensa. 

Esta causa de justificaci6n ha sido reconocida como tal desde --­
siempre " ••• hasta el punto de que pudo decir el escritor Geib -­
(52) que 'la legítima defensa no tiene historia' ••• " Es intere-

(49) JIMENEZ DE ASUA, op. cit., pp. 285 y 286. 
(SO) Cfr. Porte Petit, o·p. cit., pp. 495 a 497. 
(51) CASTELLANOS, op, cit., p. 187. 
(52) Citado por Jiménez de As6u, op, cit., p. 288. 
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sante el dato hist6rico sobre la legftima defensa en el sentido­
de que antiguamente se regulaba en la Parte·Especial de los C6-­
digos Penales, en lugar de la General, como hoy ocurre. 

La legitima defensa se define como una "repulsa de una agresi6n­
antijurfdica y actual por el atacado o por terceras personas con 
tra el agresor,sin traspasar la medida necesaria para la protec­
ci6n." (53) 

Fundamento de la legítima defensa es el de la preponderancia de­
intereses: el del Estado''··· de mantener inc6lumes los derechos 
y bienes jurídicos integrantes del orden social., sobre la posib! 
lidad de que se cause daño al agresor de esos derechos y, por -­
tanto, trastornador del orden p6blico, de la paz pGblica y de ~­

cuanto constituye la.m6dula, el fin y la raz6n de ser del propio 
Estado, con el prop6sito de paralizar su ataque." (54) 

Sobre la fundamentaci6n de la legítima defensa, el profesor Za-­
ffaroni (55) afirma que se ha sustentado ya desde un aspecto in­
dividual (defensa de los derechos o de los bienes jurídicos) -de 
hecho, es la opini6n contenida en el párrafo anterior- o desde -
un enfoque social (defensa del orden jurídico). El autor sostie 
ne que no hay realmente contradicci6n entre ambos aspectos y --­
que, m's bien, la legítima defensa se fundamenta en un solo pri~ 
cipio: nadie puede ser obligado a soportar lo injusto: "Se tra-­
ta de una situaci6n conflictiva en la cual el sujeto puede ac--­
tuar legítimamente porque el derecho no tiene otra forma de ga-­
rantizarle el ejercicio de sus derechos o, mejor dicho, la pro-­
tecci6n de los bienes jurídicos." (56) 

El C6digo Penal contiene la legitima defensa en los siguientes -
thminos: 

(53) CASTELLANOS, op. cit., p. 190. 
(54) Ibídem, p. 191. 
(SS) Cfr. Zaffaroni, Manual de Derecho Penal,op. cit., p. 419. 
(56) ZAFFARONI, Manual de Derecho Penal, op. cit., p. 419. 
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"Artículo 15. Son circunstancias excluyentes de responsabilidad­
pena:t: 

III. Obrar el acusado en defensa de su persona, de su honor o -­
de sus bienes, o de la persona, honor o bienes de otro, re­
peliendo una agresi6n actual, vfolenta, sin clerecho, y de -
la cual resulte un peligro inminente, a no ser que se prue­
be que intervino alguna de las circunstancias siguientes: 

Primera. Que el agredido provocó la agresión, dando causa inme­
diata y suficiente para ella; 

Segunda. Que previó la.agresión y pudo fácilmente evitarla po~­
.otros medios legales; 

·.,., j 

Tercera •. Que no hubo necesidad racional del medio empleado en -
la defensa, y 

Cuarta.· Que el daño que iba a causar el agresor era f4cilmente­
. reparable despu's por medios legales, o era notoriamente de poca 

importancia, comparado con el que causó la defensa~ 

"Se presumirá que concurren los requisitos de la legítima defen­
sa, salvo prueba en contrario, respecto de aqu'l que cause un -­
daño a quien a trav's de la violencia, del escalamiento o por -­
cualquier ot~o medio, trata de penetrar, sin derecho, a su ho--­
gar, al de su familia, a sus dependencias o a los de cualquier· -
persona que tenga el mismo deber de defender o al sitio donde·se 
encuentren bienes propios o ajenos respec~o de los que tenga la­
misma obligación; o bien lo encuentre en alguno de aquellos lug! 
res en circunstancias tales que revelen la posibilidad de una -­
agresión." 

Se observan tres grandes partes en que se estructura la fracci6n 
III del artículo 15: 
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l, El primer párrafo contiene los elementos de la legítima defen 
sa: 

a) Una defensa dable tanto en la propia persona que la ejercí· 
ta, de su honor o de sus bienes, como en la persona, honor­
o bienes de un tercero. 

b) Una agresi6n, a la cual repele la defensa~ caracterizada -­
por los requisitos de actualidad, violencia, ilicitud y de la 
que se pueda derivar un dafto. 

Con relaci6n a estos aspectos, el maestro Porte, al comentar las 
reformas de 1984 al C6digo Penal, formula algunas certeras críti 
cas: (57) 

. a) No cabe ésta contra una agresi6n inminente, pues la ley se­
refiere a la inminencia del peligro y no de la agresi6n. 

b) No se tutelan todos los bienes jurídicos, situaci6n injus·· 
ta puesto que cualquier bien o interés jurídico es defendi· 
ble. 

2. En la segunda parte, la fracci6n en comento señala cuatro ca· 
sos en los cuales, aún satisfechos los requisitos de la agresi6n 
y la defensa, la causa de justificaci6n no se presenta. El maes 
tro Castellanos (58) opina que las situaciones tercera y cuarta 
se tratan de exceso en la legítima defensa. 

3. Por último, la ley prevé, en el párrafo final de la citada -­
fracci6n III, casos en los cuales se presume iuris tantum la 
legítima defensa. 

(5 7) 

(58) 

Cfr. PORTE PETIT, Celestino, c6gigo Penal para el Distrito· 
Federal en materia de fuero com n y para toda la Rep6bl1ca• 
en maten a Je fuero.tederal, Serie tegulacion Mexicana,--· 
MGxico, Prucur:idu-:-h General de la RepGblica e Instituto -­
Nacional de Ciencias Penales, 1984, pp. 8 y 9. 
CASTELLANOS, op. cit., p. 198, 
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Dentro de lo que se denomina problemática de la legítima defensa, 
se mencionan algunas situaciones de las cuales se requiere deter­
minar si es dable o no la legítima defensa: 

a) En los casos de riña, legítima defensa recíproca y legítima­
defensa contra exceso en la legítima defensa, se afirma que­
esta causa de justificaci6n no puede presentarse, aunque por 
supuesto hay opiniones que sí admiten que puede ha~er legít~ 
ma defensa respecto del exceso. 

b) En cambio, cuando quien actúa en legítima defensa es un inim 
putable o bien en contra de éste, se entiende que sí es da-­
ble la defensa legítima. 

2. Estado de necesidad. 

Al igual que la defensa legítima, el estado de necesidad configura 
una causa de justificaci6n muy relevante. 

Según Von Liszt "El estado de necesidad es una situaci6n de peli­
gro actual de los intereses protegidos por el Derecho, en la cual 
no queda otro remedio que la violaci6n de los intereses de otro,­
jurídicamente protegidos." (59) 

Origina la fundamentaci6n del estado de necesidad, como en la le­
gítima defensa, el principio del interés preponderante, por lo -­
que se presenta aquella causa de justificaci6n solamente cuando -
el conflicto de intereses es entre dos de diferente valía y es el 
de mayor valor el que se intenta proteger; en caso contrario, es­
to es, si el de menor valor lesiona al de m~s alto valor (ejem--­
plo: la vida frente a la propiedad, no trat~ndose, por supuesto,­
de otra causa de justificaci6n), no puede aducirse la eximente --

(59) Citado por Luis Jiménez de Asúa, op. cit., p. 302. 
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de estado de necesidad, Por Último, si dos bienes de valor idén­
tico chocan, se presenta una causa de inculpabilidad mas no de -­
justificaei6n. 

Entre el estado de necesidad y la legítima defensa se han señala­
do dos diferencias fundamentales: (60) 

l. En la legitima defensa hay agresi6n y en el estado de necesi 
dad no. 

2. La legítima defensa crea una lucha entre un bien lícito y un 
interés ilícito, en el estado de necesidad se presenta un 
conflicto entre dos intereses legítimos. 

El estado de necesidad lo prevé la ley en el artículo 15: 

"Artículo 15. Son circunstancias excluyentes ·de responsabili~ad­
penal: 

IV. El miedo grave o el temor fundado e irresistible de un mal­
inminente y grave en la persona del contraventor, o la nece 
sidad de salvar su propia .persona o sus bienes, o la perso­
na o bienes de otro, de un peligro real, grave e inminente, 
siempre que no exista otro medio practicable y menos perju­
dicial. No se considerará que obra en estado de necesidad­
aquél que por su empleo o cargo tenga el deber legal de su­
frir el peligro." 

En esta fracci6n -aclara González de la Vega- se encuentran vari­
as eximentes de responsabilidad: el miedo grave lo clasifica como 
causa de ausencia de conducta, el temor fundado e i~resistible es 
una causa de ininculpabilidad, y el estado de necesidad, constitu 

(60) V~ase al respecto Castellanos, op. cit., p. 206. Véase tam-­
bién Porte Pe ti t, Apuntami.entos de la Parte General de Dere­
cho Penal, op. cit., pp. 542 y 543. 
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ye una causa de justificaci6n. (61) 

¿Cuántos .y cuáles' son los elementos del estado de necesidad? .El -
profesor Pavón Vasconc~los, fundamentando su aserto en lo. señala­
do por el articulo 15, fracci6n IV, asevera que son: (62) ' ' .. 

l. Existencia de un peligro real, grave e inminente; 
2. Que el peligro recaiga en bienes jurídicos; 
3. Que el peligro no haya sido provocado dolosamente; 
4. Que se lesione o destruya un bien protegido por el Derecho, y 
S. Que no exista otro medio practicable y menos perjudicial 

para superar el peligro. 

3. Otras ·causas de justificaci6n. 

Se encuentran en este apartado las eximentes de incriminaci6n que 
impiden la aparici6n de la antijuri~idad llamadas cumplimiento de 
un deber, ejercicio de un derecho, obediencia jerárquica e imped.!_ 
mento legítimo. 

Las dos primeras las señala la fracci6n V del artículo 15 del C6-
digo Penal: "Obrar en cumplimiento de un deber o en el ejercicio­
de un derecho consignados en la ley." Se ejemplifican estas hip~ 
tesis con el homicidio y las lesiones causadas en los deportes y -
las que resultan de los tratamientos médico-quirúrgicos. Hasta -
hace poco también era causa de justificaci6n las lesiones inferi­
das en el ejercicio del derecho de corregir, a que hacía referen­
cia el artículo 294 del C6digo Penal, ya derogado. Hoy s6lo per­
manece el 295, reformado, que amplía las penas a quien, ejercien­
do la patria potestad o la tutela, infiera lesiones a los menores 
o pupilos bajo su guarda. 

Sobre la obediencia jerhquica dispone el C6digo Represivo: "Obe-

(61) GONZALEZ DE LA VEGA, René, Comentarios al C6digo Penal, Méxi 
co, CárdAnas Editor y Distribuidor, 1981,2a,ed,pp. 37 y 3S.-
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decer a un superior legítimo en el orden jerárquico,: aun cuando su 
mandato constituya un delito, si esta circunstancia no es notoria­
ni se prueba que el acusado la conocía." (artículo :'15 ¡: fracci6n 
VII). _ /:· ':;':}(;':'·\.ii\::\\>' · 

Finalmonte, el impadimento lag!timo co~~f·~~¡@;¡];*í~~~Ü;; lo --
dispuesto en una ley penal dejando de hacér; lo qúe:':in-ahda; :por· un -
impedimento legítimo (artículo 15, fr~cc~6n:_VÜÍ). . · .. 

'.·.::.. 

El caso de exceso en el ejercicio de causas de justificaci6n, el -
C6digo Penal, que antes s6lo precisaba para la legítima defensa, -
lo amplÍa ahora: 

"Artículo 16. Al que se exceda en los casos de legítima defensa, -
estado de necesidad, cumplimiento de un deber, ejercicio de un de­
recho u obediencia jerárquica a que se refieren las fracciones 
III, IV, V y VII del artículo 15, será penado.como delincuente por 
imprudencia." 

C. La antijuridicidad y justificaci6n en el delito de intimidaci6n 

Una vez analizadas la antijuridicidad y las causas de justificaci6n 
en términos generales, habrá que ver ahora c6mo se plantea esto en­
el delito que se analiza. 

Por supuesto, como sucede en.todo delito, en el de intidimaci6n -­
la antijuridicidad de la conducta Üpica' se: afirmará cuando no 
exista en el caso concreto una causa de1u~tificaci6n, Veamos si-· 
puede plantearse alguna de ellas: 

l. Legítima defensa. 

Si atendemos a lo que establece la fracci6n I del artículo 219, 
veremos que el ~ipo exige la presencia de un elemento subjetivo 
expresado en la frase "para evitar que ésta o un tercero denuncie, 
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formule querella o aporte informaci6n •• ," Ahora bien, si es indi! 
pensable este elemento subjetivo para configurar la tipicidad y si 
la comprobaci6n de la tipicidad es afirmaci6n de la antijuridici-­
dad, mientras no se prueba alguna justificante, se estima que no -
es posible hablar de legítima defensa con respecto a la fracci6n -
I toda vez que esta causa de justificaci6n supone la inocencia de­
quien la ejercita al requerirs~ una agresi6n anterior no provocada, 
En otras palabras: si se analiza la supuesta validez de la legítima 
defensa es porque previamente se comprob6 la tipicidad de una con­
ducta intimidatoria; pero si ha sido probada la tipicidad es por-­
que en tal conducta hubo un prop6sito de lesi6n de intereses y si­
hubo ese prop6sito es que la intenci6n del agente no ha sido la de 
defenderse sino la de lesionar intereses en los términos señalados 
por el tipo. Ahora bien, si existe una agresi6n a un servidor pú-1 
blico de la cual resulte una repulsa de su parte, situaci6n que el 
agresor aprovecha maliciosamente para acusarlo de intimidaci6n, la 
comprobaci6n de los extremos de la hip6tesis: agresi6n -acorde a -
las características que la ley prescribe para que se configure la­
defensa legítima- y repulsa, no puede conducir a declarar la pre-­
sencia de esta causa de justificaci6n, sino de la atipicidad del -
comportamiento del servidor público: ese hecho nunca se adecu6 a -
la descripci6n típica y, en consecuencia, no es válido analizar la 
antijurídicidad ni su correspondiente aspecto negativo. 

Por cuanto hace a la legítima defensa en el supuesto de intimida-­
ci6n a que se refiere la fracci6n II del citado artículo 219: "El­
servidor público que con motivo de la querella, denuncia o inform! 
ci6n a que hace referencia la fracci6n anterior realice una condu~ 
ta ilícita u omita una lícita debida ••. ", es necesario analizar el 
alcance de este concepto: 

Si se afirma la antijuridicidad de una conducta típica hasta en -­
tanto se pruebe alguna causa de justificaci6n, aquélla est~ provi­
sionalmente presente en ·esta hip6tesis de intimidaci6n si lo están 
los siguientes elementos: 
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l. Que exista una donuncia, una querella o informaci6n sobre -­
delitos o conductas sancionadas en aplicaci6n· de la Ley Fede 

. ' . 
ral de Responsabilidades. : ··;,;.:·~·:. \~;~~~;J\·6 .. ;r .· .. , 

:·; ·, ' . (, •"' ..... ; ·'· .. : .. :: ... :._.; . ~ 
• :' ¡ ·. " \}.:: . .e:: .. :.:'.·:··< ·.::':><?~)'.~'}1~/t·::~.:·>::;·,;~·.,.,.', . .-'. 

2. Que con motivo de dichas· denuncfa'siquereÜ~ ~~o!:1fnfór~aci6n se 

realice una conducta i1 íci ta . º.:·s·'·~·.•·~9~~1:a·.··~?:·~!\Mf~J:~.:i~~~f.da • 
~ . : '. ' '· ,· . • 't «·' !,; .! ·, -: ' 

3 ~ Que de la conducta se derive u~~,,;l~S.i6n · de:inte:eses. 

Con la tipificaci6n de estas conductas se trata, pi¡es, .de reprimir 
aquéllas que limiten la debida administraci6n de justicia. Pero -
si, en principio, son innumerables las formas de impedir el cauce­
legal de aquel valor de la justicia, parece que debe concluirse -­
que cualquier acto u omisi6n encaminado a tal prop6sito desviad6 -
merece ser castigado. Luego, por conducta ilícita u omi~i6n líci­
ta debida debe entenderse cualquiera que, siendo prescrita por el­
orden jurídico, lesione efectivamente los int~reses del denuncian­
te, querellante, informante o los terceros vinculados a aquél. --­
Así, las violaciones penales, administrativas, civiles, laborales, 
mercantiles y todas aquéllas que realmente generen menoscabo en -­
los intereses caerían en el supuesto dél. tipo penal de intimida--­
ci6n. 

Es, como se observa, un tipo penal de formulaci6n amplísima que, -
como consecuencia, obligaría a que se afirme la antijuridicidad -­
ante la presencia de cualquier conducta ilícita que un· servidor -­
pÚbl ico cometa en los términos señalados por la ley •. Según ,ia op.!_ 
ni6n del autor de este trabajo, este tipo penal debería contener -
algún otro elemento que limite la descripci6n de la conducta. En­
los términos en que actualmente está redactado, cualquier conducta 
lesiva de bienes jurídicos del denunciante o terceros ~incluso am.!_ 
gos o quienes tienen vínculos mercantiles- podría caer en la des­
cripci6n típica. Por ejemplo: A formula una denuncia en contra de 
B, con motivo d~ esa denuncia, e, quien es servidor público y ---­
quien hab!a celebrado un contrato civil con O -a su vez, amigo de­
A-, no cumple con las condiciones pactadas en tal contrato civil -
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con D produciéndole a este Último una lesi6n de sus intereses. En 

este caso se satisfacen los ext.remos de la hip6tesis legal: 
_. 

·:.;¿ .. ',:..{:< .. .-.:,,,:.':,.-('.•· 

1. Existe una .deriilncia. >· \:,;:. ' 
.. :;·~,,·; ':.:_':<:>: ,.,. .. \:.'~;:·:.:>.-

::,.· ,;,,, • ,_1 ·•• :: ,·>.:·;·.\:'.·,_,,, 
2. La conduct'a'del sei;vido,r¡públ'ico'escon motivo de esa denun--

cia. :.> .. , 
.. '.· .. ; 

' ,. :" ;'. ·i, :<;··:,: .:~ . .. "." -'::-' 

3. La cond~cta :genera·Íé~i61f,·j'J~Í~ica:en ~ha· de·)6s·~p~sibles 
sujeto:s·.··p.~síyos''.·cie.i~~· .. ··¡~.H~Í,daci6~ •... ···)\((,::( .,:: .. </, .... ·· ... 

Veamos el ~jempi;o>¡ntroduciendo• los eleme~~i,·~.Xel cks~.::~p~esto en 
ladescrip¿{6k~ípica: . .,.,,, ,J\·:·, 

',,'·. 

Artículo 219; Comete el delito de intimid.aci6n el servidor público 
(en el ejemplo éste es C) que con motivo.de una de-­
nuncia penal (la que ha-formulado ~) OJ11ite una con- -

ducta lícita debida (el incumplimiento de un contra­
to civil) que lesiona los intereses de un tercero -­

vinculado con el denunciante por afecto (el.;tercero -
es Q; el amigo de A) · ·>. 

' ',. :. : .. ,.· ·-. •;· '' ";·) ,·¡·r::,~ .. -; ·:'.·.'·\·;····.·.·.'.·.:·:.,:.,• .•.. :.,:.·.·.~.':;,·,;.'.', ... ' .. · :···.::'_;_, 
,·,,·,,:. ,: ... ~.;:;-~)~·;.;.::¡·,·::. '"'' . ·,. :·~.c','·~. 

En nuestra opini6ri{,·er gas o 11i~6~ético<•·•e~cJa'draría 'eli~'.!~'1/~upuesto­
de la ley. . Ah~r'.~:,bi~n;: · ¿ ac~s~ :~{ E~'tado'·~p~ed~,<d~ns.id~'l'~r,' que debe 
castigarse pehai~é~t,e··~Liri~~Til~i,iini~nt~ 'de ¿;;·'~Bhtr~t;6.'~ivil -como 

:_ · ··:,. . :~.''o ... · '.-<": ::-'>J·,';, ··,, '· '; .. :.: ·- · ;: .. l·.-r- ("'.'··.l : .•. '. _, . .') .·.·~ ,._,::,.,:;·::.:,;,_ ·.,: ~ '.· .·' · ,"-. i -·.:,\;, •. · .• ·~ 

en este caso- 6iüéamerite ''porque quien 10' iricumple ·'es ·un!iérvidor 
público y r~ ha:¿~.,~"iln. ~ot'iV'o :de uria 'demih~i'a. ~ri: ccintra~:de un denun 

cianté o tercero a áquér''l:í.ncl.ll'ado? ¿de v~rdad la debida: adminis-".:' 
traci6~ de justicia debe pr'otegerse a grado tal que. c~alquier con­

ducta ilícita cometida por servidor pdblico que lesione tal valor­
debe castigarse como lo establece el artículo 219 del C6digo Penal? 
Opino que no. La redacci6n del tipo de intimidaci6n, según mi cri 
terio, es exageradamente amplia. Parece conveniente entender, por 
ello, de un modo más restringido este precepto. Si la referencia­
del artículo es a la administraci6n de justicia penal y a la que -
versa sobre responsabilidad política o administrativa de los servi 

dores públicos, podría decirse que es intimidaci6n cualquier acto-
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ilícito cometido por servidor público que lesione los intereses -
del denunciante o de terceros, pero intereses vinculados a tal -­
querella, denuncia o infórmaci6n. Aquí también cabría cual'qu'fer­
clase de ilícito pero.limitado a la lesi6n de bienes o i~t~f~~es­
relacionados con la materia objeto de la denuncia. 

•,'·: 

Regresando al punto que origin6 los comentarios anteriores;. vea-­
mos qué ocurre con la legítima defensa en esta segunda fra~ci6n -
del artículo 219. ¿Puede un servidor público actuar en legítima -
defensa habiendo cometido una intimidaci6n conforme a este supue~ 
to? SÍ es posible. Dada la amplísima redacci6n del tipo, es pos_! 
ble que en la comisi6n de alguna conducta ilícita, contraria a la 
ley, que, motivada por una denuncia o querella, lesione .. intereses 
del denunciante se dé la justificante de legítima defen~a~:~Ve~~-­
mos un ejemplo: A es denunciante y éste o un tercero a él vin_~u-. 
lado agrede a B, servidor público quien está cumpliendo un'a dil:Í.­
gencia relacionada con la denuncia, B respondp l~ agre~i6n pero -
es acusado de intimidaci6n. Creemos que la respuesta satisface -
lo exigido por la fracci6n III del artículo 15 del C6digo Penal -

para que se configure la'. ~-efensa leg!:tima. 
: '\' . ' .. ,,~-.' ~ ·. :·;.-:, . 

2. Estado de necesid;~·i/.f:f~\~).\•: : . . . 

Por cuanto hace· a éstai:'Ju'SÜfiéante; se estima que son posibles-­
hip6tesis en que:·Una~ s?n44~t:rintimi~atoria típica esté .amparada­
por el estado' de n~~e'~i'd~ff:');Jfa el 's~puesto de la primera frac~-:­
ci6n del tipo en est~<li.6.,'}p~,d~Ía dar~e.u~ caso en ·que-uri se~vi~--~: 

' ' "• . 

dar público, para ·evitar, la presentaci6ri de úná.' d~nUnéia o qúe're-
lla, y haciendo uso de vlÓfoncia físic~ o .morai i~Úmiclara:al, ~-­
presunto denunciante. Ejemplo: en contra del servidor público A, 
se ha formulado queja por la presunta comisi6n de una conducta -­
sancionada por la Ley Federal de Responsabilidades; pero A padece 
una enfermedad grave cuyo tratamiento, por costoso, Únicamente -­
podrá hacerlo e.n la instituci6n de salud pública a la que tiene -
derecho con motivo de su relaci6n de trabajo; sin embargo, esta -
relaci6n laboral se ve seriamente amenazada por la queja adminis­
trativa y se encuentra en peligro de perder su derecho al trata--
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miento, de donde su salud y tal ve: hasta la vida·resultarían --­
lesionados; ahora bien, B, otro servidor público quien conoce la­
situaci6n de A, pretendiendo ayudarlo intimida a e haciendo uso -
de violencia para evitar que éste proporcione informaci6n relati­
va a aquella queja, con lo que espera que é5ta no prospere. B, en 
consecuencia, ha cometido una intimidaci6n: por medio de la vio-­
lencia física o moral ha intimidado a una persona para evitar que 
ésta proporcione informaci6n relativa a la presunta comisi6n de -
una conducta sancionada por la Ley Federal de Responsabilidades. 
Sin embargo, este típico proceder se justifica puesto que se tra­
ta de un estado de necesidad. 

En el supuesto de la fracci6n segunda, también es posible incu--­
rrir en este delito amparado por un estado de necesidad. Dada la 
facilidad para que una conducta se acomode al tipo de intimida--­
ci6n, no es difícil la presencia de esta justificante puesto que­
el requisito para ello es que el bien jurídico que se intenta pr~ 
teger sea de mayor valor que el lesionado. Desde luego, habrá -­
necesidad de que se satisfagan los extremos que señala la fracci6n 
IV del artículo 15 del C6digo Penal. 

3. Otras causas de justificaci6n. 

Acerca de las justificantes denominadas cumplimiento de un deber­
º ejercicio de un derecho legítimos (artículo 15, fracci6n V del­
C6digo Penal), vale decir que parece difícil encontrarlas por --­
~uanto hace a la primera hip6tesis del artículo 219. El concepto 
de ilicitud, únicamente combinado con el de lesi6n de intereses -
que encontramos en el segundo supuesto, haría negar la posibilidad 
de esta causa de justificaci6n: si la conducta es ilícita no pue­
de haber sido cometida en cumplimiento de un deber o ejercicio de 
un derecho. 

Por lo que hace a la obediencia jerárquica, puede afirmarse que -
es justificante de intimidaci6n cuando habiéndose cometido el ilÍ 
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cito, el presunto responsable lo realiz6 en cumplimiento de un 
deber de obedecer la orden del superior jerárquico. Es, pues, un 
caso equiparable al de cumplimiento de un deber. 

Finalmente, la justificante de impedimento legitimo podría. darse­
en el caso de que un servidor público no declarase sobre un aspeE 
to con relaci6n al cual está obligado a guardar reserva, 

IV. La culpabilidad 

A. Concepto y estructura 

El tercero y Último elemento esencial del delito es la denominada­
culpabilidad. Al hacer los señalamientos sobre las aristas en que 
aqu6lla se presenta, deben anotarse algunas lineas acerca de lo -­
que ha sido denominado por algunos presupuesto de la culpabilidad, 
es decir: la imputabilidad, para determinar su ubicaci6n sistemáti 
ca, que seguramente variará según el concepto de culpabilidad que­
se maneje. 

Si bien la imputabilidad carece del carácter de elemento esencial· 
del ente delito -opini6n no uniforme en la doctrina-, reviste im~-. 

portancia destacada respecto del concepto y estructura de la culp! 
bilidad. 

Sobre la culpabilidad Jiménez de Asúa adelanta una advertencia: -­
"Llegamos ahora a la parte más delicada de cuantas el Derecho Pe-­
nal trata. Mientras nos hemos movido en un terreno descriptivo -­
(tipicidad), o de valoraci6n objetiva (antijuricidad), no ha sido­
preciso estimar, en la medida como desde este instante es necesa-­
rio hacerlo, la individualizaci6n. En Última instancia, nuestra·· 
disciplina es indivualizadora en alto grado, y al llegar a la cul· 
pabilidad es cuando el intérprete ha de extremar la finura de·sus· 
armas para que quede lo más ceñido posible, en el proceso de sub--
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sunci6n, el juicio de reproche por el acto concreto que el sujeto 
perpetr6." (63) 

Es, pues, la culpabilidad un tema por;; d~~m~s. de~~cado: ~l que. debe-
prestársele la mayor atenci~ri. : .i'.:'·- ··-' · ·\ 

. . . ' . ~ 

Ahora bien, ¿qu6 es la culpabilidad? En ~elaci6~ al coccépto de -
culpabilidad, en la doctrina se han maneja~o funda~~nt~lmente --­
tres conceptos: uno psicol6gico, otro normativo o mixto (propio -
del sistema causalista) y otro puram:nte normativo 1dei sisiema -
finalista); cada uno de ellos con un distinto contenido en su --­
estructura. En virtud de ~sto, los tratadistas dan noticia de -­
teorías que intentan explicar la culpabilidad. Se habli de la -­
teoría psicologista o psicol6gica de la culpabilidad de un lado;­
de la teoría normativa o normativista, de otro, y,finalmente, de­
la teoría finalista de la culpabilidad. (64) 

La primera de.ellas sostiene que '' ••. la culp~bilidad radica en -
un hecho de carácter psicol6gico, dejando toda valoraci6n jurídi­
ca para la antijuridicidad, ya supuesta; la esencia dé la culpab! 
lidad consiste en el proceso intelectual-volitivo desarrollado en 
el autor. El estudio de la culpabilidad requiere el análisis del 
psiquismo del agente, a fin de indagar en concreto cuál ha sido -
su actitud respecto al resultado objetivamente delictuoso." (65) 

Conforme al concepto psicol6gico, la culpabilidad s61o se estruc­
tura de dolo y culpa; estas dos son las especies de la culpabili­
dad y constituyen, respectivamente, el nexo psicol6gico entre el­
autor y su hecho en los delitos dolosos o en los delitos culposos. 
Para esta concepci6n, además, la imputabilidad constituy~ un. ---­
presupuesto de la culpabilidad; debe, por ello, afir~~~s~ p~evia­
mente, antes de entrar al análisis de la culpabilidad, 

(63) 
(64) 

(65) 

JIMENEZ DE ASUA, op. cit., p. 252. 
Cfr. Islas de González M., Olga y Ramírez Hernández,Elpidio, 
El Error en el ~Iodelo L6gico del Derecho Penal, en Derecho -
Penar-coñtanpcr5neo, UNAf\I, Facultad de Derecho, Mayo-Junio -­
de 1970, No. 38; ver tambi6n Zaffaroni, Manual de Derecho -­
Penal, op. cit., pp. 439 a 451; y Moreno Hern5ndez, Mois5s,­
'C'OñSTderadones Dogmáticas Político Criminales en Torno a la 
Culpabilidad, ;:::t llevista Mexicana de Justicia, No. l, Vol. 1, 
Enero-Marzo 1983. 
CASTELLANOS, op. cit., 232. 
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Jiménez de Asúa critica esta posici6n al decir: "La imputabilidad 
sí es psicol6gica; pero la culpabilidad es valorativa, puesto que 
su contenido es un reproche~ No basta en.ella ••• lo psicol6gico­
puro." (66) Al hacerlo, se inscribe entre los que profesan la teo 
ría normativa. 

Para la concepci6n normativa, la culpabililidad no es un mero ne­
xo psicol6gico, sino un juicio de reproche que se le hace al au-­
tor de una conducta antijurídica, Pero en relaci6n con-la conceE 
ci6n normativa es necesario distinguir aquella propia de los aut~ 
res causalistas y la de los autores finalistas, pues aún cuando -
en ambos casos se habla de una culpabilidad normativa, la estru~ 
tura de ésta varía. Para los autores causalistas que manejan un­
concepto ·normativo de culpabilidad, ésta está integrada por los -
siguientes elementos: imputabilidad, dolo, culpa y exigibilidad -
(así, sobre todo, Mezger)¡ es decir, está compuesta tanto de ele­
mentos psicol6gicos como valorativos, siguiendo formando parte de 
ella el dolo y la culpa. Para el sistema finalista, en cambio, -
la culpabilidad, entendida también como juicio de reproche, tiene 
los siguientes ingredientes: imputabilidad, posibilidad de conoc! 
miento o conciencia de la antijuridicidad y exigibilidad (así, -­
sobre todo, Welzel) ¡ de aquí se deriva que el dolo y la culpa ya­
na son elementos de la culpabilidad sino -como ya se ha visto --­
antes- elementos subjetivos del tipo. Por lo que, para la afirma 
ci6n de la culpabilidad en un caso concreto, cualquiera que sea -
el delito de que se trate, ello variará según el concepto que se­
maneje, Por otra parte, los contenidos conceptuales de cada uno­
de los elementos que estructuran la culpabilidad, varían también­
en uno y otro sistema. Así sucede, por ejemplo, en tratándose de 
la imputabilidad, que para los autores causalistas -ya sea que m~ 
nejen un concepto psicol6gico o uno normativo de culpabilidad- es 
la capacidad de entender y de querer, de donde se deriva que s6lo 
los imputables pueden actuar dolosamente. Para los finalistas, -

(66) JIMENEZ DE ASUA, or. cit., p. 355. 
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en cambio, la imputabilidad no es la mera capacidad de entender y 

de querer, sino una capcacidad mucho más resfringida, que .es, pr~ 
cisamente, j.a capacidad de comprender ;la. HiC:i tü~U.;de ra::·conducta-

'. .• , : : . . .:. . , ' ~· - ,·;,,,···>·:1:-.;·::.·c·. :;>·-:,2.·'.-·::;-:.-:<:·~·''.·::·.: ,'':,_,,>·. ~:.tv·._.; ... _:_.:: . ... 
y la capacidad de motivarse para actuar :d~racuerdci,f'¡·í-dicha:;'com-~-

:::::~;::~:::::;~:::~~;~:~'.::~~~~~~~1~;.~lf ~~I~.J!~r~t~~~~~:Y'._'. 
tanto, es .distirita, , ... ·, .. -- ' : '"'..' . . . -, :;.- ¡~:. ;.:::' 

__ .:,:.;-.. ;:¡~:~~: .. ~·>/~ •" 1 ·\_:,:~>·: ~--::·: .. 

Estas son, pues, las.· teorhs q'~e han explicado la culp·~~,i¡idad 
como elemento del. ente delito: •.. En la doctrina penal mek'i~~na, 
puede decirse que la. opÚii6n dominante es aquélla q~e -'s6s},iene un 

. . .. ,.' 
concepto normativo de culpabilidad, pero el concepto normativo 
que corresponde al sistema causalista, por ser el causalismo el -

que igualmente pri v~a en nuestra ciencia del Derecho. Penal; es de­
cir, prevalece la idf),a de que,)a culpabilidad se estructura de -­
imputabilidad,. dol.o;>~üipá;+.exfgibllidad ,(67); Lci propi6 sucede 
con nuestr~ jurispr~cl~~éi~ 'al' irÍterpretár sobre ·todo el contenifo 
del artículo 8 de1:d6éi'Í;gO :?erial)'o'·.<lé{'artícure(g •· ' ·' 

. .; · ... ··"···:' .. :'l'.·':" -,-,,·,· .,, .: .. · .... ·,::.. . . ' ... 

,.::<: >fJ· > ~:' ~::;< ;· ·~· 

En los text~s de···Dé;~ch¿l\ Penal ·se méncüinan · sle~pre do:s> categorías, 
· .--. ·.·· .. :·:·<:·.:::':"<_<;:\~::::}:<') · ·._ ..... ·_>;":·.·,· ...... :::·º_:'.;_·- ..... ·>" .... ·'. ·:,'..: . ..:r::· · .. -.·.:: .. ·:,.~:.·'·:;:. 

que son: .el·dolo: y;;ta:rculpa .::~Hasta :~n~.esde ·las: reformas::.de 1984 
al c6digo P,~n~1\'.ti:aYa'd6~·~i~~\~e··.d.eb~.t{~ 'sobre Í~· ~xist:enci~···de una 

tercera esp~cie :~i:ítYpre'ferinte~cionÚidad; .. aH r~ando ·.· u~o; la ne ce 
sidad. de ·a~épt~Ú:~.··:~f~~tras·q~e·pt~os·· rechazaban 1a'¡j~stura. · E; 

ta preo~upaci6n\.ha.~~u.~~~ado. resuel~a por la· ley púestb qü'e ésta -­
señala ahoi~'Ú'~··)f~s:::formas. ·~ludldas·,.'e~ ·.que s~··•·P\Jede·níariifestar-
la conduc't~:\[eü~'ti\;~;.;,; ' : •.', ':,.~.:, ' ' ' 

• - "•/ - ¡ ' ,..,•, ·:. ,.;·;.-:.- '. . • .• 

• t· :; ¡);: _;,:,: -::- ;< '. ;" ~<; \ ¡ ~-J<<:;~·.:,::.-. ~-· -
' ·.:·:-':1~:\;::J-'./.~;,;:··j ,-·:· ,·'{.! 1. .. ·.' - •· 

·pe la mate~ia:s~,:~.~1!,P,,~.n>los .af'tí~uio~·:8cL y 9o:. :reformados: 
'' ·,;_: :.~~.'.,:~<' ~:: ·;,_,: \"'\(;~\.:~:·:: ,: 

,, -·:, 

ArdcÚlo 8Ó>ios d~lit6~ pueden ser: 

r: intencion~~es; 

(67) Cfr. al respecto, Porte Petit, Apuntamientos de '1a Parte Gene­
ral de Derecho Penal, op. cit., p. 253; Pav6n Vasconcelos, --­
Francisco, Nociones de Derecho Penal Mexicano, T. II, op. cit., 
pp. 168 o 181; Carranc5 y TruJ1Ilo, RaGI, Derecho Penal Mexi-­
~·ºP· cit., pp. 225 a 228, entre otros. 
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"Artículo 9o. Obra intencionalmente el que, conociendo las cir--­
cunstancias del hecho típico quiera o acepte el resultado prohi-· 
bido por la ley. 

"Obra imprudencialmente el que realiza el hecho típico incumplie.!!. 
do un deber de cuidado, que las circunstancias y condiciones per­
sonales le imponen. 

"Obra preterintencionalmente el que cause un resultado típico --­
mayor al querido o aceptado,. si aquél se produce por imprudencia." 

Acerca de los artículos transcritos conviene hacer notar que sus­
tituyeron a dos artículos criticados por los autores en la mate-­
ria, en particular el 9o, Sobre esto 6ltimo dice el profesor ·-­
Porte Pe.tit que "Teníamos más de cincuenta años soportando con -
acopio de paciencia la'presunci6n de intencionalidad' (el artícu­
lo determinaba que 'la presunci6n delictuosa se presume, salvo -­
prueba 'en contrario', luego desarrollaba seis supuestos en los ·­
cuales -en caso de probarse- la ley presuponía la intencionali--­
dad), contenida en el primer párrafo del artículo noveno del C6di 
go Penal; presunci6n sobre la cual ha existido una constante y -­
justificada o.posici6n de un gran sector doctrinal; excepci6n he-­
cha de alguno que otro que tuvo la osadía de defenderla. Maggio­
.!!:. ha insistido en que 'es un vestigio del materialismo jurídico, 

. la m4xima: ~l dolo está dentro del hecho mismo'. Se suma a esta­
oposici6n justificada ~. al observar, que 'se ha concluido en 
la afirmaci6n de que la ausencia del dolo .debí.a ser probada por • 
el imputado, lo cual constituye un grave error, no ya desde el -­
punto .de vista de la ley de fondo, sino del procedimiento penal,­
el cual no tiene por objeto la investigaci6n de los cargos, sino· 
el descubrimien~o de la verdad'; aberraci6n jurídica que con las· 
reformas ha sido abolida del C6digo Penal." (68) 

(68) PORTE PETIT, C6digo Penal para el Distrito Federal, P• 16. 
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Conforme a la concepción psicologista o a la normativa propia del 
sistema causalista, el artículo 8 indica, como primera forma de -
presentación de la culpabilidad, a los delitos cometidos intenci~ 
nalmente, a los que la doctrina denomina "de dolo". Es decir, de 
acuerdo a esa concepción doctrinaria, el artículo 8 se refiere a­
la forma de la culpabilidad, concepción seguida, como hemos dicho, 
por la jurisprudencia. Una interpretación de acuerdo al sistema­
finalista, nos llevaría.a afirmar no que el artículo 8 ~e refiere 
a las formas o especies de la culpabilidad, sino que el artículo­
s regula las formas de realización de la conducta típica, por ser 
dolo y culpa elementos subjetivos del tipo. 

Ahora bien, ¿qué es el dolo? Jim&nez de Asda dice que éste''··· 
existe cuando se produce un resultado típicamente antijurídico,-­
con conciencia de que se quebranta el deber, con conocimiento de 
las circunstancias de hecho y del curso esencial de la relación -
de causalidad existente entre la manifestación humana y el cam--­
bio en el mundo exterior, con voluntad de· realizar la acción y -­
con representación del resultado que se quiere o ratifica." (69) 

De la definición trascrita, se observan cuatro elementbs: cons--­
ciencia, conocimiento, voluntad y representación. Villalobos --­
(70) menciona tres teorías que recargan el acento en alguno de 
los elementos del dolo: de la representación, de la voluntad y de 
la i.ntención, aclarando que son la voluntad y el conocimiento --­
aqu&llos cuyo estudio es imprescindible para entender el dolo. 

Al respecto el maestro Porte dice: "la reforma manifiesta, que -
'obra intencionalmente el que conociendo las circunstancias del - . 
hecho típico, quiere o acepta el resultadu prohibido por la ley', 
obteniéndose una magnífica fórmula del dolo, que recoge con sing~ 
lar claridad sus elementos: el intelectual, que requiere el cono­
cimiento por parte del sujeto de los elementos típicos y del ele-

(69) JIMENEZ DE ASUA, op. cit., p. 365, 
(70) V1LL.ALOBOS, op, cit., pp, 293 a 295, 
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mento volitivo o emocional, que estriba en querer o aceptar el re­
sultado, comprendiendo por tanto, el dolodirectoy el eventual." 
(71) 

No hay uniformidad doctrmaria respecto a las divers11s especies de­
dolo. Jim6nez de As6a ~firma que son: (72) dolo directo, dolo con 
intenci6n ulterior o dolo específico, dolo de consecuencias neces! 
rias y dolo eventual; Ignacio Villalobos anota los siguientes: --­
(73) dolo directo, dolo simplemente indirecto, dolo indeterminado­
y dolo eventual; Fernando Castellanos Tena (74) sigue a Villalobos. 

Del "Derecho Penal Mexicano", de Ignacio Villalobos, se sustraen -
los siguientes conceptos sobre las clases de dolo: (75) 

Dolo directo: aqu61 en que la voluntad se encamina directamente al 
resultado o al acto típico. 

Dolo indirecto: engloba a todos los demás casos en que la volun--­
tad no busca o no se propone un resultado que luego se produce. En 
esta segunda categoría se encuentran las restantes especies de --­
dolo, ~sto es: simplemente indirecto, dolo indeterminado y dolo -­
eventual •. El primero se manifiesta cuando el agente se propone un 
fin·y sabe que el acto producirá, además, otros resultados antiju­
rídicos que no persigue. Hay dolo indeterminado cuando el agente­
no se propone causar un determinado daño: el daño X, sino solamen­
te un daño, cualquiera que resulte de su conducta. Por a1timo, se 
presenta el dolo eventual cuando el agente se propone un resultado 
pero prev6 la posibilidad de que se produzcan otros diversos o ma­
yores. 

Los conceptos de dolo anteriormente proporcionados, corresponden -
todos a autores causal is tas; en la mayoría de ello.s la "conciencia 

(71) POR'fE PETIT, C6digo Penal para el Distrito Federal, pp. 17 y 
18. . - -

(72) JIMENEZ DB ASUA, qp, cit;, p. 365. 
(73) VILLALOBOS, op. cit., p. 302 y 303, 
(74) CASTELLANOS, op. cit., pp; 239 a 241. 
(75) VILLALOBOS, op, cit., pp. 302 y 303, 
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de anti.juridicidad" es un ingrediente del dolo, por lo que s6lo­
podrá afirmarse una conducta dolosa, en el caso concreto, cuando 
se determine tambi6n que el sujeto tuvo conciencia de la anti.ju­
ridicidad de su hecho. 

Para el sistema finalista, en cambio, el concepto de dolo varía: 
es el conocimiento y voluntad de realizaci6n de los elementos o~ 
jetivos del tipo, nada más; es decir, en el concepto de dolo no­
se exige la "conciencia de la anti.juridicidad", ésta está separ~ 
da del dolo y ubicada como elemen.to independiente en la culpabi­
lidad. (76) 

Por lo que hace a la culpa, considerada en sentido restringido,­
igualmente hay d.iferencia de opiniones respecto a su ubicaci6n -
sistemática y a su contenido conceptual. Para todos los autores 
causalistas, sean psicologistas o normativistas, la culpa es una 
especie o forma de la culpabilidad -así como el dolo-. Así, el­
tratadista Jiménez de As6a nos informa que" ••• existe culpa --­
cuando se produce un resultado típicamente antijurídico por fal­
ta de previsi6n del deber de conocer, no s6lo cuando ha faltado­
al autor la representaci6n del resultado que sobrevendrá, sino -
también cuando la esperanza de que no sobrevenga han sido funda­
mento decisivo de las actividades del autor, que se produce sin­
querer el resultado antijurídico y sin ratificarlo.'' .(77) 

Villalobos dice, al respecto: "En términos generales se dice que 
una persona tiene culpa cuando obra de manera que, por su negli­
gencia, su imprudencia, su falta de atenci6n, de reflexi6n, de -
pericia,. de precauciones o de cuidados necesarios, se produce -­
una situaci6n de antijuricidad t!pica no querida directamente ni 
consentida por su voluntad, pero que el agente previ6 o pudo pr~ 
ver y cuya realizaci6n era evitable por él mismo." (78) 

(76) 

(77) 
(78) 

V~ase al respecto, ZAFFARONI, Manual de Derecho Penal, op.• 
cit. ,pp. 338y339;Welzel, Hans, 'Oerechg Penal. Parte Gene---­
ral, op. cit., pp. 174 y ss. 
'JIMENF.Z DE ASUA, op. cit., pp, 371 y 372. 
VILLALOBOS, op. cit., p. 307. 
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Este mismo escritor señala a la culpa los siguientes elementos:-­
(79) un actuar voluntario, la realizaci6n de un tipo penal, el -­
no querer ni consentir la realizaci6n de aquéllo que hace que el­
acto sea típicamente antijurídico, negligencia o imprudencia, que 
el responsable haya previsto o haya podido prever el resultado y­
la posibilidad de evitar el daño. 

En el sistema finalista se hace resaltar particularmente que uno­
de los ingredientes o características esenciales de la culpa es -
la "violaci6n a un deber de cuidado", por lo que s6lo en el caso­
de que se afirme dicha violaci6n podrá afirmarse la culpa. 

La culpa se clasifica, a su vez, en funci6n de la previsi6n o re­
presentaci6n o su ausencia. Así, se habla de culpa consciente ~­
cuando"··· el agente ha previsto el resultado t!pico como posi-­
ble, pero no solamente no lo quiere, sino que abriga la esperanza 
de que no ocurrirá." (SO) 

La culpa. inconsciente es aquélla en " •.• donde no se prevé lo pre­
visible y evitable, pero mediante la cual se produce una conse--­
cuencia. penalmente tipificada." (81) 

Los delitos culposos se sancionan de conformidad a las normas con 
tenidas en el Capítulo II del Título relativo a la aplicaci6~ de­
sanciones: "Aplicaci6n de sanciones a los delitos imprudenciales­
y preterintencionales;'' La pena privativa de libertad'aplicable­
es de tres días a cinco años de prisi6n; ademis se puede imponer­
suspensi6n hasta por dos años o privaci6n definitiva de derechos­
para. ejercer profesi6n u oficio (artículo 60, primer párrafo). S! 
ñala el artículo 61 que en .los delitos culposos, las penas no ---
excederán de las tres cuartas partes de las que corresponderían -
si el delito de que se trata °fuere intencional, excepci6n hecha -

(79) lbidem, pp. 307 a 309. 
(80) CASTELLANOS, op. cit., p. 247. 
(81) Ibidem, p. 248. 
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de la reparaci6n del dafto. En caso de que al delito la ley sefial! 
se penas alternativas que incluya una pena no corporal, aprovecha­
rá esa situaci6n al delincuente por imprudencia (artículo 61, Glti 
mo párrafo). 

El Código Penal señala, dentro del mismo Capítulo, excepciones: 
"Cuando a consecuencia de actos u omisiones imprudenciales, calif.!_ 
cado~ como graves, que sean imputables al personal que preste sus­
serv.i.cios en una empresa ferroviaria, aeronáutica, naviera o de -­
cualesquiera otros transportes de servicio pGblico f~deral o local, 
se causen homicidios de dos o más personas, la pena será de cinco­
ª veinte años de prisi6n, destituci6n del empl~o, cargo o comisión 
e inhabilitación cu~ndo se trate de transporte de servicio esco--­
lar." (artículo 60). 

"Artículo 62. Cuando por imprudencia se ocasione 6nicamente daño -
en propiedad ajena que no sea mayor del equivalente a cien veces -
el salario mínimo, se sancionará con multa hasta por el valor del­
dafto causado, más la reparación de 6sta. La misma sanci6n se apl! 
cará cuando el ·delito de imprudencia se ocasione con motivo del 
tránsito de vehículos, cualquiera que sea el valor del daño. 

"Cuando por imprudencia y con motivo del trfosito de vehículos se-­
causen lesiones de las comprendidas en los artículos 289 y 290 de­
este Código, s6lo se procederá a petición de parte, siempre que -­
el presunto responsable no se hubiese encontrado en estado de ebrie 
dad o bajo el influjo de estupefacientes u otras sustancias que -­
produzcan efectos similares. 

"Lo dispuesto en los párrafos anteriores no se aplicará cuando el­
delito se c~meta en el sistema ferroviario, de tr~nsportes el6ctrl 
cos, nrivíos, aeronaves o en cualquier transporte de servicio ptJbl! 
co· federal o loc111, o transporte de servicio escolar." 
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Resta hacer mene i.6n a la denominada y deba ti.da preterintencional.!_ 
dad. A este respecto nos dice el profesor Celestino Porte Petit­
lo siguiente: "La preterintenci6n no es dolo ni culpa¡ es una su­
ma de ellos, con iniciaci6n dolosa y terminaci6n culposa. De ahí, 
su necesaria autonomía y especial sanci6n. De otra forma se con­
tribuye a cometer una iniquidad. Bien·se di-.e en el Dictamen de­
la Cámara de Senadores, que 'al incorporar el concepto de preter­
intenci6n, se pretende no sancionar como intencionales, conductas 
que realmente no lo son, que es lo que ocurre cuando el responsa­
ble del ilícito, quiere causar un del.i.to menor y ocasiona impru-· 

·dencialmente uno más grave', y congruentemente, se adicion6 una -
fracci6n al artículo 60, para que el juez pueda reducir la pena • 
hasta una cuarta parte de la aplicable, si el delito fuere inten· 
cional.'' (82) 

El autor se refiere a·l~s circunstancias e~peciales que el juzga­
dor, segdn su prudente arbitrio, debe considerar en el momento -­
de calificar la imprudencia de una conducta, además de las reglas 
generala~ que contiene el artículo 52. La fracci6n específica -­
recordada por el doctor Porte indica: "En caso de preterintenci6n 
el juez podrá reducir la pena hasta una cuarta parte de la aplic! 
ble, si el delito fuere intencional." 

Al igual que hemos hablado del dolo y de la culpa,.así como de la 
preterintenci6n, tambiGn podemos hablar de la imput~bilidad y de­
la exigibilidad, pero esto excedería los límites del presente tr! 
bajo. Sin embargo, por lo que hace a la imputabilidad, es conve­
niente señalar por lo menos lo que nuestra legislaci6n dice al -­
respecto. De la interprctaci6n que se haga del contenido de la • 
fracci6n II del artículo 15 del C6digo Penal, puede cxtlaerse lo· 
que debe entenderse por imputabilidad, resultando en efecto un ·• 
concepto más preciso que el <le la· regulaci6n anterior a la refor· 
ma. Ahora la imputabilidad será, segdn la nueva regulaci6n: cap~ 
cidad de entender la ilicitud de la conducta y capacidad de moti-

(82) PORTE PETIT, C6digo Penal para el Dist.ti!~~í!.l... p. 20. 
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varse a actuar de acuerdo a dicha comprensi6n, que está más acor­
de con lasconcepciones modernas elaboradas por la ciencia penal. 

B. La culpabilidad en el delito de intimidaci6n 

Como ha sido hecho en relaci6n con los demás elementos del delito, 
se tratará de confrontar la teoría sobre la culpabilidad .con lo -­
que la propia ley sefiala respecto ~e la intimidaci6n. _ 

Veamos, de nuevo,'la definici6n proporcionada por el C6digo, consi 
derando separadamente sus dos fracciones: 

"Artículo 219. Comete el delito de intimidaci6n: 

I. El servidor público que por sí, o por interp6sita persona, -­
utilizando la violencia física o moral, inhiba o intimide a -
cualquier persona para evitar que ésta o un tercero denuncie, 
formule querella o aporte informaci6n relativa a la presunta­
comisi6n de una conducta sancionada por la Legislaci6n Penal­
º por la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores -
Públicos." 

Por constituir la cuipabilidad el elemento final o Último del deli 
to, el análisis de un hecho para determinar si es culpable o no, -
debe suponer la previa comprobaci6n de una conducta adecuada a la­
definici6n legal y carente de causas legales que la justifiquen, -
esto es, una conducta típica y antijurídica, Luego, se procede a­
determinar si tal conducta calificada la realiz6 un sujeto con pl! 
na capacidad de entender y de querer, esto es, un imputable, para­
terminar valorando si el sujeto conocía los elementos típicos y -­

actu6 con voluntad propia; en t6rminos del sistema finalista, di-­
riamos, si tuvo la capacidad de comprender la ilicitud de su con-­
ducta y de motivarse de acuerdo a dicha comprensi6n; integrando -­
así la culpabilidad. 

En el caso de la fracci6n transcrita existe una situaci6n especial 
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consistente en que el tipo requiere que el delito se cometa con -
un prop6sito: evitar que el sujeto pasivo o un tercero formule -­
denuncia o querella o aporte informaci6n acerca de un delito o -­
una acci6n sancionada por la Ley Federal de Resporisabilidades de­
los Servidores Páblicos, La presencia de la finalidaj:f en la def_!_ 
nici6n legal exige, por tanto, que la c:onducta·,. para que sea típ_!. 
ca, se dirija a un prop6sito específico, esto es, una intenci6n. 
Ahora bien, si para que exista conducta típica 'se necesita que la 
conducta tenga una intenci6n, y si la intenci6n ~s entendida co­
mo sin6nimo de dolo y éste excluye a. la culpa, a menos que se tr~ 
te de preterintencionalidad, deberá concluirse que para la inti-­
midaci6n no es dable la especie culpa, sino solamente el dolo. 
Es, por tanto, un delito.que admite su comisi6n solamente por do­
lo mas no por culpa. Conforme a la teori~·tradicional, éste se-­
ria un problema que se analiza s6lo a nivel de la culpabilidad; -
según el finalismo, en cambio, es un problema que debe verse a ni 
vel de la tipicidad. Pero cualquiera que sea ·la postura, lo cie.! 
to es que no puede darse, en la re~lidad, ~na intimidaci6n típica 
y antiju.rídica perpetrable incumpliendo un del:xn de cuidado, que -
las circunstancias y condiciones personales le imponen al sujeto­
activo, puesto que su comisi6n necesita un proceder intencional. 
Todo lo anterior, se insiste, refi~rese a la primera hip6tesis -­
del tipo, es decir, la fracci6n I del articulo 219. 

Tampoco es posible, en este caso, la comisi6n del delito preterí!!. 
tencionalmente por las mismas razones apuntadas para negar la --­
culpa. Si la preterintenci6n se inicia con dolo y termina con -­
culpa, el hecho total.configura un ilícito a juzgar por culpa que 
llev6 en sus orígenes al agente a intentar la comisi6n de un del_!. 
to doloso pero que imprudencialmente, culposamente termin6 confi­
gurando un hecho de gravedad mayor. Esto es, el resultado final­
del hecho es culposo pero su inicio doloso. Por esto, no es pos.!_ 
ble la intimidaci6n preterintencional. 

Podría pensarse, acaso, en un hecho en el cual el servidor pábli­
co pretendiera intimidar a cualquier persona, llenindose los re·-
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quisitos de conducta típica y antijurídica, pero que resultara · 
culposamente un delito de gravedad mayor, por ejemplo, homicidio. 
De presentarse este caso hipotético, debe juzgarse como homici-­
dio preterintencional, pero no cabría hablar de intimidaci6n --· 
preterintencional. 

A su vez, la fracci6n II de la intimidaci6n dice: 

"Articulo 219. Comete el delito de i'1.timidaci6n: 

II. El servidor público que con motivo de la querella, denun­
cia o informaci6n a que hace referencia la fracci6n anterior re!_ 
lice una conducta ilícita u omita una lícita debida que lesione­
los intereses de las personas que las presenten o aporten, o de· 
algún tercero con quien dichas personas guarden algún vínculo ·• 
familiar, de negocios o afectivo." 

A diferencia de la fracci6n anterior y conforme a la interpreta· 
ci6n tradicional, ésta permite la comisi6n de la intimidaci6n ya 
por dolo, ya por culpa, ya preterintencionalmente. La hip6tesis 
que plantea esta segunda parte del artículo permite imaginar la· 
comisi6n de conductas intimidatorias culposas, como, por ejemplo, 
aquélla en la cual por negligencia de un servidor público no se 
integra cabalmente una averiguaci6n previa, de lo cual resulte una 
lesi6n en los intereses del denunciante. Ahora bien, si es dable 
la intimidaci6n culposa por lo que hace a este segundo supuesto, 
tambi~n es posible la intimidaci6n preterintencional, causando -
"un resultado.típico mayor al querido o aceptado, si aquél se -­
produce por imprudencia.". 

Muy atinada :resulta la aclaraci6n formulada por la doctora Olga­
Islas de González Mariscal: "La conducta prohibida en esta frac­
ci6n, ya está regulada, en forma n\!s' general, en la fracci6n III 
del artículo ZlS referente al Abuso (ie autoridad; además, por -­
tratarse de una conducta posterior a 'la denuncia, querella o in-

formaci6n, tambiGn está comprendida en las fracciones VII y ---

--
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VIII del artículo: 225 del Título XI dedicado a los delitos con-­
tra la admfoistraci6n de justicia." (83) 

Los artículos de referencia señalan: 

"Articulo 215, Cometen el delito de abuso de autoridad los ser­
vidore5 yúblicos que incurran en alguna de las infracciones si-­
guientes: 

III. Cuando indebidamente retarde o nigue a los particulares­
la protecci6n o servicio que tenga obligaci6n de otorga! 
les o impida la presentaci6n o el curso de una solicitud." 

"Articulo 225. Son delitos contra la administraci6n de justicia, 
cometidos por servidores públicos los siguientes: 

VII. Ejecutar actos o incurrir en omisiones que produzcan un­
daño o concedan a alguien una ventaja indebidos; 

VIII. Retardar o entorpecer maliciosamente o por negligencia­
la administraci6n de justicia." 

C. La inculpabilidad y la intimidaci6n 

Al parejo de los demás elementos, la culpabilidad cuenta con un­
rostro negativo: la inculpabilidad, esto es, las circunstancias­
que impiden la aparici6n de la culpabilidad en una conducta. 

Las causas de inculpabilidad varían según el concepto y estructu 

(83) Conferencia sobre las "Reformas al Título X del C6digo Penal 
en relaci6n a los delitos imputables a los servidores públi­
cos", dentro del Curso Marco Jurídico y Trascendencia de la­
Renovaci6n Moral en la Sociedad Mexicana, patrocinado por -­
la UNAM y.llevado a cabo en agosto de 1984. 
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ra que de la culpabilidad SQ maneje. 

l. Si se sigue un concepto puramente E!_col6gico a~ culpabilidad, 
cuyas dos especies son el dolo y la culpa, entonces las causas 
de inculpabilldad serán s6lo aquéllas que afecten esas especies. 
La teoría psicologista reconoce como causas de exclusi6n al -­
~.! y a la coa~ci6n; el prim~ro afecta el aspecto cognosciti 
vo del dolo y el segundo el aspecto volitivo. El error, a su­
vez, es clasificado en: error de hecho y error de derecho, re­
conociéndose en prinLipio s6lo al prim~ro efecto exLluyente. El 
error de hecho, por su parte, es dividido en: error de hecho -
esencial e inesencial, d~ndosele efecto excluyente únicamente 
al primero. Finalmente, al- error de hecho esencial se le cla­
sifica en vencible e invencible; si es vencible s6lo excluye.­
el dolo, pero deja subsistente la culpa, si es que la figur~ -
delictiva de que se trata admite la forma· culposa; si es inven 
cible, en cambio, entonces se excluye tanto el dolo como la -­
culpa y, consecuentemente, toda la culpabil'idad. (84) 

El profesor Villalobos, siguiendo una concepci6n particularmc~ 
te psicologista, hace notar que " ••• la culpabilidad, como el -
coronamiento que es de la construcci6n delictiva, está ausente 
siem~re que falta cualquiera de los elementos del delito; pero 
como excluyente directamente eliminatoria de la culpabilidad -
s6lo puede considerarse cuando recae sobre los factores que -­
constituyen esa culpabilidad: el conocimiento o la voluntad." 
(85) Esto significa, en primer término, que, en caso de ausen­
cia de conducta, de atipicidad o de la presencia de alguna ca_!! 
sa de justif icaci6n, es imposible que se configure la culpabi­
lidad, habida cuenta de que el análisis 16gico para determinar 
si un acto es delictuoso o no supone, al arribar al elemento cu! 
pabilidad, la comprobaci6n previa de los elemento~ que a ésti a~ 
teceden. La segunda parte del p5rrafo transcrito indica que, -
aGn tratándose de un acto típico y antijurídico, no es ésie un 
delito porqu~ rarece de alguno o de los dos factores scfialados: 

(84) 

(85) 

Cfr. Sobre esto, Islas de Gonz~lez Mariscal, Olga y Ram!1ez­
Hernández, Elpidio, El t:!rror en el modelo 16gico <lel_jJC;!recho 
l?lul.a.L, op. cit., pp. 16 a 2'l. 
VILLALOBOS, op, cit., p. 422. 
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conocimiento (elemento intelectual) o voluntad (elemento voli 
tivo), conformadores de la culpabilidad, 

En sentido parecido, precisa Castellanos Tena lo siguiente:· -
"En estricto rigor, las causas de inculpabilidad serán el 
~rror esencial de hecho (ataca el elemento intelectual) y la­
coacci6n sob!e la voluntad (afecta el elemento volitivo). Al 
go se anula o no puede integrarse, al faltar uno ~más de sus 
elementos constitutivos, Si la culpabilidad se forma con el­
conocimiento y la voluntad, s61o habrá inculpabilidad en au-­
sencia de cualquiera de los dos factores, .o de ambos." (86) 

Z. Si se manP.ja el concepto ~ivo de culpabilidad, tal como­
lo hacen los autores del sistema causalista, en cuyo conteni­
do encontramos la Imputabilidad, el dolo o la culpa y la exi­
gibilidad, entonces las causas de exclusi6n de la culpabili-­
dad serán en número mayor: las de inimputabilidad, las que e~ 
cluyen el dolo y la culpa (que son el error y la coacci6n, al 
igual que en el concepto psico16gico de culpabilidad) y las -
de inexigibilidad. (87) 

. Congruente con la teoría normativa causalista, Jim6nez de Asúa -
expresa: "Propiamente existen dos grandes causas de inculpabili­
dad: gen6ri~ una y general otra, con alcances supralegales: 

a) Error, con sus especies y variedades: 

a') De hecho y de derecho. 
b') Eximentes putativas. 
e') Obediencia jer6rquica. 

b) No exlgibilirlad de otra condui;:ta." (88) 

(S6) 
(8 7) 

(88) 

CASTELLANOS, op, cit., ~· 254. 
Cft. Sobre e~to, Islas, Olga y Ramírez, Elpidio, op. cit., 
pp, 26 a 42; ver tnmbi6n Jim6nez Huerta,Mariano, op. cit., 
pp. 299 y ss. ' 

JIMENEZ DE A~UA, op. cit., pp~ 389 y 390. 
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Jiménez de Asúa no considera, en cambio, a la inimputabilidad co­
mo causa de exclusi6n de la culpabilidad, en virtud de que anali­
za a la imputabilidad como elemento independiente, previo a la -­
culpabilidad, 

3. Para el sistema finalista, en cambio, las causas de exclusi6n­
de la cuipabilidad var!an y ninguna de ellas se refiere al do­
lo o a la culpa, en raz6n de que estos elementos son extraídos 
de ella y ubicados al nivel del tipo. Toda vez que la culpab! 
lidad en el sistema finalista tiene una estructura diferente,­
compuesta de imputabilidad, cognoscibilidad o conciencia de la 
antijuridicidad y exigibilidad, los excluyentis de ella son: 
inimputabilidad, error de prohibici6n e inexigibilidad. Al te 
ner la imputabilidad un contenido diferente, más preciso que -
el concepto manejado por autores del sistema causalista, la -­
inimputabilidad podr~ darse por la falta de capacidad de com-­
prender la ilicitud de la conducta o por la falta de capacidad 
de motivarse para actuar conforme a dicha comprensi6n. Por lo 
que hace al error, mientras que para el sistema causalista el­
.problema del error se plantea exclusivamente a nivel de la cu! 
pabilid~d en virtud de encontrarse' en 6sta el dolo y la culpa, 
para el sistema finalista dicho problema se ve en dos niveles: 
a nivel del tipo, el error que excluye el ·dolo y la culpa ---­
(error .de tipo), y a nivel de la culpabilidad, el error que -­
atenúa o excluye el juicio de reproche (error de prohibici6n). 
El error de prohibici6n recae sobre la conciencia de la antij~ 
ridicidad y afecta a la culpabilidad; si aquél es vencible, -­
s6lo atenúa el juicio de reproche; si es invencible, en cambio, 
excluye toda la culpabilidad. Finalmente, la culpabili-----­
dad se excluye por la inexigibilidad de otra conducta, situa-­
ci6n que se plantea cuando, ·existiendo capacidad de comprensi6n 
y motivaci6n (imputabilidad) y cognoscibilidad o conciencia de 
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la antijuridicidad, el sujeto no tuvo la posibilidad de actuar -
de diferente manera a como lo hizo. (89) 

Ahora bien, ¿ c6mo están reguladas las causas de inculpabilidad­
en nuestra legislaci6n penal? Al referirnos a este punto podemos­
anauzar la legislaci6n d~sde cualesquiera de las perspectivas -­
antes señaladas. Del estudio del artículo 15 del C6digo Penal -
es posible extraer aquellas circunstancias que tienen como efec­
to la exclusi6n de la culpabilidad. 

l. En primer término ~enflmos la fracci6n II del artículo 15, que 
se refiere a los casos de "inimputabilidad". así como los artícu 
los 67, .68 y 69, que establecen lo siguiente: 

"Artículo 15. Son circunstancias excluyentes de responsabilidad 
penal: 

II. Padecer el inculpado, al cometer la infracci6n, trastorno 
mental o desarrollo intelectÚal retardado que le impida -
comprender el carácter ilícito del hecho, o conducirse de 
acuerdo con esa comprensi6n, excepto en los casos en que -
el propio sujeto activo haya provocado esa incapacidad 
intencional o imprudencialmente." 

''Artículo 67. En el caso de los inimputables, el juzgador dispo_!! 
drá la medida de tratamiento aplicable en internamiento o en li­
bertad, previo el procedimiento correspondiente. 

"Si se trata de internamiento, el sujeto inimputable será inter­
nado en la instituci6n co1·respondiente para su tratamiento." 

(89) Cfr. Sobre esto, Welzel, Hans, Derecho Penal. Parte General, 
pp. 175 y ss; Islas, Olga y Ramlrez, Elpidio, El error en -­
el modelo 16gico del Derecho Penal, pp. 43 a 55; Zaffaroni, -
Eugenio RaUi, Manual de Derecho Penal, pp~ 461 a 489. 
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"Articulo 68, Las personas inimputables podrán ser entregadas · 
por la autoridad judicial o ejecutora, en su caso, a quienes --­
legalmente corresponda hacerse cargo de ellas, siempre que se -­
obliguen a tomar las medidas adecuadas para su tratamiento y vi· 
gilancia, garantizando, por cualquier medio y a satisfacci6n de­
las mencionadas autoridades, el cumplimiento de las obligaciones 
contraídas. 

''La autoridad ejecutora podrá resolver sobre la modificaci6n o -
conclusi6n de la medida, en forma provisional o definitiva, con· 
siderando las necesidades del tratamiento, las que se acredita-­
rán mediante revisiones peri6dicas, con la frecuencia y caracte­
risticas del caso." 

"Artículo 69. En ningún caso la medida de tratamiento impuesta­
por el juez penal, excederá de la duraci6n que corresponda al -­
máximo de la pena aplicable al delito. Si concluido este tiem­
po, la ~utoridad ejecutora considera que el sujeto continúa nec! 
sitando el tratamiento, lo pondrá a disposici6n de las autorida-

des sanitarias para que procedan conforme a las leyes aplica---­
bles." 

Conviene recordar·que estos cuatro artículos transcritos se en-­
cuentran entre las sustanciales modificaciones sufridas por el -
C6digo Penal en enero de 1984. 

Anteriormente, la fracci6n II del artículo 15 hablaba de estados 
de inconsciencia producto del "empleo accidental e involuntario­
de sustancias t6xicas, embriagantes o estupefacientes o por un -
estado toxinfeccioso agudo o por un trastorno mental involunta-­
rio de carácter patol6gico o transitorio." A su vez, los artícu­
los 67, 68 y 69 conformaban el Capítulo V del Título Tercero ·-· 
del Libro Primero, Capítulo que llevaba por nombre "Reclusión -­
para enfe.Jmos mentales y sordomudos"; en cambio, los articul.os-­
trascritos, hoy vigentes, integran el Cap(tulo V denominado: ---



129. 

"Tratamiento de inimputables en internamiento o en libertad", es 
decir, el nombre y el contenido del Capítulo fueron reformados. 
Se desprende de la citada fracci6n II una más precisa regulaci6n 
de lo que es la inimputabilidad; ya no se habla de "estados de -
inconsciencia", sino de "trastorno mental", que abarca tanto al­
transitorio como al permanente, así como <le ''desarrollo intelec­
tual retardado", que impiden la comprensi6n de la ilicitud de la 
conducta o la conducci6n de acuerdo a dicha comprensi6n. 

Sobre la segunda hip6tesis de inimputabilidad: el miedo grave, -
señala el mismo articulo 15 del C6digo Penal, en su fracci6n IV, 
que es excluyente de responsabilidad: "el miedo grave o el temor 
fundado e irresitible de un mal inminente o grave en la persona­
del .contraventor ••• " 

Se afirma que de las dos causas de inincriminaci6n, el miedo --­
grave configura una inimputabilidad, pero que el temor fundado-­
es una inculpabilidad. 

Por 6ltimo, debe subrayarse el que los menores de edad no son -­
imputables. Para su regulaci6n y tratamiento se expidi6 la Ley -
que crea el Consejo Tutelar para Menores Infractores del Distri­
to Federal, publicada en el Diario Oficial de la Federaci6n el -
2 de agosto de 1974. 

2. Por cuanto hace al error, el C6digo Penal se refiere a éste -
en dos artículos: 15, fracci6n XI y 59 bis, en los siguientes -­
thminos: 

"Artículo 15. Son. circun!;tancias excluyentes de responsabilidad 
penal: 

XI. Realizar la acci6n u omisi6n bajo un error invencible re~ 
pecto de alguno de los elementos esenciales que integra -
la descripci6n legal, o que por el mismo error estime el­
·sujeto activo que es lícita su conducta, 
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"No se excluye la responsabilidad si el error es vencible." 

Es el penalista Celestino Porte Petit quien nos formula algunos­
comentarios sobre esta.fracci6n adicionada: "Esta reforma que -­
adicion6 la Cámara antes mencionada (la de Senadores), revela un 
profundo co.nocimiento del problema jurídico cuestionado y de --­
nuestra realidad, porque es evidente que constituye un avance -­
legislativo penal, resolver por 'error de tipo', o sea, que un -
individuo no es responsable cuando por un error invenc.i.ble no s! 
be que integra alguno de los elementos del tipo. Seria monstruo 
so que un individuo respondiera por ejemplo, del delito de estu­
pro si desconociera la edad o el elemento normativo de castidad­
y honestidad, por un error esencial e invencible. Igualmente es 
importante la inclusi6n del 'error de licitud' o 'error de permi 
si6n•, habida cuenta que no sería humano que si un individuo --­
creyera encontrarse ante una causa de justificaci6n, por un error 
invencible, es decir, ante una legítima defensa, estado de nece­
sidad, ejercicio legítimo de un derecho, cumplimiento de un ---­
deber, se le hiciera responsable de la conducta o hecho realiza­
dos." (90) El error de licitud a que hace referencia el maestro­
Porte, es el que contiene la parte final del primer párrafo de -
la fracci6n transcrita. Este "error de licitud" configura ya el 
tema de las eximentes putativas constitutivas -de acuerdo con -­
la clasificaci6n del profesor JimGnez de As6a- de la segunda --­
forma de inculpabilidad, 

"Por eximente~ putativas se entiende -nos dice el penalista ---­
Castellanos Tena- las circunstancias en las cuales el agente, por 
un error esencial de hecho insuperable cree, fundadamente, al re~ 
lizar un hechó típico del Derecho Penal, hallarse amparado por -­
una justificante, o ejecutar una conducta atípica (permitida, li­
cita) sin serlo." (91) 

(90) PORTE PETIT, C6digo Penal para el Distrito Federal, pp. 22 
y 23. 

(91) CASTELLANOS, op. cit., p. 260. 
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Las eximentes putativas son, pues, las circunstancias fundadas -
en un error esencial de hecho insuperable que .eliminan la.culpa­
bilidad de una conducta. Caben aquí 1~; l~gítitna;,de'f~~~a 'putati­
va, el estado necesario putativo, el' <l'~b~~·y de:f~8J{b;·ú~g'ai·~·spti'­
tativos y " ••• todas las actuaciones típicas y a'ntTfÜrÍdi'd~~· :en -
donde el sujeto considera, de manera fundada, enconfrarse.:ante. -
una causa de justificaci6n." (92) 

Se presenta la legítima defensa putativa o imaginaria cuando el­
sujeto, por un error esencial de hecho,· cree ser objeto de una -
agresi6n actual, violenta, sin derecho y de la cual resulta un -
peligro inminente, pero que, en realidad, no es tal, la agresi6n 
es imaginaria, impidiéndose, en consecuencia, la configuraci6n -
de la defensa legítima en los términos señalados por la ley. Si 
bien el proceder del agente en situaci6n, falsa, de legítima 
defensa, configura una conducta típica y antijurídica no es, sin 
embargo, culpable, por carecer de la rebeldía anímica contra el­
Derecho o por no serle reprochablci su proceder. 

En el estado de necesidad putativo .t'ambiénse configura una ---­
ausencia de culpabilidad, claramente préi~nte ~i se trata de sal 
var o preservar el bien de .mayor jerarq~ía; Eri caso 'de bienes : 
de igual valor se trataría, en cambid~·d~ ~n 6aso de no exigibi­
lidad de otra conducta, y no de error esencial de hecho insuper!!, 
ble. 

Es eximente putativa, asimismo, el cumpiimiento de un deber o el 
¡-' '. . .. ' 

ejercicio de un derecho putativo o imagi~ario; · Ejemplo. de esto 
es el caso expuesto por el maestro Jiménez :de A.súa dei fraile· -­
mendicante que " ••• creyendo que 'su orden se h~yíi rec~n~cida~ - -
pide limosna. cuando. en realidad. no ~;e há e~~:eaicÍ'o' tod~vía por 
el gobierno la correspondiente licencia para que:.1os ·mendigos de 
su orden se establezcan en el país." (93). 

(92) Loe. cit., 
(93) JIMENEZ DE ASUA, op. cit., p. 404. 

" 
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El artículo 59 bis, por su parte, establece: 

"Artículo 59 bis. Cuando el hecho se realice por error; o .;ignoran 
cia invenc:ible sob~e la existencia de la Ley Penal o del alcance: 
de ésta, ~n virtud del extremo atraso cultural Y' ·ei:"i{s1iili.:i:ento • 
social del sujeto, se le podrá imponer hasta la: ciÍÚt~?~¡~t~ de -
la pena .correspondiente al delito de que se trate ~'~;fr°it~~:iento • 
en libertad, segdn la naturaleza del caso." 

El maestro Porte considera un acierto la adici6n del artículo ••• 
transcrito: "Creemos sinceramente que la soluci6n dada al proble· 
ma del error de derecho, restringiendo el apotegma 'ignorantia 
iuris non excusat' es valiente y representa una valiosa aporta··· 
ci6n a ia legislaci6n penal mexicana, con resultados benéficos -­
para el individuo." (94) 

Da noticia Jiménez de Asda de los avances logrados en materia del 
error en la dogmática alemana_: ·"La mayor parte de los tratadistas 
alemanes ·fundándose en que el C6digo penal alemán no distingue • 
entre error de hecho y de derecho- consideran que no hay funda--­
mento para mantener esa vieja y equívoca dlferencia, y postulan • 
la teoría unificadora, alguno de ellos -como.Binding- siguiendo-­
las huellas deSavigny, que decía que el error de derecho 'es un -
error de hecho, pero siempre resulta de una percepci6n inmediata· 
de los hechos'." (95) Con el prop6sito de comprobar lo asevera·· 
do, este célebre autor transcribe. las ideas precisas que, en abo· 
no a la unificaci6n o no distinci6n del error, han externado 
escritores germanos como Finger, Franz Ven Liszt y Binding. 

Pero, más adelante, afirma que el concepto de error vuelve a es~­
cindirse: "En la actualidad, como hemos advertido, se vuelve a -­
dividir el error en dos clases, que recibe cada una alejado puesto 
en la sistemática jurídico-penal: el error de tipo figura en la -

(94) PORTE PETIT, C6digo Penal para el Distrito Federal,op. cit., 
p. 21. 

(95) JIMENEZ DE ASUA, op. cit., p. 393, 



133. 

secci6n destinada al tipo de lo injusto de los delitos dolosos; y 

el error de prohibici6n, en la culpabilidad.',' (96) 
·. . ' ·.· ..... : .. _,f;</:: '• 
. '• ·. ' . ~ .. ~ . ' . 

Sobre el denominado error de prohibici6n• y~' se~hiL;hecho' referen--
cia al hablar del articulo 59 bis; se tr~ta ·del~-·,:~;~icik:<le·,.derecho-

. ·. . ' . . 
que, como ha sido expresado, configÚra no·l1na,e:dmen.fe,' pero sí -
un factor que atenúa la penalidad. 

En relaci6n a esto, vale la pena llamar la atenci6n sobre lo 9ue­
establece el artículo 15, fracci6n XI: "Realizar la acci6n u omi­
sl6n bajo un error invencible respecto de alguno de los elementos 
esenciales que integran la descripci6n legal o que por el mismo -
error estime e.1 sujeto activo que es lícita su conducta." La par­
te final del párrafo se refiere' a lo que el maestro Porte denomi­
na error de licitud o de permisi6n: por un error invencible el -­
agente cree actuar justificadamente al come~er el ilícito, situa­
ci6n a la cual la ley permite su inimpunibilidad, lo que es apli­
cable a cualquier persona. En cambio, al señalar las consecuen-· 
cias del error de prohibici6n, en el artículo 59 bis: actuar por­
error o ignorancia invencible sobre la existencia de la ley penal 
o su alcance, únicamente concede una atenuante, siempre que el -­
agente se encuentre en extremo atraso cultural o socialmente ais­
lado. Se observa, pues, una cierta contra~icci6n: el error sobre 
el alcance de la ley penal es, a la vez, una atenuante y una exi· 
mente. Cree~os que la norma ap~icable debe·ser la más benéfica al 
reo, si el error es invencible y versa sobre el alcance de la ley 
penal, se trata de una causa de inincriminaci6n no de una atenuan ·, 
te. 

3. Por Último, veamos la denominada "no exigibilidad de otra con­
ducta", en donde pueden englobarse di versas figuras, . como el es·t! 
do de necesidad inculpante. Así; dentro de· esta categoría inclu­
ye Castellanos Tena algunas formas específicas como- el temor fun· 
dado, el encubrimiento de parientes y allegados y el estado de --

(96) Ibidem, p. 396. 
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necesidad tratándose de bienes de la misma entidad, Encontramos­
todos los casos en el artículo 15 del C6digo Penal, 

El primero lo regula la fracci6n IV: 

"Artículo 15. Son circunstancias excluyentes de responsabilidad­
penal: 

IV •••• el temor fundado e irresistible de un mal inminente y -

grave en la persona del contraventor •• ," 

, La fracci6n IX del mismo artículo contiene la segunda hip6tesis: 

"IX. Ocultar al responsable de un delito, o los efectos, obj~ 
tos o instrumentos del mismo, o impedir que se averigue,­
cuando no se hiciere por un interés bastardo y no se em-­
pleare algún medio delictuoso,siempre que se trata de: 

a) Los ascendientes y descendientes consanguíneos o afi-­
nes: 

b) El c6nyuge y parientes colaterales por consanguinidad­
hasta el cuarto grado, y por afinidad hasta el segundo, 
y 

c) Los que estén ligados con el delincuente por amor, res 
peto, gratitud o estrecha amistad." 

Entre las causas de inculpabilidad también se estudia por algu-­
nos autores el problema del estado de necesidad y el de la obe·· 
diencia jerárquica. Aquí se trata de determinar cuándo el esta­
do de necesidad excluye la culpabilidad o cuándo, en una rela-·­
ci6n de jerarquía, el que obedece una orden que implica la ejec!:!. 
ci6n de un delito, por haber obedecido, no es culpable su condu~ 
ta. 
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Por lo que hace al estado de necesidad, la doctrina señala que -
éste puede fungir como excluyente de la antijuridicidad o como -
excluyente de la culpabilidad, dependiendo de la jerarquía de -­
los bienes que se encuentran en conflicto. Si los bienes son de 
desigual valor y se sacrifica el de menor para salvar al de ma-­
yor, entonces el estado de necesidad funciona como justificante; 
si son de igual valor, en cambio, y se sacrifica uno de ellos -­
~ara salvar al otro, funciona como causa de inculpabilidad por · 
;•no exigibilidad de otra conducta", .situaci6n que s6lo puede --­
plantearse en relaci6n al concepto normativo o mixto de culpabi· 
lidad de los causalistas, o en relaci6n al concepto puramente •• 
normativo de los finalistas, que es donde se habla de exigibili· 
dad como requisito para el juicio de reproche. 

El estado de necesidad se encuentra en la misma fracci6n IV del­
artículo seftalado: 

"IV •••• o la necesidad de salvar su propia persona o sus bi~ 
ries o la persona o bienes de otro, de un peligro real, -­
grave e inminente, siempre que no exista otro medio pra~ 
ticable y menos perjudicial." 

Jim~nez de Asúa señala tres condiciones para l~ presencia de una 
inculpabilidad: (97) 

l. Que exista una dependencia jerárquica entre el que manda y el 
que debe ejecutar la orden; según el autor, la dependencia de 
be derivar de la autoridad pública. 

2. Que el mandato se refiera a las relaciones habituales existen 
tes entre el que manda y el que obedece, y a su respectiva -­
competencia. 

3. Que la orden se halle revestida de las formas éxigidas por la 
ley. 

(97) Ibídem, pp. 409°y 410. 
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Castellanos Tena anota dos situaciones en las cuales la obedien­
cia jerárquica es causa de inculpabilidad: 

1. "Si. el inferior posée el poder de .:inspecci6~':\:&.~~~\"dEi's~~noce 
la ilicitud del mandato y ese de~c~nocimi~~t~/~'s·{e·~encÚil .e-

. :_ ·:.:·.:. -. . i,-,·:r:.:.:·' .. :>··::(··;"· ."\)'..,.1 .... 

insuperable, invencible, se confi~ura un~: incul~abi~idéd· 1 -

virtud de un error esencial de hecho." (98) • .,· ·: .. ;'' . 

2. "El inferior, conociendo la ilicitud del mandato. y pudiendo­
rehusarse a obedecerlo, no lo hace ante la ameniza de sufrir 
graves consecuencias; se integra una inculpabilidad en vi~t~ 
de la coacci6n sobre el elemento volitivo o emocional (seg6n 
algunos), o una no exigibilidad de otra conducta (para otros)." 
(99) 

La inculpabilidad en la intimidaci6n puede ser analizada a la -­
luz de las tres diferentes teorías recién referidas. Se intenta 
rá aplicar aquí la finalista, a fin de no extenderse en demasía, 
precisando las diferencias que anotan las causalistas, ya psico-
16gica, ya normativa. 

Una intimidaci6n típica y·antijurídica no es culpable, seg6n el­
finalismo, debido a causas de inimputabilidad,.la presencia del­
error de prohibici6n o la ine,xigibilidad· de la conducta. 

Por cuanto hace a la primera, el servidor p6blico que ha incurrí' 
do en intimidaci6n no es culpable si se encuentra en el supuesto 
de la fracci6n II del artículo 15 del C6digo Punitivo, esto es,­
si sufre un trastorno mental o un desarrollo intelectual retarda 
do. Tampoco lo es s'i se trata de un menor de edad. La inimput!!_ 
bilidad es también aceptada como excluyente de culpabilidad.por-. 
los seguidores de la teoría normativa. 

El error de prohibici6n, uno de los dos que estudia el finalismo, 
es un problema que afecta la culpabilidad, y puede ser excluyente 

(98) CASTELLANOS, op. cit., pp. 257 y 258, 
(99) Ibidem, p. 258. 
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o atenuante. En la intimidaci6n, podría aducirse este error de 
encontrarse el autor en la situaci6n prevista en la fracci6n XI 
del artículo 15 del C6digo Penal, in fine: que por un error in­
vencible aquél estime 'qtie .és .. )ícita su conducta (eximente), o -
por error vencible fat~nlJ~nt~). Por ejemplo: el servidor pÚbli 
co imputable o g~néric~~ente.C:apaz que, motivado por error inv;n 
cible, esto es, por u:n~· c~rencia de conocimiento de la antijuri-:­
dicidad de su conducta~ evite que un tercero formule denuncia. 

A su vez, el causalismo psicologista y el normativista aprecia­
rían como causa de incuipabilidad o como atenuante al error de­
hecho esencial invencible o vencible, respectivamente, pero no­
por imposibilitar el conocimiento de la antijuridicidad en ese­
hecho concreto, sino por impedir la exacta apreciaci6n de los-­
elementos constitutivos del delito. 

Por Último, la inexigibilidad de otra conducta, causa de inincri_ 
minaci6n aceptada por el finalismo y también por el causalismo -
normativista, vendría a manifestarse en la intimidaci6n si el -­
servidor público, siendo imputable y teniendo conciencia de la -
antijuridicidad de su conducta, aún así actúa debido a que no t~ 
vo posibilidad de hacerlo de diferente manera. Podría darse el­
caso, aquí, de un servidor público amenazado de sufrir graves co!! 
secuencias si no impide la presentaci6n de una denuncia, o si -

formulada ésta, no comete una ilicitud lesiva de los intereses -
del denunciante. 



La edu~aci6n es al hombre lo que 

el molde al barro: le da forma. 

Balmes 



CAPITULO CUARTO 

LA TENTATIVA Y LA AUTORIA Y PARTICIPACION 

EN LA INTIMIDACION 

I. La tentativa 

A. Concepto y delimitaci6n· 

Los autores estudian la proble~'tlca de la tentativa dentro de lo 
que se denomina vida del delito, "iter criminis", desarrollo del­
acto delictuoso, esto es, el análisis del camino que recorr.e el.~ 
hecho ilícito, que va desde el inicio de,la fase que se da en. la­
esfera del pensamiento hasta la consum~ci6n o bien el agotamiento. 

"El iter criminis , señala JimGnez de As6a, supone la investiga~­
ci6n de ·1as fases por las que pasa el delito, desde la ideaci6n -
hasta el agotamiento. Todo lo que ocurre desde que la idea nace-· 
en la mente del criminal hasta el agotamiento del delito, esto -­
es, todo lo que pasa desde que la idea entra en Gl hasta que con~ 

sigue el logro de sus afanes." (1) 

El camino que recorre el acto delictuoso lo divide la doctrina en 
dos fases: interna y externa. A su vez, cada una de Gstas se con 
forma de varias partes. El tratadista Castellanos Tena proporci2 
na al respecto el siguiente cuadro sipn6tico: (2) 

1 Idea criminosa o ideaci6n 
Fase interna De liberaci6n 

Resoluci6n 
Iter criminis 

1 · Manifestaci6n 

Fase externa 

(1) JIMENEZ DE ASUA, op. cit., p. 459. 
(2) CASTELLANOS, op. cit., p. 276. 

Preparaci6n 
Ejecuci6n (tentativa o 

sumaci6n) 
con 



140. 

Se inicia la fase interna con la idea o concepto que tiene el su­
jeto del acto delictuoso que pretende ejecutar; luego, valora --­
-tambi6n in mente-, pondera su idea y, finalmente, la acepta o --

rechaza. 
taci6n. 

"Surge primero lo que los escolásticos llamaban la ten­
La idea de delinquir aparece en la mente del sujeto. Es 

te puede rechazarla o no. En el primer caso, la idea puede vol-­
ver. El sujeto ya delibera. Piensa el pro y el contra. De esta 
deliberaci6n puede salir de nuevo rechazada la idea. _Pero puede­
determinar una resoluci6n criminal que, aun no manifestada exte-­
riormente, es capaz de sufrir dos procesos. Uno, quedar anulada­
en el agente. Otro, salir de él; por ejemplo: proponer a otro el 
robo, provocar, incitar, conspirar .... Con esto ha quedado agota­
do el proceso interno y se entra en los actos externos." (3) 

Hay uniformidad de criterio respecto de la impunidad de las ideas 
puesto que, durante su fase interna, no es posible aún hablar de­
delito ni, por ende, de pena. Los tratadistas transcriben la --­
sentencia de Ulpiano: Cogitationis poenam neme patitur, traducida 
como "nadie puede ser penado por sus pensamientos", a fin de sub­
rayar la solidez y antiguedad de la norma que prohibe la imposi-­
ci6n de pena alguna a los pensamientos "delictuosos". (4) Como -­
corolario, aquí son propias las palabras del profesor Castellanos 
Tena: "· •• la incriminaci6n de las ideas equivaldría a una radi­
cal invasi6n al campo propio de la moral, desentendiéndose enton­
ces el Derecho de su misi6n especialísima y esencial, a saber: ª! 
monizar las relaciones puramente externas de los hombres en vista 
a la convivencia y a la cooperaci6n indispensables en la vida gr~ 
garia. 11 (5) 

De conformidad con el transcrito cuadro sin6ptico del profesor -­
Castellanos, la fase externa está conformada por: manifestaci6n,­
preparaci6n y ejecuci6n. La primera etapa se presenta cuando ---

(3) JIMENEZ DE ASUA, op, cit., pp. 459 y 460. 
(4) Cfr. al respecto Castellanos, op. cit., p. 276. 
(5) Ibidem, p. 277; véase a este respecto, también, a Villalobos, 

Ignacio, op, cit., p. 449. 
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"la idea criminosa aflora al exterior, surge ya en el mundo de -
relaci6n, pero simplemente como idea o pensamiento exterioriza-­
do, antes existente s6lo en la mente del sujeto.'' (6) 

Welzel, a este respecto, expresa que s6lo los actos externos son 
incriminables, sin embargo "no todo hacer en que se transforma -
la decisi6n mala es ya un delito. Delito es la lesi6n socialmen 
te intolerable que choca especialmente con el orden de la comun! 
dad. No siempre se transforma la decisi6n inmediatamente en tal 
comportamiento, sino que muchas veces antecede a este Último un­
hacer que s6lo prepara el hecho propiamente reprobable." (7) El 
autor citado procede, luego, a ejemplificar con actos externos -
no incriminables. Sin embargo -afirma- también hay excepciones. -
en que los actos preparatorios se castigan debido a la protec--­
ci6n de bienes especialmente importantes. En nuestro Derecho --

~ Penal tenemos los siguientes casos_, por ejemplo: invitaci6n a ·-
una rebeli6n (art. 135, fracci6n I), incitaci6n para cometer el­
delito de sedici6n (art. 130) o el de motín (art. 131), la cons­
piraci6n (art, 141) y las amenazas (art, 282), 

El maestro Jiménez de Asúa denomina la manifestaci6n con el nom­
bre de "resoluci6n manifestada" y sitúa a esta etapa -junto con­
el delito putativo- en un sitio intermedio entre la fase interna 
y la externa. Este autor estudia dos formas de resoluci6n mani-
festada: la ~onspiraci6n y la proposici6n, de las que asevera -­
que "no hay otro remedio técnico que considerarlas como resolu-­
ciones manifestadas, porque no se trata de actos preparatorios, 
ni de tentativa, y como tales resoluciones manifestadas, s61o -­
exéepcionalmente se las puede considerar punibles y Únicamente -
por vía de precauci6n." (8) Sin embargo, el considerar la "reso­
luci6n manifestada", como una etapa diferenciable en el iter cri­
minis no es la opini6n dominante; la mayoría de autores hablan -
de la etapa externa, por lo general, a partir de los actos prep! 
ratorios. 

(6) CASTELLANOS, op. cit., p. 277. 
(7) WELZEL, HANS, op. 'Cit., p. 190. 
(8) JIMENEZ DE ASUA, op. cit., p. 465. 
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La etapa de la preparaci6n o de los actos preparatorios se inte-­
gra por los actos "··· que no constituyen la ejecuci6n del delito 
proyectado, pero que se refieren a este delito en la intenci6n -­
del agente, que tiende así a preparar su ejecuci6n."~(9) •.. 11Los -­
act~s preparatorios ~e caras;terizan por ser de naturale·z.a .inocen­
te en sí mismos y pueden realizarse con fines lícitos O-~eiictuo-.. 
sos; no revelan de manera evidente el prop6sito, la d~cis{6n de -
delinquir." (10) 

Esta calidad de "inocencia" de los actos preparatorios ha impedi­
do que se les pueda distinguir diáfanamente de la tentativa: "En­
la práctica,,, el empeño de separar de manera cierta y definida -
esos actos preparatorios de lo que debe entenderse por la ten~ati 
va, ha tropezado con dificultades insuperables." (11) El maestro­
Villalobos, reci~n transcrito, en apoyo a sus palabras, reseña -­
brevemente los esfuerzos de los juspenalistas para lograr una el~ 

ra distinci6n entre los conceptos de preparaci6n y tentativa, (12) 
y nos habla de quienes intentaron diferenciarlos en funci6n de la 
mayor o menor cercanía de los actos respecto de la realizaci6n -­
del tipo penal; otros creyeron que la diferencia está en el caráE 
ter equívoco de los actos preparatorios; unos más hicieron refe-­
rencia. al "principio de ejecuci6n11

, como distintivo de la tentati 
va; 6sta, para algunos otros, se refiere al ndcleo del tipo, o -­
bien ataca el bien jurídico protegido o la esfera jurídica de la· 
víctima. En la doctrina penal pueden distinguirse criterios obj~ 
tivos, subjetivos o mixtos para delimitar actos preparatorios de­
actos ejecutivos, de cuyo seguimiento resultan bases para aceptar 
o no la punibilidad de la llamada tentativa inid6nea o delito --­
imposible. (13) 

(9) Ibídem, p. 471. 
(10) CASTELLANOS, op. cit., p. 278. 
(11) VILLALOBOS, op. cit., p. 454. 
(12) Ibídem, pp. 454 y 455. 
(13) Cfr., a este respecto, Jescheck, Hans-Heinrich, Tratado de -

Derecho Penal. Parte General, Barcelona, España, Bosch, Casa 
Ed1tonal, S.A., 1981, T. II, pp. 722 a 729; Zaffaroni, ---­
Manual de Derecho Penal, op. cit., pp. 530 a 535; Welzel, --
Derecho Penal. Parte General, pp. 190 y ss.; Maurach Rein­
hart, Tratado de Derecho Penal, Barcelona, España, Edlciones 
Ariel, 1962, T. II, pp. 175 a 181. 
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En lo que no parece existir divergencias doctrinales es sobre la 
no incriminaci6n de los actos preparatorios: "En la prktica se­
ofrecen hechos que sirven de argumento a favor de la punibilidad 
de los actos preparatorios; pero la máxima legalista y la nega-­
ción de la analogía hacen que sea preferible, en nombre del Der~ 
cho penal liberal, no castigar tales acciones." (14) Es decir,­
en términos generales es inaceptable la punibilidad de los actos 
preparatorios; sólo excepcionalmente y por raz;ones de ..pJlÍtica -­
criminal es que se admite en los códigos que meros actos prepar! 
torios sean elevados a la categoría de delitos. 

La etapa final de la fase externa del iter criminis es la ejecu­
ción, que puede ofrecer dos diversos aspectos: tentativa y cons~ 

maci6n. Se da la consumación cuando la ejecución reúne todos -­
los elementos genéricos y específicos del tipo legal. (15) La -­
tentativa, en cambio, se da cuando, rebasada la etapa de los ac­
tos preparatorios, hay ya un principio de ejecuci6n de la acción 
descrita en la ley o la realiz;aci6n total de los actos ejecuti-­
vos necesarios para la consumación, pero ésta no se logra ya sea 
por causas ajenas al querer del sujeto, o por causas provenien-­
tes de su voluntad; con lo cual se abarca tanto la tentativa ina 
cabada y la acabada, la punible y la impune. (16) 

El C6digo Penal del Distrito Federal nos proporciona un concepto 
de tentativa, pero s6lo hace referencia a la tentativa punible. 

Hasta antes de la reforma al C6digo Penal publicada en el mes de 
enero de 1985, el artículo 12 establecía: "Articule 12. La. ten­
tativa es punible cuando se ejecuten hechos encaminados directa­
e inmediatamente a la realizaci6n de un delito, si éste no se --

(14) 

(15) 

(16) 

JIMENEZ DE ASUA, op. cit., p. 474. Cfr. también Maurach, op. 
cit., pp.168 y 169. 
Cfr. al respecto, Castellanos, op. cit., p. 279; véase tam­
bién Welzel, Hans, pp. 191 y ss. 
Cfr. sobre esto, Zaffaroni, Manual de Derecho Penal, op. -­
cit., pp. 172 a 175. 
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consuma por causas ajenas a la voluntad del agente." .Sobre esta 
regulaci6n, Pav6n Vasconcelos ha hecho un estudio en donde nos -
muestra un análisis muy amplio de la tentativa tanto ~~ .. ';us as~-· 

•• , >¡, _;·. ·:,. 

pectes te6Tico, la legislaci6n y la opini6n de la cort~:~\Jl 7) 

En relaci6n con el contenido original de este articulo, el trat! 
dista Villalobos asienta que "en realidad se tiende· hoy a redu-­
cir la importancia de las antiguas distinciones nominales, consi 
derando que todo acto externo que se encamine a la realizaci6n-­
de un tipo penal puede llamarse 'tentativa' y s6lo interesa dis­
tinguir en qué momento es punible; por eso nuestro C6digo se li­
mita a declarar cuándo la tentativa es punible, aunque ajustán-­
dose a la doctrina primitiva de los prácticos italianos que se-­
basaba en la proximidad o inmediatez de los actos efectuados ••• " 
(18) 

A raíz de la reforma operada al artículo 12 (decreto de refor--­
mas publicado el 14 de enero de 1985, inicio de vigencia el 13 -
de febrero de 1985), la f6rmula queda como sigue: 

"Articulo 12. Existe tentativa punible cuando la resoluci6n de­
cometer un delito se exterioriza ejecutando. la conducta que deb! 
ría producirlo u omitiendo la que debería evitarlo, si aquél no­
se consuma por causas ajenas a la voluntad del agente." 

En esta nueva regulaci6n, el legislador pretende adoptar un cri­
terio más avanzado en torno a la tentativa, en el que se destaca 
un elemento subjetivo o interno (resoluci6n delictiva) y el ex-­
terno que se refiere ya a la realizaci6n de la conducta en el -­
mundo exterior, abarcando tanto a la tentativa en los delitos de 
acci6n como a la tentativa en los delitos de omisi6n. Fue éste-

(17) Cfr. Pav6n Vasconcelos, Francisco, Breve ensayo sobre la -­
tentativa, M~xico, Editorial Porrúa, 1982, 3a. ed. 

(18) VtttAtosos, op. cit., p. 456. 
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el prop6sito que plante6 la iniciativa de reformas, a este respe~ 
to, al asentar que con los cambios se pretende "mejorar el con--· 
cepto técnico de la tentativa punible, por una parte, y proteger· 
a las potenciales víctÍ~a~>de los delitos, por la otra." 

No obstante lo anterior, nuestro C6digo sigue centrando la aten·­
ción en la punibilidad de la tentativa. Pero ¿por qué se castiga 
la tentativa si no hay un resultado adecuado a la desc_ripci6n -·· 
legal de algún delito? 

La tentativa es incriminable, seg6n la opinión dominante en la ·­
doctrina, porque pone en peligro el bien jurídico tutelado. Así, 
Castellanos Tena señala que "el fundamento de la punición en la · 
tentativa es el principio de efectiva violación de la norma pe-·­
nal, al poner en peligro intereses jurídicamente tutelados." (19) 

Por supuesto, la tentativa se penaliza con sanciones menos gra-·­
ves que la efectiva consumaci6n del delito: el artículo 63 del -­
Código Penal establece al respecto: "A los responsables de tenta· 
tivas punibles se les aplicar~, a juicio del juez y teniendo en • 
consideraci6n las prevenciones de los artículos 52 (reglas gener~ 
les para aplicar sanciones) y 59 (hasta enero de 1985, este artí­
culo establecía la obligaci6n de imponer la pena mayor en caso de 
que un delito se considere bajo dos o más aspectos, con sanciones 
diversas, sin embargo, el artículo fue derogado por considerarse­
incquitativa la soluci6n que daba el artículo al problema de la -
concurrencia de normas; para efectos de la tentativa, si bien el· 
artículo 63 no lo menciona, debe considerarse, en cambio, el 51,· 

que sufri6 una adici6n importante tambi6n en enero de 1985), has· 
ta las dos terceras partes de la sanci6n que se les debiera impo­
ner de haberse consumado el delito, salvo disposici6n en contra·· 
rio." 

(19) CASTELLANOS, op. cit., p. 280. 



146. 

Toda vez que la tentativa punible requiere la no consumaci6n del 
hecho típico por causas ajenas a la voluntad del agente, supone 
la voluntad previa de éste para cometer el delito y, por tanto,­
s6lo es dable la conducta como tentativa cuando ha existido el -
prop6sito de ejecutar el hecho típico, esto es, cuando hay dolo. 
Esto conduce a afirmar que no hay tentativa en delitos culposos, 
puesto que en ~stos nunca hubo la voluntad de ejecutar un delito. 

Conforme a la regulaci6n anterior a la reforma, también se inte! 
preta de la lectura del artículo 12 que cuando el delito no se -
consuma a consecuencia de la propia voluntad del agente, la ten­
tativa no debe ser castigada. Así, Villalobos escribía: "Por -­
supuesto hay casi unanimidad legislativa y doctrinal en cuanto a 
·convenir en que la no consumaci6n, en una tentativa punible, ha­
de provenir de causas que no sean la propia voluntad del agente, 
pues cuando éste desiste por propio impulso y se abstiene de -­
llevar a cabo dicha consumaci6n, a más de las razones criminol6-
gicas que rechazan la punibilidad existe la conveniencia políti­
ca de mantener abierto hasta el Último instante aquel 'puente de 
oro' que permite la retirada y aun invita a ella a quienes se -­
ven abocados al delito." (20) 

Con la reforma, en cambio, el artículo 12 regula ahora de manera 
expresa la problemática del desistimiento, al establecer en su -
segundo párrafo: "Si el sujeto desiste espontáneamente de la ej~ 
cuci6n o impide la consumaci6n del delito, no se impondrá pena -
o medida de seguridad alguna por lo que a éste se refiere, sin -
perjuicio de aplicar la que corresponda a actos ejecutados u omi 
tidos que constituyan por sí mismo delitos." 

Resta por hacer referencia a dos c~nceptos que los tratadistas -
analizan en el capítulo de la tentativa: el delito putativo y el 
delito imposible. 

(20) VILLALOBOS, op. cit., p. 472. 
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Del primero de ellos, se afirma que"··· s6lo hay delito putativo 
o imaginario cuando el agente supone delictuoso el acto, sin ---­
serlo legalmente en los términos en que fue concebido por su ----­
autor ••• " (21) El maestro Jiménez de Asúa expone dos ejemplos de 
este tipo de delito, del cual señala que también se le denomina -
"error al revés~': (22) el de un español que en país extranjero -­
porta un arma y cree estar cometiendo delito porque en España es­
ilegal la portaci6n de armas, sin saber que en el país en que se­
encuentra no lo es; y el de los muchac~os que creen err6neamente­
que cometen estrupo cada vez que yacen con mujer virgen menor de­
edad aunque mayor de 16 años, aunque no le prometan matrimonio, 
caso en el que el autor señala no se dan los elementos del tipo. 

El delito putativo, como no es delito, no es sancionable ni, por­
consecuencia, tampoco lo será una supuesta tentativa de él. 

Al igual que el putativo, el delito imposible' es también un caso­
en el cual el hecho ilícito no logra su consumaci6n, pero"· •• no 
se realiza la infracci6n de la norma por imposibilidad material,­
por inidoneidad de los medios empleados o por inexistencia del -­
objeto. del delito." (23) Ejemplos de delito imposible que anotan­
los tratadistas son: proporcionar azúcar en lugar de veneno con -
el prop6sito de homicidio, administrar un abortivo a mujer no --­
embarazada o disparar sobre un.cadáver creyendo que es un hombre­
vivo, para matarle o herirle. 

Algunos autores sostienen que el delito imposible no debe ser ---. 
castigado, mientras que otros opinan lo contrario, 

Regulan el delito imposible, entre otros, los C6digos de Guanaju! 
to y Veracruz; el Anteproyecto de C6digo. Penal tipo de 1983 tam--­
bién contiene disposiciones sobre el delito imposible o tentativa 
inid6nea. 

(Zl) Ibídem, p. 459. 
(ZZ) JIMENEZ DE ASUA, op. cit., p. 469. 
(23) CASTELLANOS, op. cit,, p. 281. 
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B. Clases de tentativa 

Se a.firma que la tentativa puede manifestarse de dos maneras: -­

inacabada~ que es· aquélÍ~'/e~;ia cUai el sujeto activo no lleva a 
·éabotodos .lo's aCtos'n·~d~;~~ti~s para ejecutar el delito, y-----

~cab~da1 en :i'a-,qu~.-h~bÍ~~do sido ejecutados todos los actos pa­

ra la consum~Ú6ri:cié'l dEliito, -hta no se manifiesta ya sea por -

motivos aj'e~bs:.a-la:voluntad del agente o por motivos _provenien-. ,_ . ·. . ,•, ,. 

tes. de esa voluntad •. i•se 'habla de tentativa acabada o delito --­
.. frustrado. c~ando el agente emplea todos los medios adecuados pa­

ra ·cometer el -delito y ejecuta los actos encaminados directamente 

a e~e fin, pero el resultado no se produce por causas ajenas a -

s'u volun.tad, En la tentativa inacabada o delito intentado, se -

··verifican los actos tendientes a la producci6n del resultado, P! 
ro por causas extrañas, el sujeto omite alguno (o varios) y por­

eso el evento no surge,,," (24) 

Advierten los doctrinistas que deben distinguirse los conceptos­

d_e tentativa acabada y delito imposible. En éste, como ya fue_ -

dicho, el fin delictuoso no se obtiene porque no era posible ---

. iograr tal prop6sito, ya por los medios empleados -ingenuos,- in~ 
ficaces, torpes- o por inexistencia del objeto del delito, :es"i:O~ -

. es~ el agente nunca hubiera podido ejecutar el ilícÜo por~~e· .. su. . . ' . ' . ' ....... ·.·,:.,~ . ". . . 
conducta contenía en sí misma. los elementos del fracaso; .·.En'•'cam 

bio, en la tentativa acabada sí era dable la reaÚz~ci6~ i~i:~~t! . 
. ·. ·,''-'• 

da pero causas ajenas a la· intenci6n d_el suj e.to \iJÍtpidieron: el .. 

éxito pretendido, '; .. 

El C6digo Penal vigente no distingue grados.en la tentativa y 
opta por la soluci6n propuesta transcrita. 

C. La tentativa en la intimidaci6n 

Como ha sido hecho en el capítulo anterior para el efecto de mo~ 

trar la aplicaci6n de la teoría sobre los elementos que confor-­

man el concepto delito en el de la intimidaci6n, aqui también se 

(24) CASTELLANOS TENA, op. cit., p, 280. 

:, ;; 
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estima necesario volver a transcribir la definici6n legal que el 
C6digo Penal proporciona sobre este hecho ilícito. 

"Articulo 219. Comete el delito de:·iii'tilriÚaci.6n: 
. ~ •', 

r. El servidor público que por si, o por interp6.sita p~rsona, -
utilizando' la violencia física o moral, inhiba. 6: intimide -
a cualquier persona para evitar que ésta o un terce.ro denu!! 
cie, formule querella o aporte informaci6n relativa· a la -­
presunta comisi6n de una conducta sancionada por la Legisl! 
ci6n Penal o por la Ley Federal de Responsabilidad~~ dci los 
Servidores Públicos, y 

II.El servidor público que con motivo de la querella, denuncia 
o informaci6n a que hace referencia la fracci6n anterior -­
realice una conducta ilícita u omita una licita debida que­
lesione los intereses de las personas qu~ los presenten o -
aporten, o de algún tercero con quien dichas personas guar­
den algún vínculo familiar, de negocios o afectivo". 

La aplicaci6n de las ideas expuestas en los apartados A y B de -
este capitulo nos conduce a asentar lo siguiente: 

Los hechos que cometiere el ejecutor de una intimidaci6n en gra­
do de tentativa, deberán quedar encuadrados en los q.ue se ha de­
nominado actÓs ejecutivos o de ·ejecuci6n, que conforman la etapa 
final de la fase externa del iter criminis. C~alquier conducta­
que no se acomode a esta etapa no podrá ser calificada como ten­
tativa de intimidaci6n: ni la idea original, ni la ponderaci6n -
que el agente hiciera de su prop6sito inicial, ni la decisi6n -­
de cometer la intimidaci6n, esto es, las tres etapas que confor­
man la fase interna del camino del delito; tampoco son tentativa 
las dos primeras partes componentes de la fase externa: la mani 
festaci6n exterior de una intenci6n o prop6sito de intimidar ni­
los actos preparatorios que pudieran darse. Queda, entonces, --
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aplicando lo prescrito por el articulo 12 del C6digo Represivo, -
la conducta ejecutada u omitida que debería producir o evitar la 
realizaci6n de la intimidaci6n. 

¿Cu~les son los hechos que pueden reputarse como tentativa en la 
intimidaci6n? ·Debe responderse que cualquiera que signifique -­
exteriorizaci6n de una resoluci6n, que constituya por lo menos -
principio de ejecuci6n o de omisi6n ¿3 la conducta que debería -
producir el ilícito. 

Ejemplo hipotético de tentativa de intimidaci6n adecuado a la -­
descripci6n de la fracci6n primera del artículo 219, puede serlo 
el de un servidor público que concierte con un tercero para qué­
éste acuda ante la persona que presentará querella o denuncia a­
fin de intimidarlo, sin presentarse el presunto ejecutor de la -
conducta inhibitoria por razones ajenas al s~rvidor público; o -
bien que el servidor público, por sí mismo, elabore un escrito -
intimidante, y lo envíe al sujeto pasivo, sin que éste lo reciba 
por causas extrañas al remitente. 

Del supuesto contenido en la fracci6n segunda referido a una ac­
ci6n ilícita, podría calificarse de tentativa de intimidaci6n la 
sustracci6n de un documento probatorio relacionado con la denun­
cia del sujeto pasivo, con el inimo de su posterior destrucci6n, 
o el acuerdo entre un servidor público y el presunto responsa--­
ble, "acusado" en una denuncia o querella, a fin de que ilícita­
mente se entorpezca o retrase la investigaci6n e integraci6n de­
la averiguaci6n previa correspondiente, sin que se logre la comi 
si6n de la conducta indebida. Por lo que hace a la comisi6n por 
omisi6n de esta misma fracci6n II del artículo 219, es posible -
calificar de tentativa de intimidaci6n cu~lquier omisi6n de con­
ducta licita debida atribuible a servidor público, siempre y cua~ 

do no se haya producido, a consecuencia de tal omisi6n, una le-­
si6n jurídica en los intereses del sujeto pasivo del delito. 
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II, La autoría y la participaci6n 

A. Concepto y delimitaci6n 

Se estudia el problema de la autoría y la participaci6n cuando -
se analizan las conductas delictuosas que se cometen por un núm~ 
ro mayor de sujetos activos que los exigidos por el tipo penal. 
Si éste es unisubjetivo, como el homicidio, y en su ef ecuci6n co 
laboran dos o más sujetos, será necesario determinar el grado y­

forma de intervenci6n de los agentes; pero esa exigencia está -­
también presente si el delito es plurisubjetivo, por ejemplo el­
adulterio, y la ejecuci6n se da con la participaci6n de un núme­
ro mayor de sujetos que los requeridos en la descripci6n legal. 
Se trata, pues, de un concurso de personas, en tratándose de un­
solo delito. 

El análisis de este tema se dirige a precisar la responsabilidad 
de las personas que intervienen en la ejecuci6n de un ilícito -­
penal. Se encuentra regulado por los artículos 13 y 14 del C6-­
digo Penal. Antes del análisis de estos preceptos legales es -­
indispensable, sin embargo, tomar nota de los aspectos más dest~ 

cados que la doctrina ofrece en referencia a estos asuntos. 

El intentar dar respuestas a las preguntas de quién es responsa­
ble por la comisión de un delito, o por qué se es responsable de 
él, ha desembocado en la generaci6n de teorías diversas acerca -
de la esencia de la participaci6n. Señalan los autores que tres 
teorías son las de mayor importancia para delimitar los autores­
de los partícipes: de la causalidad, de la accesoriedad y de la­
autonomía. 

La primera asevera que es responsable de un ilícito penal todo -
aquél que contribuye a formar la causa del hecho delictivo: 
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"Para Von Buri, la verdadera liga de uni6n entre los partícipes -
en el delito, que los hace responsables, es su concurrencia para­
la causaci6n del hecho penalmente tipificado." (25) Esta teoría -
no permite realmente delimitar al autor del partícipe, pues a to­
dos trata de igual manera, de ahí que haya sido rechazada. 

La teoría de la' accesoriedad, en cambio, diferencia ya entre au-­
tor y partícipes¡ aquél es quien efectivamente realiza los hechos 
u omisiones que encuadran en la definici6n típica, éstos son sol! 
mente accesorios de una conducta principal. Esta es la teoría -­
que en la actualidad encuentra mayor aceptaci6n en la doctrina. 
(26) 

Finalmente, la doctrina de la autonomía formula una tesis en la -
que distingue, separa totalmente las conductas de los diversos -­
codelincuentes que intervienen en el mismo hecho. En realidad, -
aquí se llega al extremo de desaparecer la participaci6n puesto -
que cada uno de los infractores comete con su conducta un delito­
individual, diverso de los que resultan del comportamiento del -­
resto, tratándose del mismo ilícito~ 

De los planteamientos formulados por las doctrinas asentadas, se­
presenta la cuesti6n a responder: ¿quién es autor y quién partíci 
pe en un delito? No todas las conductas concurrentes deben ser -
castigadas con la misma penalidad; no es lo mismo realizar un --­
acto que ayudar a su preparaci6n o ejecuci6n, o incitar o indu--­
cir a su realizaci6n. La determinaci6n precisa del grado y modo­
de participaci6n conduce a la fijaci6n de la responsabilidad indi 
vidual y de su graduaci6n. 

Podría decirse que autor es la figura principal, es quien por sí­
mismo, directamente ejecuta los hechos u omite las conductas a -­
que está obligado, descritas en la definici6n típica; pero tam---

(ZS) Ibídem, p. 284. 
(Z6) Sobre este particular, cfr. Zaffaroni, Manual de Derecho Pe· 

nal, op. cit., pp. 494 a 496; Jescheck, op. cit., pp. 890 y 
SS: 
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bién es autor quien es causa psicol6gica del injusto típico. De 
aquí result~ que en la doctrina mexicana se hable de autor mate­
rial y de autor intelectual; tamb.ién se dice que hay autor i,nme­
diato y autor mediato, caso este áltimo en el cual es indirectn­
la autoría pues se verifica a través de otro. 

A su tiempo, el partícipe se manifiesta en aquél que auxilia, -­
colabora, o determina a la ejecuci6n del ilícito pero que no lo -
ejecuta directamente; su conducta es accesoria y no principal. 

Para la distinci6n entre autor y partícipe, la doctrina penal g~ 
neral ha dado origen a diversas teorías diferénciadoras, entre -
las que destacan las siguientes: a) teoría subjetiva, conforme­
ª la cuál autor es aquél que tiene el animus auctoris y quiere -
el hecho como suyo, y partícipe el que tiene el animus socii y -

quiere el hecho como de otro; b) teoría formal objetiva, que se­
ñala que autor es aquél que realiza total o parcialmente la ac-­
ci6n descrita en la ley, mientras que partícipe el que s6lo pre! 
ta una ayuda o determina a su ejecuci6n; c) teoría final objeti 
va o del "dominio del hecho", que es propia del sistema finalis­
ta, seg6n la cual autor es aquel que en el caso concreto tiene -
el "dominio del hecho", mientras que el partícipe (c6mplice o -­
instigador) no tiene el dominio del hecho, pero interviene auxi­
liando o determinando a aquél que sí lo tiene y que lleva a cabo 
el hecho típico. (27) Dependerá del criterio que al respecto se 
siga, que en los casos concretos pueda determinarse quién es --­
autor y quién partícipe y se pueda distinguir entre un coautor y 

un c6mplice o entre un autor mediato y un instigador. La teoría 
que mayor aceptaci6n ha encontrado en la doctrina penal moderna­
es precisamente la del "dominio del hecho", por resolver más ade 
cuadamente los problemas que se plantean en la realidad. 

(27) Cfr. al respecto, Zaffaroni, Manual de Derecho Penal, op. 
cit., p. 496; Jescheck, op. dt., pp. 897 a 900; Welzel, 
Hans, Derecho Penal. Parte General, op. cit., pp. 105 y ss.; 
Maurach, op. cit., pp. 307 a 312. 
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Ahora bien, por lo que hace a la regulaci6n del problema en nue! 
tra legislaci6n, en su "Derecho Penal Mexicano" el maestro Vill~ 
lobos refiere la distinci6n que precisaba al respecto el C6digo­
Penal de 18 71, el que "ajustándose a la técnica predominante en­
su época, distingui6 varios grados de participaci6n, señalando-­
sep'aradamente: 

Los autores del delito; 
Los c6mplices, y 

Los encubridores." (28) 

Si bien la ley vigente no conserva esta categorizaci6n, ni lo hi 
zo desde el inicio de su vigencia, "tal distinci6n se ha manten.!_ 
do en la doctrina, en el lenguaje ordinario y aun en el espíritu 
de nuestras leyes ••• " (29) 

La norma hoy vigente, a raíz de las reformas ·operadas a princi-­
cipios ~e 1984, regula la autoría y participaci6n en los siguie~ 
tes términos: 

"Artículo 13. Son responsables del delito: 

r. Los que acuerden o preparen su realizaci6n; 

II • Los que lo realicen por sí; 
III. Los que lo realicen conjuntamente; 
IV. Los que lo lleven a cabo sirviéndose de otro; 
v. Los que determinen intencionalmente a otro a cometerlo 
VI. Los que intencionalmente presten ayuda o ?.uxi.l fon a 

otro para su comisi6n; 
VII. Los que con posterioridad a su ejecuci6n auxilien al 

delincuente, en cumplimiento de una promesa anterior al 
delito, y 

(28) VILLALOBOS, op. cit., p. 483. 
(29) Loe. cit. 
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VIII. Los que intervengan con otros en su comisi6n, aunque no --· 
conste quién de ellos produjo el resultado." 

Las modificaciones han sido calificadas de muy acertadas puesto­
que superan la confusi6n que al respecto imperaba, regulándose-­
hoy en forma clara todas las hip6tesis planteadas por la autoría 
y participacj6n. Asevera, en consecuencia, el maestro Porte Pe­
tit que "así, en la fracci6n II, se refiere al autor J!laterial o­
inmediato, cuando dice, que son responsables los que lo realicen­
por sí; la fracci6n III, alude a los coautores, pues la realiza­
ci6n del delito es conjunta; la fracci6n IV i~cluye a la autoría 
mediata ••• " (30) 

El autor anota más adelante que lafracci6n V regula la instiga-­
ci6n; luego, la VI norma la complicidad; de.la VII nos dice que­
constituye "un caso muy particular ••• pues ni es participaci6n -
ni es encubrimiento, sino que se trata de la existencia de una ~ 

promesa anterior respecto de un auxilio posterior a la ejecu---­
ci6n del delito."; por 6ltimo, en la VIII se encuentra reglamen­
tada la denominada "complicidad correspectiva o correlativa" --­
que, opina el autor, evitará la impunidad de numerosas conduc--­
tas. (31) Procede aquí anotar que al C6digo Penal le fue adicio­
nado, entre otros preceptos reguladores de diversas materias, un 
artículo 63 bis, aplicable a la complicidad correspectiva: "En -
el caso previsto por la fracci6n VIII del artículo 13, se impon­
drá como pena hasta las tres cuartas partes de la correspondien­
te al delito de que se trate y de acuerdo con la modalidad res-­
pectiva, en su caso." 

De la nueva regulación, por tanto, pueden.distinguirse claramen­
te las figuras del autor simple o Gnico, del coautor, autor me-­
diato, instigador y c6mplice, que son las que integran la auto-­
ría y la participación en sentido estricto: 

(30) PORTE PETIT, C6digo Penal para el Distrito Federal, p. 26 
(31) Loe. cit. 
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a) La autoría comprende, además del· autor simple, la autoría me 
diata y la.coautdría. ELautor.simple,.que es .el contemplado: 
en cada uno de lcÍs.·tipos ·penale~>cie la Parte Especi8.l del C6di­
go Penal, es ~i qu~ reviste la calidad de autor exigida por la­
ley, realiza Ía acci6n típica, y que está referido también en -
la fracci6n I del artículo 13. Para ser autor se requiere po-­
seer el "dominio del hecho", o el que se derive según el crite­
rio que se maneje, y, además, en el caso de que el tipo así lo­
exija, la calidad específica, por ejemplo: ser servidor públi-­
co. Para ser coautor, por tanto, se requerirá igualmente po--­
seer esas calidades, ya que en principio se es autor, En la -­
autoría mediata, será autor mediato el que "valiéndose de otro" 
como instrumento, también reúna las calidades para ser autor. 

b) La participaci6n en sentido estricto comprende a la instiga­
ci6n y a la complicidad. Instigador es aquél que induce o de-­
termina a otro a cometer el hecho. La instigaci6n s6lo es adm.!_ 
sible en los delitos dolosos, ya que determinar implica desper­
tar la voluntad criminal del instigado; éste es el autor, el -­
instigador es el partícipe. C6mplice es, a su vez, quien pres­
ta al autor una ayuda o auxilio para la comisi6n del delito, por 
otro que es el autor. La complicidad, al igual que la instiga­
ci6n, s6lo es admisible en los delitos dolosos, lo cual se der.!_ 
va de la regulaci6n contenida en el articulo 13, fracci6n VI. 

Del encubrimiento, se afirma que configura un tipo esµecífico,­
así como una forma de participaci6n. El primero se encuentra -
en el artículo 400 y se trata de conductas para proteger al --­
delito o delincuente, una vez que el ilícito se ha consumado. -
La diferencia del encubrimiento como delito y como forma de Pª.!: 
ticipaci6n estriba en que aquél no es resultado de un acuerdo -
de voluntades anterior a la perpetraci6n del injusto, mientras-



que, en tanto forma de participaci6n, el encubrimiento exige el 
concierto o acuerdo previo·il: delito. De este 6ltimo se ocupa­
la fracci6n VII del úÚ~~J.'~13: 'son r~sponsables del delito -­
los que con poster:iÓ;i¿~a;::.ii·su ~jecuc:C6n auxilien al delincuen-
te, en cumplimierit:Ci',1a~;'.:i¡'~~·:}~rom'es~, ~nteri~r al hecho. · 

·»,· 

B. La autod~ y la ·parÚcÍ.paci6n ~n·'t~::intimidaci6~, 
~ ' ¡' 

La aplicaci6n de la teoría sobre ia'. ~Jt;~~·~ 'y la partid.paci6n 
muestra que, por cuanto hace a la .fracéi.6n I, re·afirma el ca- -
rácter de autor del servidor p6bÜco sujeto activo del delito: 
comete intimidaci6n el servidor público que. por sí o por inter­
pósita persona ••• ; es decir, el tipo de la fracci6n I estable--, 
ce que sólo podrá ser autor de la intimidaci6n un servidor pú­
blico, quien podrá realizar. la conducta por sí o por interp6si 
ta persona; en el primer caso, estaremos ante la autoría sim-­
ple, en el segundo ante la autoría mediata, según lo determi-­
nan las fracciones II y IV, respectivamente, del artículo 13 -

del C6digo Penal. 

¿QuG pasa si quien intimida es un particular -no siendo Gste-­
reputado como interp6sita persona,-, y ioauxilia o encubre --­
sub-sequens un servidor público? Si .. bien: el tipo ·exige que el 
autor sea un servidor público, al ~guál'que · el r,es to de condu_s 
tas tipificadas en este Titulo D6c:Í.moL el .. párrafo segundo del­
ardculo 212° dispone que si parti.cip!I: ~ri p~iticular en cualquie 
ra de los delitos de ese Título o el subse'cuente (delitos com~­
tidos por servidores públicos contra la administraci6n de jus_­
ticia), se le impondrán las mismas sanciones. Sin embargo, -­
'sta es una excepci6n legal que permite penalizar al particu-­
lar que intimida, en calidad de autor, 

El supuesto contrario muestra un resultado muy interesante. Si 

157. 
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el autor de la intimidaci6n es un servidor público y le auxilia· 
un particular, aún cuando el tipo exija que la conducta debe ••• 
ser ej ~cutada. por un funcionario. la aplicaci6n de las reglas de 
la autoría:. y'.participaci6n amplía la posibilidad de punici6n ha~ 
ta el cooperador~. Desde luego, la pena impuesta deberá estar 
ajustada ~l grado d~ intervenci6n de este Gltimo sujeto. 



CONCLUSIONES 

·1, El concepto "representantes de elecci6n popularn que contiene 
el artículo 108 constitucional debe interpretarse en el senti 
do de representantes federales de elecci6n popular: Presiden 

· te de la Repáblica y Diputados y Senadores al Congreso de la­
Uni6n. 

2. La frase "miembros del Poder Judicial Federal" que contiene-­
el artículo 108 de la Constituci6n Federal debe interpretarse 
como toda persona que integre sus recursos humanos, Esto es­
también válido para los miembros del Poder Judicial del Dis.-­
trito Federal. 

3, Por "funcionarios y empleados" (mismo artículo 108) tendrá -­
que aceptarse que, por excepci6n, se refiere al personal del­
Poder Legislativo Federal distinto de los diputados y senado 
res,. 

4. Se separa indebidamente de la Administraci6n P6blica Federal­
la del Distrito Federal (artículo 108 constitucional), 

- S~ La tipificaci6n de una conducta, por sí sola, no disminuye o­
elimina su comisi6n. Para lograr esto, es indispensable la -
concurrencia de medidas preventivas, antes que represivas: 
bienestar, seguridad, satisfactores suficientes, etc. 

6. La conducta intimidatoria ha sido tipificada porque lesiona -
un valor jurídico de muy alta jerarquía: la administraci6n de 
justicia. 
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7. La fracci6n I del artículo 219 del C6digo Penal admite su co 
misi6n únicamente en la forma dolosa, no en la culposa ni en 
la preterintencionaL · 

8. Para que se configure la tipicidad en la citada fracci6-n I, -
no es exigencia que el sujet~ pasivo no formule la querella, 
denuncia o informaci6n; lo que el típo exige es la- genera--­
ci6n de un estado anímico de inhibiei6n, temor o intimida-·­
ci6n. 

9. Debido a que la fracci6n II del artículo 219 solicita para­
satisfacerse la tipicidad que efectivamente se genere una 1~ 

si6n a consecuencia de la omisi6n de una conducta lícita --­
debida, se concluye que se trata, aquí, de una conducta de -
comisi6n por omisi6n. 

10, El tipo de la fracci6n I del artículo 219 contiene elementos 
objetivos, subjetivos y normativos. De seguirse la teoría -
causalista, tales elementos no incluyen el dolo o la culpa. 
En cambio, el finalismo afirmaría que, adem's de·los elemen­
tos que señala el causalisrno, se trata de un ·tipo doloso y -

que el dolo es elemento subjetivo del tipo. Esta fracci6n -
no admite la existencia del tipo culposo, 

11. El tipo que consigna la fracci6n II del artículo citado no -
contiene elementos subjetivos, sino s6lo objetivos y normati 
vos, según el causalismo. La teoría finalista dir,, por su­
parte, que esta hipótesis legal sí contiene elementos subje­
tivos: el dolo y la culpa, y que aquí es dable afirmarla.pr! 
sencia tanto de un tipo doloso como de uno culposo. 



12. De aplicarse la teoría finalista, habr4 aticipidad en la -
intimidaci6n -al igual ·que en cualqllier otra :conducta en -
apariencia delictiva· si''.·~¡,- ~~.ma~ifi~stan· eL:dolo ó la -­
culpa, a frav~s d~l 1 ie~rÓr,~. d~:.·tipo~··~, ·. tod~: 'le·~ ~u~ estos - -

• • ', .: ;,':¡,•;_ · ••.. ·,~·.·,:.<;''.""•: "'.: ~-, • • \ ,.·;, • •' /L·.:::', '• ·. ·.:.·:, •.; ·'·.' • '., ' ~· ', • '~ 

elementos se. i.ntegr.an'.:1,Ei'l':J;ipi:i'f;, si:;·cau:Salismo. no analiza -
esta situ~ci6n yá qu~'1 '<l6íb7'~ulp~-;-~~~ ubicados· en la cul­
pabilidad. 

13. La hip6tesis de la fracci6n I del artículo sobre intimida­
ci6n no admite la legítima defensa toda vez que, al compr.9_ 
barse la tipicidad, se ha probado la existencia del elemen 
to subjetivo que contiene la frase "para evitar que éste o 
un tercero ... "; se estima que si se ha probado este ele-­
mento es porque en la conducta del agente no ha existido -
el prop6sito de defensa, por lo que difícilmente podría -­
hablarse de esta causa de justificaci6n. Esta justifican­
t~ sí es dable, en cambio, en el caso de la fracci6n II. 

14. Las expresiones "conducta ilícita" y "conducta lícita" que 
contiene el. segundo supuesto de la intimidaci6n debería ·­
interpretarse en el sentido de conductas lesivas de los ·-. 
intereses de los denunciantes, querellantes o terceros vi~ 
culados pero s6lo por lo que se refiere a la materia ori·­
gen de la denuncia o querella. 

15. Los términos en que se encuentra redactada la fracci6n II­
del artículo 219 son exageradamente amplios y aparentemen­
te cualquier ilicitud cabría en el supuesto. , No ~uede -·­
legislarse de manera tan vaga puesto que, aquí,'equival·-­
dría a decir: "es delito de intimidaci6n lo que m~tivado -
por denuncia, es ilícito''· Parece violatori~de la garan-

161. 
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tía de legalidad "en 1 s juicios del orden criminal queda­
prohibidÓ lfuponer~.<por simpie analogía y aún por mayoría -

. ·.• ...• ·· ."··:"· 1 .... .:-: . .-::. ,· • • . . 
de razón, ·pena .alguna: que no esté decretada por una ley --
exact~mente 'apÚca:bi.~" ~l delito de que se trata". No se -
observa,,eri elcaso~·.'.ia exaetitud que exige la Constitu--­
ci6n. 

', ·1', 

16. Las justificantes cumplimiento de un deber y ejercicio de­
un derecho difícilmente se manifestarían en la hipótesis -
de la fracción I. En la hipótesis II no son dables dada -
la genérica redacción de1· supuesto. 

17. Existe una cierta contradicci6n entre lo establecido por -
· el artículo 59 bis y la fracci6n XI del artículo 15, en su. 

primer p5rrafo, in fine. La misma materia: error de pro­
hibici6n constituye una atenuante, en el primer caso, y una 
excluyente, para el segundo, en trat&ndose de error inven­
cible, en ambos supuestos. La fracci6n XI afirma que se -
excluye la responsabilidad penal si por un error inve'nci-­
ble estima el sujeto activo que es lícita su conducta; el­
artículo 59 bis señala que se atenúa la penalidad por un -
error invencible sobre la existencia de la Ley Penal o del 
alcance de ésta, error motivado por atraso cultural o ais-. 
!amiento social. 
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